


El año 2009 fue marcado por intenso 
movimiento en el sector sucroalcoholero 
de Brasil. Después de la fuerte crisis 
del año anterior, en la cual las usinas 
sufrieron con la retracción de la oferta de 
crédito, las operaciones de varias de ellas 
volvieron a arrojar números positivos 
frente a un escenario de constante 
aumento de la demanda por etanol 
en el mercado brasileño. Estimulados 
por el prometedor mercado, grupos 
internacionales capitalizados adquirieron 
grandes compañías nacionales y ya son 
responsables por la molienda de un 20% de 
la caña de azúcar producida en el país. A 
pesar de los cambios, pasivos ambientales 
y sociales siguen maculando el sector. 
Iniciativas importantes del 2009, como el 
zoneamiento de la caña y el compromiso 
laboral firmado por industriales  cañeros, 
todavía dependen de una serie de trámites 
antes de ser aplicadas. El escenario exige 
que organizaciones de la sociedad civil, 
como ONGs, sindicatos y movimientos 
sociales, mantengan la vigilancia, para que 
los potenciales beneficios que deberá traer 
el etanol al país no terminen quedando 
en pocas manos. Entre en el sitio web y 
acompañe nuestro trabajo:
www.agrocombustiveis.org.br

C
A

Ñ
A

 



índice

	 	 	 	
	 	 Presentación General 

	 	 Introdución

	 	 Capítulo_1 | Impactos Laborales 

	 	 Capítulo_2 | Impactos Ambientales

	 	 Capítulo_3 | Zoneamiento Agroecológico de la Caña  

	 	 Capítulo_4 | Impactos sobre Poblaciones Indígenas

	 	 Capítulo_5 | Consideraciones Finales y Recomendaciones

		  Notas

Apoyo

Colaboradores

Comissão Pastoral da Terra (CPT)
Conab (Companhia Nacional de Abastecimento)
Federação dos Trabalhadores na Agricultura do Estado de Goiás
Fetaeg (Federação dos Trabalhadores na Agricultura do Estado de Goiás)
Instituto Brasileiro de Inovações pró-Sociedade Saudável (Ibiss)
Ministério Público Federal em Dourados, MS
SRTE-GO (Superintendência Regional do Trabalho e Emprego em Goiás - MTE)

5

7

13

22

35

50

60

62

Realización

El
 B

ra
si

l d
e 

lo
s 

A
gr

oc
om

bu
st

ib
le

s



Créditos
El Brasil de los Agrocombustibles:
Impactos de los Cultivos sobre la Tierra,
el Medio Ambiente y la Sociedad - Caña 2009

ONG REPÓRTER BRASIL
Coordinación general
Leonardo Sakamoto

Centro de Monitoreo de los Agrocombustibles

Autores
Marcel Gomes (coordinador)
Antonio Biondi
Thaís Brianezi
Verena Glass

Colaboración
Bianca Pyl
Elisa Estronioli (Caso Eitos y Talhões)
Maurício Hashizume
Maurício Reimberg

Proyecto gráfico y Diagramación
Gustavo Monteiro

Apoyo Administrativo
Rafael dos Santos

Fotos
Repórter Brasil Team
Agência Brasil Archive
Ministry of Agriculture Archive
Economia do Clima Archive
Marcos Homero Ferreira Lima

Copyright ONG Repórter Brasil
Es permitida la reproducción total o parcial de la publicación,
siendo necesario citar fuente de referencia.

Impreso en Brasil.
Distribución gratuita
Enero del 2010
ISBN 978-85-61252-17-5

C
A

Ñ
A

 



Presentación General 
	

	 Con el lanzamiento de “El Brasil de los Agro-
combustibles - Impactos sobre la tierra, el medio am-
biente y la sociedad - Caña 2009”, el Centro de Monito-
reo de Agrocombustibles (CMA) de la ONG Repórter 
Brasil llega al fin de su segundo año de actividades, ini-
ciadas en enero del 2008. A lo largo de ese periodo, el 
grupo de investigadores del CMA, apoyado por el tra-
bajo desarrollado por los demás sectores de la organi-
zación, investigó, analizó y publicó historias relaciona-
das a la expansión de los agrocombustibles en Brasil, 
en especial el etanol y el biodiesel.

	 Fueron investigadas actividades agrícolas di-
versas - relacionadas a los cultivos de soja, algodón, 
babaçu (Orbignya phalerata), caña de azúcar, canola, 
dendé (Elaeis guineensis), girasol, maíz, ricino y piñón 
manso (Jatropha curcas), además de la actividad pecua-
ria, proveedora del sebo para producir biodiesel -, así 
como sus vectores de expansión y los impactos socio-
ambientales, laborales y económicos constatados a par-
tir de su diseminación. Al mismo tiempo, todo ese con-
tenido subsidió el trabajo de articulación política de la 
Repórter Brasil con sectores del gobierno, miembros 
del parlamento, organizaciones de la sociedad civil y 
empresarios, objetivando mejorías en las condiciones 
socioambientales de producción en el campo.

	 A pesar de reconocer la necesidad de diálogo 
con los más amplios sectores de la sociedad, y de traba-
jar intensamente por él, el CMA profundizó los estudios 
de impacto y denunció prácticas irregulares e ilegales 
cuando éstas fueron detectadas. Por nuestras análisis y 
textos periodísticos pasaron nombres de grandes gru-
pos empresariales brasileños y extranjeros, que, a pesar 
del poderío financiero, no fueron capaces de desarrollar 
negocios menos dañinos para con el medio ambiente y 
más justos para con los trabajadores y las comunidades 
involucradas. Después de dos años de actuación, tene-
mos la satisfacción de decir que realizamos actividades 
de monitoreo en todos los Estados brasileños, inclu-
yendo las regiones de frontera con Paraguay y Bolivia, 
y estuvimos presentes en la mayor parte de ellos. Oí-
mos a movimientos sociales y organizaciones no guber-
namentales locales, entrevistamos gobernantes y em-
presarios, recolectamos datos en el campo. Todo eso 
con el objetivo de ofrecer al público la información más 
cualificada posible y que pudiera servir como instru-
mento de transformación social.

	 Incluso los más renombrados especialistas di-
vergen sobre la dimensión del papel que los agrocom-
bustibles tendrán en una era post-petróleo, pero la eva-
luación general es que productos como el etanol y el 

biodiesel tendrán un papel importante. De la misma 
forma, la previsión de representantes de los sectores 
público y privado es que Brasil será un campo privile-
giado para la expansión de materias primas agroener-
géticas, como señala el desarrollo del área en los últi-
mos dos años y según la previsión para los próximos 
veinte, por lo menos.

	 El papel de la sociedad civil organizada, de las 
ONGs, sindicatos y movimientos sociales es el de aler-
tar, a cualquier costo, para que esa perspectiva no se 
haga realidad. La preservación de los bosques, de los 
animales silvestres, del suelo, de las aguas y del aire, 
así como de toda la biodiversidad, deben ser prioridad 
en las haciendas de soja, en las áreas de ganado y en las 
usinas de etanol. El movimiento internacional contra el 
calentamiento global está presente para apoyar nues-
tras convicciones. Desde el punto de vista de los tra-
bajadores, no faltan reclamaciones. Junto a las técni-
cas más modernas de cultivo que hacen del país uno de 
los campeones mundiales de productividad agrícola, to-
davía conviven trabajadores privados de sus derechos 
básicos - e, incluso, de su libertad. Son ciudadanos es-
clavizados para limpiar la tierra para el plantío de las 
gramíneas que alimentarán el ganado o para cortar la 
caña que será transformada en etanol. Todo eso tiene 
que cambiar.

	 En su planificación estratégica para el próxi-
mo bienio, el Centro de Monitoreo de Agrocombusti-
bles de la ONG Repórter Brasil ya definió sus metas. 
Continuará trabajando para fortalecer el debate sobre 
sustentabilidad junto a la sociedad civil organizada - en 
esa nueva etapa también en Paraguay y en Bolivia; se-
guirá produciendo informes anuales sobre los impactos 
socioambientales de las principales actividades agrope-
cuarias energéticas; ampliará la producción de conte-
nido y facilitará el acceso del público a las informacio-
nes generadas; y mantendrá acciones de presión sobre 
gobiernos y empresas vectores de la expansión de los 
agrocombustibles.

	 En esa nueva etapa, seguiremos contando con 
el apoyo de nuestros financiadores, entre ellos Cordaid, 
Fundación Doen y Solidaridad. Aprovechamos el es-
pacio para agradecerles públicamente por la confianza 
y el incentivo. Nuestro trabajo tampoco sería posible 
sin las centenas de ONGs, movimientos sociales loca-
les y activistas que, abnegadamente, se esfuerzan para 
denunciar impactos y articular acciones a favor de sus 
comunidades y por el ambiente en el cual se insieren. 
Nuestros sinceros agradecimientos a todos ellos.
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Introdución

	 El año 2009 fue marcado por intenso movimien-
to en el sector sucroalcoholero de Brasil. Después de la 
fuerte crisis vivida el año anterior, durante la cual las usi-
nas sufrieron con la retracción de la oferta de crédito, las 
operaciones de varias de ellas volvieron a presentar nú-
meros positivos frente a un escenario de constante au-
mento de la demanda por etanol en el mercado brasileño. 
La crisis, sin embargo, favoreció otro tipo de consolida-
ción: grupos internacionales capitalizados adquirieron 
grandes compañías nacionales y ya son responsables por 
moler un 20% de la caña de azúcar producida en el país.

	 Desde el punto de vista de las políticas públi-
cas para el sector, es posible destacar dos momentos en 
el 2009. En junio, el gobierno federal, el sector sindical y 
las usinas lanzaron el Compromiso Nacional para Mejo-
rar las Condiciones de Trabajo en la Caña de Azúcar; en 
septiembre, el presidente Luiz Inácio Lula da Silva firmó 
el Zoneamiento Agroecológico (ZAE) de la Caña de Azú-
car, proponiendo vetos a la expansión de ese cultivo y a la 
instalación de nuevas usinas en la Amazonía, en el Panta-
nal y en la Cuenca del Alto Paraguay. A pesar de presen-
tar aspectos positivos, las dos iniciativas, que serán ana-
lizadas en detalle a lo largo de este estudio, permanecen 
en el papel: el “Compromiso” aguarda la definición sobre 
cómo las usinas serán monitoreadas, y el ZAE tiene que 
ser votado por el Congreso Nacional para tener fuerza de 
ley, como propone el Ejecutivo.

	 De acuerdo con la Compañía Nacional de Abas-
tecimiento (Conab), la producción brasileña de caña lle-
gó a las 612,2 millones de toneladas en el 2009, un au-
mento de 7,1% en relación al periodo anterior. El Estado 
de São Paulo concentró un 57,8% de la producción y co-
sechó 354,3 millones de toneladas, un 2,5% más que en el 
2008. Tres Estados se destacaron en términos de aumen-
to de la cantidad de caña cosechada. En Goiás, la produc-
ción aumentó un 50,1% y llegó a 44,4 millones de tonela-
das; en Mato Grosso do Sul se registró un avance de un 
38,8%, con una producción de 28,8 millones de toneladas; 
y en Minas Gerais el aumento fue de un 20,1%, con 49,7 
millones de toneladas cosechadas.

	 Al contrario de lo ocurrido en años anteriores, 
en el 2009 las fábricas dieron prioridad a la producción de 
azúcar. Los precios acumularon alzas de 80% en relación 
al 2008, ayudados por la reducción de las zafras en diver-
sos países, en especial en la India, que pasó de exportador 
a importador. La producción brasileña de azúcar alcanzó 
34,6 millones de toneladas, aumento de un 9,5% en rela-
ción a la zafra del 2008. Cerca de 65% de ese total será ex-
portado.

El
 B

ra
si

l d
e 

lo
s 

A
gr

oc
om

bu
st

ib
le

s

�



	 En el camino inverso, la fabricación de alcohol 
cayó y llegó a 25,8 billones de litros, una baja de 3% en re-
lación al 2008, pero manteniéndose suficiente para abas-
tecer el mercado interno, de 21 billones de litros. Según 
estimativa de la Conab, las exportaciones brasileñas de 
etanol cayeron a 1,5 billón de litros el 2009, ante 4,9 billo-
nes el año anterior. Pese a ello, el margen oferta/deman-
da fue estrecho y hubo presión sobre los precios del eta-
nol a fines de año, a punto de ser más compensador para 
los dueños de vehículos llenar sus tanques con gasolina en 
Estados como São Paulo.

	 Ese escenario fue construido, también, debido al 
exceso de lluvias en el Centro Sur, del país, lo que dificul-
tó la aceleración de la cosecha y redujo la concentración 
de sacarosa en la caña. Se estima que 20 millones de to-
neladas de caña no pudieron ser cosechadas debido a las 
lluvias. Las cotizaciones del etanol acumularon un alta de 
68,5% en el segundo semestre del 2009, según datos del 
indicador Cepea/Esalq. Para amenizar el aumento de los 
precios del producto en el 2010, el gobierno federal deci-
dió reducir de 25% a 20% el porcentaje de mezcla de eta-
nol anhidro en la gasolina. La medida vale por 90 días a 
partir del 1º de febrero.

	 Desde el punto de vista de la demanda, el am-
biente para el sector es positivo. La venta de vehículos 
flex, es decir, aquellos que pueden utilizar gasolina y/o 
etanol, representaron 92,3% del total de unidades nego-
ciadas en el país en el 2009. Además, el sector automo-
vilístico brasileño parece inmune a la crisis mundial que 
afectó ese sector: fueron 2,6 millones de vehículos nue-
vos vendidos a lo largo del 2009, un aumento de 13,9% en 
relación al año anterior, de acuerdo con datos de la Aso-
ciación Nacional de los Fabricantes de Vehículos Auto-
motores (Anfavea). El 2010, todo indica que será posible 
romper nuevos récords.

	 Otro factor que incide a favor de la demanda es la 
reducción de las tarifas de importación de etanol en China, 
de 30% a 5%. La decisión del gobierno chino, que atiende 
a los compromisos asumidos por el país cuando entró a la 
Organización Mundial del Comercio (OMC), puede favo-
recer las exportaciones brasileñas. Algunas provincias de 
China ya mezclan etanol a la gasolina de la misma manera 
que Brasil. Sin embargo, aún faltan al país infraestructu-
ra y logística para que ese procedimiento sea intensifica-
do, de modo que no se espera, en el corto plazo, un aumen-
to en las importaciones del producto.

	 También en los Estados Unidos el debate sobre 
el aumento del límite máximo de la mezcla, que pasó a ser 
de un 15%, en vez del 10% anterior, ganó intensidad en el 
2009. La medida es defendida por productores agrícolas y 
sus representantes en Washington como una forma de re-
ducir las emisiones de gases causadores del efecto inver-
nadero. Las industrias de automóviles y de petróleo, sin 

embargo, presionan en la dirección contraria. El principal 
argumento es que los vehículos norteamericanos no están 
técnicamente preparados para operar con 15% de etanol 
en los tanques, y podrían perder eficiencia y durabilidad.

	 Consciente de la potencial demanda, el Banco 
Nacional de Desarrollo Económico y Social (BNDES), 
comandado por el gobierno federal, pretende desembol-
sar en el 2010 los mismos R$ 6 mil millones prestados al 
sector el año 2009. Son proyectos relacionados a la pro-
ducción de etanol y azúcar, instalación de plantas de co-

generación de energía a partir del bagazo de caña y ex-
pansión de cultivos de caña. Entre las compañías clientes 
del banco están la Cosan, la ETH - controlada por el gru-
po Odebrecht -, la Iaco Agrícola - de los grupos Grende-
ne, Irmãos Schmidt y del empresario André Esteves -, y la 
Usina São Fernando - de los Grupos Bumlai y Bertin, hoy 
incorporados al JBS-Friboi.

	 Además del BNDES, el gobierno federal actúa en 
el sector sucroalcoholero a través de la Petrobrás Biocom-
bustibles, subsidiaria de la estatal brasileña de petróleo. El 
plan de la empresa es comprar participación accionaria y 
asociarse a emprendimientos ya implantados en sector del 
etanol. En el 2009, la Petrobrás definió la compra de 40% 
de la usina Total, localizada en Bambuí (MG). La inver-
sión fue de R$ 150 millones. Además, firmó acuerdo con la 
estatal china Petrochina para estudiar proyectos conjun-
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tos con foco en la exportación. A mediano plazo, la Petro-
brás planea responder por al menos un 15% del mercado 
brasileño de etanol. Consciente de esos planes, a lo largo 
del 2009 la Repórter Brasil mantuvo debates con el sector 
de responsabilidad social de la Petrobrás, para que la em-
presa exigiese una serie de criterios de sustentabilidad a 
sus nuevas asociadas.

	 En el sector privado, los negocios fueron aún 
más intensos. La francesa Louis Dreyfus compró la San-
telisa Vale y creó una nueva empresa, la LDC-SEV, de la 
cual posee un 60% del control accionario. Con 13 usinas 
en cinco Estados brasileños, el grupo ya es el segundo ma-
yor del país, capaz de procesar anualmente 40 millones de 
toneladas de caña. Otro gran negocio del 2009 fue la com-
pra de la Moema Participaciones por la Bunge. La tran-
sacción implicó el control mayoritario de seis usinas que, 
juntas, pueden moler más de 15 millones de toneladas de 
caña al año. Con eso, la Bunge se coloca en la tercera po-
sición nacional en procesamiento de ese insumo.

	 El mayor grupo sucroalcoholero del país sigue 
siendo la Cosan. El 2009, la compañía negoció la compra 
de la Nova América, elevando su capacidad de procesa-
miento a 56 millones de toneladas de caña al año en 23 fá-
bricas. Para los analistas, ese proceso de consolidación del 
sector debe favorecer mejoras en la gestión de las com-
pañías, incluso en el área de sustentabilidad. Sin embar-
go, los problemas sociales y ambientales enfrentados por 
el sector siguen manchando al etanol brasileño. La misma 
Cosan, por ejemplo, fue incluida por el Ministerio del Tra-
bajo y Empleo en la lista sucia del trabajo esclavo a fines 
del 2009 - de donde sólo salió temporalmente tras obtener 
un recurso en la Justicia.

	 A lo largo de este informe, son presentados da-
tos, análisis e historias sobre los impactos causados por la 
expansión del sector sucroalcoholero en el país. Los pro-
blemas incluyen la superexplotación de los trabajadores, 
la falta de respeto a comunidades, poblaciones tradicio-
nales e indígenas y la degradación ambiental. Sin resol-
ver esos pasivos, el etanol no hace justicia a su propagada 
fama de combustible verde, capaz de ocupar un papel de 
mayor destaque en una aún imaginaria era post-petróleo.

Caso | Brasil exporta modelo de producción
                 de etanol a países pobres 

	 El objetivo es consolidar el principal agrocombustible brasile-

ño como commodity. Con la traspaso de conocimiento y las inversiones 

directas, se mantienen también los potenciales impactos sobre los traba-

jadores, comunidades tradicionales y el medio ambiente. 

	 Para que el etanol de caña de azúcar se transforme en una 

commodity, es necesario ampliar el número de países productores. Los 

empresarios brasileños y el gobierno federal lo saben y, como estrate-

gia para viabilizar las exportaciones del producto a Europa y a los Esta-

dos Unidos, incentivan la expansión de la actividad sucroalcoholera en 

África y América Latina. “Para formar un mercado internacional, es ne-

cesario que existan más países que ofrezcan el producto. Sólo así desa-

rrollaremos un mercado futuro, con negociaciones en la bolsa”, afirmó 

Alexandre Strapasson, coordinador del Departamento de Caña de Azúcar 

y Agroenergía del Ministerio de la Agricultura, Pecuaria y Abastecimiento 

(MAPA). 

	 El director ejecutivo de la Unión de las Industrias de Caña 

de Azúcar (Unica), Eduardo Leão de Sousa, estuvo de acuerdo con esa 

evaluación. “Desde el punto de vista de la seguridad energética, es im-

portante que existan otros países produciendo, para mostrarles a los 

consumidores que la oferta es estable”, afirmó Sousa. “En caso contra-

rio, se crea la situación del huevo y la gallina que vivimos actualmente: 

no existe un mercado consumidor consolidado, entonces muchos paí-

ses vacilan en empezar a producir. Por otro lado, existen pocos países 

productores, entonces el mercado consumidor no se consolida”, expli-

có el director ejecutivo. 

	 El principal blanco de la política brasileña de expansión del 

monocultivo de caña son los países del que otrora era llamado Tercer 

Mundo. En general, esos países cuentan con mayor disponibilidad de 

tierras y de mano de obra baratas y con condiciones agroclimáticas 

más favorables para el desarrollo de los cultivos de caña. Además, en 

el caso de los países del Caribe y de África, poseen facilidad logística 

para vender a los Estados Unidos y Europa, respectivamente. Los paí-

ses caribeños suman a eso una ventaja fiscal: su alcohol no paga im-

puesto en la tierra del tío Sam, gracias a un acuerdo preferencial de co-

mercio con los Estados Unidos, firmado en 1983 y renovado en el 2000, 

conocido como Iniciativa Caribeña (o Caribbean Basin Initiative - CBI).
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 Política externa
	
	 En Brasil, la División de Energías Nuevas y Renovables del 

Ministerio de las Relaciones Exteriores (MRE) coordina el programa Pró-

Renova, en cuyo ámbito ya fueron firmados 60 memorandos de enten-

dimiento para cooperación técnica bilateral en el área de producción 

de caña de azúcar. “Esos memorandos se dividen en dos grupos: por 

un lado, el de los países desarrollados que demandan biocombustibles 

y buscan a Brasil para saber más sobre nuestra experiencia con el eta-

nol; por otro, el de los países en vías de desarrollo, con vocación agrí-

cola, en los que la caña puede actuar como vector de desarrollo”, de-

claró el coordinador de Agroenergía del MAPA. 

Los presidentes Lula y 
John Kufuor, de Gana, 

inauguran la oficina de 
la Embrapa en África
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	 Según él, el memorando que tuvo mayor éxito fue firmado 

con los Estados Unidos en el 2007, para investigaciones conjuntas so-

bre la sustentabilidad del etanol de caña. Uno de los focos del trabajo 

es el intento de crear una metodología común de cuantificación de las 

emisiones de gases del efecto invernadero. La coordinadora de la Divi-

sión de Energías Nuevas y Renovables del MRE, consejera Cláudia Vieira 

Santos, detalló la gama de objetivos de la iniciativa: investigadores bra-

sileños y norteamericanos ya realizaron estudios sobre la viabilidad de 

la producción de etanol de caña en El Salvador, Haití, República Domini-

cana, San Cristóbal y Nevis y ahora actúan en conjunto en Guatemala, 

Jamaica, Guinea-Bissau y Senegal. 

	 Lejos de solamente responder a demandas preexistentes, 

Brasil ha adoptado una postura proactiva en la política externa relati-

va al etanol. En octubre y noviembre de 2009, por ejemplo, un equi-

po técnico compuesto por representantes del MAPA, del MRE y de 

la Empresa Brasileña de Pesquisa Agropecuaria (Embrapa) estuvo en 

Botswana, África del Sur, Angola, Zambia, Tanzania, Zimbabwe y Mo-

zambique para impartir un curso sobre el Zoneamiento Agroecológico 

(ZAE) de la caña de azúcar. De acuerdo con Cláudia, el objetivo de la 

acción fue “apoyar la capacitación de países africanos interesados en 
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En Ribeirão Preto, segunda edición del Ethanol Week 

divulga pericia brasileña

implementar o que ya están implementando programas nacionales en 

el área de bioenergía”. 

	 Los esfuerzos del gobierno brasileño para aumentar el núme-

ro de países productores de eta-

nol de caña no paran ahí. Como 

se ha visto en el párrafo anterior, 

Mahoma fue a la montaña. Pero, 

en este caso, la montaña tam-

bién vino a Mahoma: el MAPA, en 

colaboración con la Universidad 

Federal de São Carlos (UFSCar), 

realizó en Ribeirão Preto (SP), de 

16 a 20 de noviembre de 2009, 

la “I Semana del Etanol: compar-

tiendo la experiencia brasileña”. 

Formaron el público gestores y 

empresarios de cerca de 20 paí-

ses de habla inglesa de África 

(como Botswana, África del Sur, 

Nigeria y Kenia), de América La-

tina (como Jamaica y Guyana), 

de Asia (como Vietnam y Tailan-

dia) y de Oceanía (Islas Fiji). En 

el 2008, la denominada “Ethanol 

Week” ocurrió en septiembre, en 

la ciudad de Araras (São Paulo), y estuvo volcada a los representantes 

de 31 países de habla hispánica y portuguesa: Argentina, Bolivia, Chi-

le, Colombia, Ecuador, Paraguay, Perú, Uruguay, Venezuela, El Salvador, 

Haití, República Dominicana, Cuba, Costa Rica, Guatemala, Honduras, 

México, Nicaragua, Panamá, Angola, Cabo Verde, Guinea-Bissau, Mozam-

bique, San Tomé y Príncipe, Benin, Burkina Faso, Côte d’Ivoire, Malí, Ní-

ger, Senegal y Togo.

 Iniciativa privada brasileña

	 De acuerdo con el director de Agroenergía del MAPA, 

Alexandre Strapasson, las inversiones directas de industriales cañe-

ros brasileños en otros países son tímidas. “Es un desafío convencer 

a empresarios de Brasil a que inviertan en África y América Latina. 

Más aún porque ellos enfrentan la competencia de países europeos, 

que también están interesados en producir en esos territorios”, justi-

ficó el gestor. 

	 Entre los grupos nacionales que ya 

apuestan en la expansión de la caña en territo-

rio extranjero están el Guaraní y el Odebrecht. 

El primero, que posee seis usinas en São Paulo, 

empezó a invertir en Mozambique en el 2007, 

comprando una usina de azúcar construida en 

1998. A través de un contrato renovable de con-

cesión de tierras públicas válido por 50 años, 

los cultivos de caña africanos del Grupo Gua-

raní ocupan hoy 91 mil hectáreas, con plantío y 

cosecha totalmente manuales. En la zafra pa-

sada, la producción en esa unidad fue de 66 mil 

toneladas de azúcar. De acuerdo con la ase-

soría de comunicación de la empresa, hasta el 

momento no existe producción de etanol, pero 

“el gobierno de Mozambique, que posee parti-

Alexandre Strapasson, coordinador de Agroenergía del Mapa: 
necesidad de que más países oferten etanol

Foto: Divulgação MAPA
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cipación accionaria en la Guaraní, demostró gran interés en el sector 

de combustibles renovables a través de proyectos presentados al FMI 

[Fondo Monetario Internacional] y al Banco Mundial”. 

	 A su vez, el Grupo Odebrecht debe iniciar, hasta fines del 

2010, la producción de azúcar y etanol en Angola. La constructora 

brasileña posee participación de 40% en la Compañía de Bioenergía 

de Angola, cuyos demás socios son la estatal petrolera Sonangol y el 

conglomerado angolano Damer.

	 Mientras tanto, la empresa brasileña que más ha ganado 

con la política externa de incentivo a la expansión de la actividad su-

croalcoholera es la Dedini, líder mundial en la fabricación de máqui-

nas para el sector. “Nuestras exportaciones crecieron 660% en los úl-

timos 5 años”, celebró el director de exportaciones de la empresa, 

Antônio Pereira. Según él, cerca de un 10% de las ganancias de la De-

dini viene del mercado externo, con clientes localizados en 26 países, 

con destaque para los localizados en el Caribe y en África, además 

de Venezuela, Estados Unidos, Uruguay, Colombia, Argentina, Bolivia 

y México.

 Señales de alerta

	 La campaña brasileña para difundir el modelo de produc-

ción de etanol de caña de azúcar a gran escala no representa sólo 

una oportunidad de generación de renta en países en vías de desa-

rrollo, como reza la propaganda del gobierno. O, en un discurso más 

pragmático, el intento de consolidar el “combustible verde” como 

commodity, trae en sí, antes que nada, el riesgo de explotación de-

gradante de los recursos naturales y de los trabajadores del Caribe 

y África. 

	 En Guatemala, país exportador de azúcar, el Instituto de 

Estudios Agrarios y Rurales - Idear, investiga a casi tres años las ac-

ciones de Brasil en territorio guatemalteco. El investigador Alberto 

Alonso Fradejas contó que la usina de azúcar Guadalupe Chawil Utz`aj 

invadió zonas tradicionales de cultivo de alimentos. Uno de sus accio-

nistas es el grupo sucroalcoholero Pantaleón, que integra una joint-

venture formada también por el colombiano Ingenio Manuelita y por 

la brasileña Unialco. Juntos, los tres construyeron una usina de azúcar 

y alcohol en Brasil (la Vale do Paraná, en Suzanópolis - SP) y están in-

virtiendo en la construcción de una usina de deshidratación de alco-

hol en Guatemala, con vistas al mercado norteamericano. 

	 En Mozambique, el ProCana promete gastar US$ 500 mi-

llones y generar 2 mil empleos directos usando tecnología brasileña 

en la producción de azúcar y etanol. Un artículo del periodista norte-

americano Adam Welz, publicado en marzo de 2009 en el sitio web 

“Mother Jones” (especializado en temas socioambientales), detalla los 

riesgos del proyecto. Cerca de 30 mil hectáreas de sabana nativa de-

berán ser transformadas en cultivos de caña en Massingir, la región 

más seca del país, provocando pérdida de biodiversidad y consumo 

excesivo de agua (aproximadamente 409 mil millones de litros al año 

para irrigación). Y 38 mil pobladores del entorno del Parque Nacional 

del Limpopo serán obligados a dejar sus tierras. 

	 La Constitución de Mozambique decreta que todas las tie-

rras del país son propiedad del Estado, que puede conceder autoriza-

ción de uso a empresas por períodos de 50 años. Esa concesión, sin 

embargo, está condicionada a la ausencia de comunidades tradiciona-

les en el territorio. Por lo visto, allá, como en Brasil, buenas leyes no 

son garantía de buenas prácticas.
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Capítulo_1
Impactos Laborales 

	 A pesar del proceso de consolidación empresa-
rial, de la entrada de compañías extranjeras y del esfuer-
zo de sectores del gobierno federal para controlar a las 
empresas, la industria sucroalcoholera del país continuó 
marcada, en el 2009, por graves violaciones a los derechos 
de los trabajadores y de comunidades locales. No basta-
sen los casos divulgados por los grupos de inspección a lo 
largo de todo el año, el mayor golpe contra la imagen del 
sector sería dado el 31 de diciembre, último día del 2009: 
la Cosan, mayor compañía sucroalcoholera del mundo, 
tuvo su nombre incluido en la “lista sucia” del trabajo es-
clavo por el Ministerio del Trabajo y Empleo (MTE).

	 La fiscalización que resultó en la inclusión de la 
Cosan en la “lista sucia” ocurrió en junio del 2007, en la 
Usina Junqueira, en Igarapava (SP). En esa ocasión, 42 
trabajadores fueron liberados en esa planta de la compa-
ñía, que es también dueña de otras 22 unidades producto-
ras, cuatro refinerías y dos terminales portuarios. El pla-
zo de más de dos años entre la liberación y la inclusión en 
la lista ocurrió debido al tiempo necesario para tramitar 
el proceso administrativo dentro del ministerio. La Cosan 
emplea a más de 40 mil personas en períodos de zafra y es-
timó haber procesado 56 millones de toneladas de caña en 
el 2009. Inmediatamente después del anuncio del MTE, 
estatales como el BNDES y empresas privadas como el 
Wal-Mart anunciaron la suspensión de sus negocios con 
la compañía sucroalcoholera.

	 El comportamiento empresarial atendió a reco-
mendaciones del Pacto Nacional por la Erradicación del 
Trabajo Esclavo, cuya gestión es compartida por la Re-
pórter Brasil. Es verdad que todo ese movimiento duró 
poco tiempo. El día 8 de enero del 2010, los abogados de 
la Cosan lograron obtener un recurso frente al Tribunal 
Regional del Trabajo de Brasília para que el nombre de la 
empresa fuese retirado de la lista. Entre los argumentos 
utilizados, afirmaron que los 42 trabajadores encontrados 
en situación análoga a la de esclavos habían sido contra-
tados por una empresa que prestaba servicios a la Cosan y 
que su situación no era conocida por los representantes de 
la compañía. El BNDES y Wal-Mart reanudaron inme-
diatamente sus negocios con la Cosan.

	 Aún está pendiente juzgar el mérito, por parte la 
Justicia brasileña, de ese recurso, de modo que no se sabe 
si la Cosan volverá o no a la “lista sucia”. Pero el daño ya 
está hecho. No sólo ha sido mancillada la reputación de 
la mayor empresa sucroalcoholera del mundo, sino la de 
todo el sector. A lo largo del 2009, el gobierno brasileño y 
los empresarios aumentaron sus esfuerzos para cambiar la 
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imagen de los cultivos de caña y de las usinas. El principal 
hecho relacionado a ese tema fue el lanzamiento, en junio, 
del “Compromiso Nacional para Mejorar las Condiciones 
de Trabajo en la Caña de Azúcar”.

	 El “Compromiso” fue firmado por 331 usinas bra-
sileñas, lo que abarca prácticamente 80% de las empresas 
del sector. Fue el resultado concreto de la “Mesa de Diá-
logo para Mejorar las Condiciones de Trabajo en la Caña 
de Azúcar”, instalada en julio del 2008 a pedido del presi-
dente Lula. La Secretaría General de la Presidencia cuidó 
de la organización y representantes de sindicatos de tra-
bajadores fueron convocados al debate. Los términos del 
“Compromiso” fueron aprobados por la Federación de los 
Empleados Rurales Asalariados del Estado de São Paulo 
(Feraesp), Confederación Nacional de los Trabajadores en 
la Agricultura (Contag), Unión de la Industria de la Caña 
de Azúcar (Unica) y Foro Nacional Sucroenergético.

	 El documento prevé que las usinas signatarias 
asuman prácticas empresariales ejemplares en lo que se re-
fiere a los trabajadores. Fue acordado que sería prohibi-
do intermediar mano de obra para la producción de caña o 
etanol - un intento de eliminar la figura del llamado “gato”, 
que recluta trabajadores en el medio rural. El acuerdo pre-
vé, además, el fortalecimiento de la negociación colecti-
va, la instalación de alojamientos adecuados, la mediación 
del Sistema Público de Empleo para contratar trabajado-
res migrantes y el respeto a la salud y seguridad laboral, 
a través de proporcionar equipos de protección individual 
(EPIs) y transporte seguro, entre otros aspectos. Pero una 
cosa es la letra escrita, y otra la cruda realidad. 

	 Existen al menos tres problemas graves involu-
crando la gestión del “Compromiso”: 1) el filtro fue dema-
siado ancho, es decir, se aceptaron incluso usinas que siste-
máticamente violan los derechos de los trabajadores como 
signatarias; 2) usinas que violaron los derechos de los tra-
bajadores incluso después de haber firmado el documento 
siguen como signatarias; 3) a pesar de estar previsto, toda-
vía no hay monitoreo para confirmar si las fábricas están 
o no siguiendo los términos del Compromiso. Al no haber 
riesgo de castigo, se iguala una empresa que respeta los de-
rechos de los trabajadores a otra que sistemáticamente los 
viola. Y esta última puede seguir usando el hecho de haber 
firmado el documento como marketing para sus clientes y 
el público en general, sin que realmente haya perfeccionado 
sus estándares laborales. Uno de los casos más evidentes de 
equívocos en la gestión del Compromiso es la inclusión, en-
tre las signatarias, de la Usina Santa Cruz, del Grupo José 
Pessoa, localizada en el municipio de Campos dos Goytaca-
zes, en el Estado de Rio de Janeiro.

	 A lo largo del 2009, la empresa fue sorprendi-
da tres veces manteniendo trabajadores en situación aná-
loga a la de esclavos, según compilación hecha por la Co-
misión Pastoral de la Tierra (CPT) con base en datos del 

Ministerio del Trabajo y Empleo y del Ministerio Públi-
co del Trabajo. El 15 de mayo, grupos de fiscalización li-
beraron a 150 trabajadores en esa condición en la usina; el 
6 de junio, otros 324 fueron liberados, de los cuales cinco 

eran niños o adolescentes; el 11 de noviembre, una nueva 
fiscalización, en la hacienda Lagoa de Cima, arrendada por 
la usina, descubre que allí eran mantenidos 122 trabajado-
res esclavos. Vale recordar: el Grupo José Pessoal es multi 
reincidente. El conglomerado, que posee unidades de pro-
ducción de azúcar y alcohol en Japoatã (SE), Icém (SP), 
Brasilândia (MS) y Sidrolândia (MS), además de en Cam-
pos dos Goytacazes, fue excluido del Pacto Nacional por 
la Erradicación del Trabajo Esclavo el año 2008. El Co-
mité de Monitoreo del Pacto, del cual la Repórter Brasil 
es parte integrante, tomó la decisión después de que uni-
dades de la empresa fueron sorprendidas con trabajadores 
esclavos en noviembre del 2007 (en Brasilândia) y junio 
del 2008 (Icém). A pesar de todos esos crímenes, la Usi-
na Santa Cruz, del Grupo José Pessoa, puede presentarse 
ante la sociedad como signataria del “Compromiso”.

	 Y ese caso no es el único. De acuerdo con la CPT, 
en la Usina Cruangi, del Estado de Pernambuco, fueron li-
berados 245 trabajadores esclavos, de los cuales 16 eran 
niños o adolescentes, el 4 de febrero. También en Pernam-
buco, la Usina Salgado fue sorprendida con 50 trabajado-
res esclavos el 15 de noviembre. Y en Confresa, en Mato 
Grosso, en la Destilería Araguaia (ex Gameleira), del gru-
po Eduardo Queiróz Monteiro, se liberaron 55 trabajado-
res esclavos el 15 de noviembre. Todas ellas, a pesar de 
las irregularidades gravísimas presentadas, son signata-
rias del “Compromiso”, que tampoco vetó empresas sor-
prendidas con esclavos en años anteriores, pero integran 
la “lista sucia”. Es el caso de las usinas Agrisul Agrícola 
Ltda. (de la cual una de las unidades es conocida como De-
brasa, del reincidente Grupo José Pessoa), en Brasilândia 
(MS), la Destilería Centro Oeste Iguatemi Ltda. (Dcoil), 
que pertenece al médico del trabajo Nelson Donadel, en 
Iguatemi (MS), y la Energética del Cerrado Azúcar y Al-
cohol Ltda., en Itarumã (GO). Es innegable que las me-
didas previstas en el acuerdo son positivas para los tra-

Machetero recoge la caña que cortó en la región de Guariba (SP)
Fo

to
: P

as
to

ra
l d

o 
M

ig
ra

nt
e 

G
ua

ri
ba

-S
P

C
A

Ñ
A

 

14



bajadores. Los mismos sindicatos de cortadores de caña 
reconocen eso. El problema es la falta de un sistema de 
monitoreo y punición a los que no cumplen las directrices. 
Es lo que existe, por ejemplo, en el Pacto Nacional por la 
Erradicación del Trabajo Esclavo. 

	 Lanzado en el 2005, fue firmado por más de 200 
compañías que asumen el compromiso de eliminar de su 
lista de proveedores a las empresas sorprendidas utilizan-
do trabajo esclavo. Grandes empresas de combustibles, 
como Petrobrás e Ipiranga, participan del pacto y utili-
zan la “lista sucia” de los empleadores como principal re-
ferencia. En caso de que no respeten lo que firmaron, co-
rren el riesgo de ser excluidas, como ocurrió con el Grupo 
José Pessoa. Esa posibilidad está prevista en los términos 
del “Compromiso”, pero aún no ha sido implementada. La 
cuarta cláusula del documento prevé la creación de una 
“Comisión Nacional de Diálogo y Evaluación” para “pro-
poner y definir mecanismos para eventuales ajustes en la 
adhesión y permanencia de empresas a los términos de 
este Compromiso Nacional”. De acuerdo con Pedro Lucia-
no, uno de los coordinadores de la organización sectorial 
Foro Nacional Sucroalcoholero y también del “Compro-
miso”, la manera en que será hecho el monitoreo toda-
vía es objeto de estudio. Pero hay una meta: implantarlo a 
partir del segundo trimestre del 2010, para que la actua-
ción de las usinas en el ámbito laboral sea evaluada a lo 
largo de la próxima zafra. 

	 Más celeridad es realmente necesaria. En el 2009, 
el sector cañero nuevamente fue líder en número de tra-
bajadores esclavos liberados por los grupos de fiscaliza-
ción. Fueron 1.911 trabajadores en 16 casos denunciados, 
un 45% del total de 4.234 liberados en todo el año. En se-
gundo lugar, quedó el conjunto “otros cultivos”, con 773 
liberados (18%) en 31 denuncias, y en tercer lugar quedó 
la pecuaria, con 682 liberados (16%) en 122 denuncias. En 
número de áreas con trabajo esclavo, sin embargo, la pe-
cuaria sigue como líder, lo que demuestra que la práctica 
es más diseminada en ese sector. Los datos son de la Co-
misión Pastoral de la Tierra y aún pueden ser revisados. 
Es fundamental que el sector sucroalcoholero sea presio-
nado a perfeccionar la gestión de sus trabajadores - cer-
ca de un millón en todo Brasil. Es un comentario muy co-

mún en el sector el hecho de que la mecanización de la 
cosecha de la caña, que ya ha llegado a un 50% del área 
plantada en Estados como São Paulo, “resolverá el pasivo 
laboral ”. Pero eso está lejos de ocurrir. El principal moti-
vo es que el área plantada con caña crece a una velocidad 
tan alta como la de la mecanización. Así, muchos traba-
jadores que han sido “expulsados” de un área determina-
da por las máquinas migran hacia otras, donde el corte 
todavía es manual. Entre el 2001 y el 2007, por ejemplo, 
el número de trabajadores relacionados con el cultivo de 
caña en São Paulo creció de 76 mil a 97 mil, un aumento 
de 27%, según datos del Ministerio del Trabajo y Empleo 
para puestos con registro laboral. En ese mismo periodo, 
la mecanización de la cosecha también avanzó.

	 En São Paulo, mayor Estado productor de caña 
del país, no fueron registrados casos de trabajo esclavo 
en la caña el 2009. Pero eso no significa que los cultivos 
de caña y usinas paulistas estén libres de graves proble-
mas laborales. Roberto Martins de Figueiredo, el coordi-
nador del Grupo Estadual Rural de São Paulo, un equipo 
de 25 auditores del trabajo especializado en la fiscaliza-
ción en el campo, explica que la causa de procedimien-
tos legales ha cambiado en las últimas zafras. Actualmen-
te, es más raro encontrar en el Estado cortadores de caña 
sin registro. Sin embargo, son muchos los procedimien-
tos por exceso de jornada y por violaciones a la salud y a 
la seguridad del trabajador, como en los casos en que las 
instalaciones sanitarias no son adecuadas, el transporte 
hasta el local de tra-
bajo se hace en auto-
buses inseguros y no 
son proporcionados al 
trabajador equipos de 
protección individual 
(EPIs) y herramien-
tas de calidad.

	 El 2009, el 
grupo rural fiscalizó 
a 26 empresas del sec-
tor de la caña en la región de Bauru, 13 en la de Ribei-
rão Preto y 7 en la de São José do Rio Preto. Fueron ana-
lizadas las relaciones laborales de 32.939 personas. Los 

Por Actividad 2008
Casos 

Denunciados
%

Trabajadores 
Implicados

%
Trabajadores 

Liberados
%

DEFORESTACIÓN 4 2% 160 3% 160 4%

PECUARIA 122 51% 1.686 28% 682 16%

REFORESTACIÓN 12 5% 170 3% 105 2%

EXTRATIVISMO 10 4% 626 10% 105 2%

CAÑA 16 7% 1.911 31% 1.911 45%

OTROS CULTIVOS 31 13% 798 13% 773 18%

CARBÓN 26 11% 464 8% 254 6%

OTROS 17 7% 314 5% 244 6%

TOTAL 238 100% 6.129 100% 4.234 100%

CASOS DE TRABAJO ESCLAVO - 2009

Fuente: Comisión Pastoral de la Tierra

Roberto Martins de 
Figueiredo, coordinador del 

grupo rural en São Paulo
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auditores revisaron principalmente el nivel de respeto de 
las empresas a la Consolidación de las Leyes del Trabajo 
(CLT) y a la Norma Reglamentar 31. Fueron emitidos un 
total 72 autos de infracción referentes a violaciones a la le-
gislación y 166 por violaciones a la seguridad.

	 Entre los casos más graves de irregularidades 
encontradas, de acuerdo con el grupo rural, están la Des-
tilería Cafealcool (falta de reposo después de seis horas 
consecutivas de trabajo; exceso de jornada; prorrogación 
de jornada sin autorización), de Cafelândia; Usina da Ba-
rra (falta de registro de entrada y salida de los empleados, 
trabajo los domingos sin autorización, irregularidades en 
EPIs y baños sin higiene), que pertenece al grupo Cosan, 
en Dois Córregos; Usina Diamante (falta de registro de 
seis trabajadores, falta de control de jornada, no respeto 
al descanso semanal en los domingos y feriados, corte de 
siete calles en vez de cinco, baño sin higiene, Certificado 
de Salud Ocupacional irregular, falta de plan para atender 
a accidentados, alojamiento con irregularidades, empresas 

prestadoras de servicios de transporte sin baños ni locales 
para comidas), también del grupo Cosan, en Jaú; y la Gua-
riroba (alojamiento irregular, jornada los domingos, baño 
sin higiene, EPI irregular, falta de evaluación de riesgo y 
de acciones de seguridad), hoy del grupo Bunge, en Pon-
tes Gestal.

	 Como se ve, incluso entre los más poderosos 
grupos sucroalcoholeros del país y del exterior la gestión 
del trabajo permanece con graves fallas. Sin que esos pro-
blemas sean definitivamente corregidos, el etanol brasile-
ño no podrá tener la imagen de sostenible frente a las co-
munidades involucradas con su producción. Ya es más que 
hora de que gobiernos y empresarios realmente den aten-
ción a eso, que levanten sus pasivos y den al trabajador el 
valor que merece.

São Mateus ES Usina Cridasa Grupo “Infinity Bio Energy" 19/5/2009 1.551 288 -

Joviânia GO Bandeirantes Selson Alves Neto 20/7/2009 26 15 29.074,58

Inhumas GO
Ipê Agro-Milho 
Industrial Ltda.

Ipê Agro-Milho Industrial Ltda. 20/7/2009 115 115 -

Limoeira do Oeste MG Bela Vista Antonio Cabrera 15/4/2009 385 99 389.979,79

Paracatu MG
Destilaria Vale do 

Paracatu - 
Agroenergia Ltda.

Destilaria Vale do Paracatu - 
Agroenergia Ltda.

10/7/2009 241 170 375.880,78

Cláudio MG
Santo Antônio e 

Santa Izabel
Destilaria Alpha Ltda 15/10/2009 85 80 162.767,56

Confresa MT Destilaria Araguaia
Zihuatanejo do Brasil Açúcar 

e Álcool S.A Grupo EQM 
(Eduardo Queiroz Monteiro)

15/10/2009 192 55 -

Aliança PE Usina Cruangi S/A Usina Cruangi S/A 4/2/2009 252 16 245 319.303,80

Escada PE
Usina Estreliana no 
Engenho Liberdade 

Paulo Roberto Monte Barreto 
arrendador

10/3/2009 70 1 39 24.575,93

Moreno PE
Engenho Contra 

Açude
Fernando Vieira de Miranda 16/6/2009 101 40 61.644,60

Escada PE Usina Salgado S.A A identificar 15/10/2009 50 50 31.258,48

Campos dos Goytacazes RJ Usina Santa Cruz
AGRISUL Agrícola Ltda. Grupo 

José Pessoa CBAA
6/6/2009 324 5 324 -

Campos dos Goytacazes RJ Usina Paineiras S.A Usina Paineiras S.A 16/7/2009 81 81 229.248,65

Campos dos Goytacazes RJ Guandu / Cupim Coagro 28/10/2009 996 38 58.793,03

Campos dos Goytacazes RJ Usina Santa Cruz
AGRISUL Agrícola Ltda. Grupo 

José Pessoa CBAA
15/5/2009 150 150 -

Campos dos Goytacazes RJ
Lagoa de cima – 

Faz. arrendada por 
Sta Cruz

AGRISUL Agrícola Ltda. Grupo 
José Pessoa CBAA

11/11/2009 153 122 -

TRABAJO ESCLAVO EN LA CAÑA EN EL 2009

MUNICIPIO UF
HACIENDA

DENUNCIADA
PROPIETARIO

FECHA DE LA
FISCALIZACIÓN

TRABAJADORES 
AFECTADOS

NIÑOS Y
ADOLESCENTES

TRABAJADORES 
LIBERADOS

VALOR PAGO 
(R$)

Fuente: Comisión Pastoral de la Tierra,  basado en datos del Ministerio del Trabajo y Empleo y del Ministerio Público del Trabajo
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Caso | Destilería Araguaia vuelve a ser
                 sorprendida con trabajo esclavo

	 En junio de 2009, la Destilería Araguaia (antigua Gameleira) 

firmó el Compromiso Nacional para Mejorar las Condiciones de Trabajo 

en la Caña de Azúcar, el acuerdo voluntario ampliamente divulgado por 

el presidente Lula dentro y fuera del país. En octubre, menos de cuatro 

meses después, un equipo del grupo móvil de fiscalización liberó a 55 

personas sometidas a la esclavitud en esa fábrica de etanol. 

	 Fue el cuarto flagrante de trabajo esclavo en los últimos 

ocho años: en el 2001, 76 personas fueron rescatadas; en el 2003, fue-

ron 272 liberados; y, en el 2005, el número de trabajadores sometidos a 

la esclavitud en esa fábrica aumentó, llegando a 1.003 personas. La Ga-

meleira entró en la lista sucia del trabajo esclavo, divulgada por el Mi-

nisterio del Trabajo y Empleo (MTE), en noviembre del 2003 y salió en 

mayo del 2008. Durante ese periodo, su nombre llegó a ser retirado de 

la lista oficial de empleadores esclavistas mediante diversos recursos 

judiciales, que posteriormente fueron anulados por el Poder Judicial. 

	 En el 2006, la usina Gameleira pasó a llamarse Destilería 

Araguaia, un intento de desvincular la imagen de la empresa de los es-

cándalos laborales. Su grupo controlador, denominado Eduardo Quei-

roz Monteiro (o Grupo EQM), tiene conexiones con diversos medios de 

comunicación: Diario Folha de Pernambuco, Radio Folha de Pernambu-

co, Folha Digital de Pernambuco y Agencia Nordeste. Su fuerza política 

también puede ser medida por el hecho de que Eduardo Queiroz Mon-

teiro es hermano de Armando Monteiro Neto, diputado federal (PTB/PE) 

y actual presidente de la Confederación Nacional de la Industria (CNI). 

El conglomerado sucroalcoholero controla, además, otras tres usinas en 

Pernambuco (Usina Cucaú Azúcar y Alcohol), en Tocantins (Destilería 

de Alcohol Tocantins) y en Maranhão (Destilería de Alcohol Tuntum), así 

como una empresa en el sector de agronegocios (Tupaciguara Agricul-

tura y Pecuaria). 

	 La Destilería Araguaia queda en Confresa, en la región no-

roeste de Mato Grosso. El municipio está localizado en el bioma ama-

zónico, área prohibida para la expansión de cultivos de caña según el 

proyecto de ley de zoneamiento agroecológico (ZAE) de la caña, que 

tramita en el Congreso Nacional. “El ZAE no nos preocupa, porque no 

vale para los emprendimientos ya instalados. Pero la propuesta de zo-

neamiento socioeconómico ecológico [ZEE] de Mato Grosso sí nos aflige, 

porque vuelve ilegales actividades agropecuarias localizadas a menos 

de 15 kilómetros de tierras in-

dígenas”, declaró el director de 

soporte operacional del Grupo 

EQM, Domingos Azevedo Neto. 

	 El ZEE de Mato Gros-

so se está discutiendo en la 

Asamblea Legislativa del Esta-

do. La preocupación del gestor 

de la Destilería Araguaia se jus-

tifica porque la fábrica es ve-

cina a la tierra indígena Urubu 

Branco, del pueblo Tapirapé. En 

el 2007, la Araguaia sufrió un 

procedimiento legal por parte 

del Instituto Brasileño del Me-

dio Ambiente y de los Recursos 

Domingos Azevedo Neto: sin 
miedo del ZAE de la caña

Schul muestra informe médico 
comprobando impactos del esfuerzo físico

Naturales Renovables (Ibama) por quemas ilegales. La multa de R$ 15 

millones aún no se ha pagado, porque la empresa apeló judicialmente 

del cobro.

 Explotación de la pobreza	

	 En la más reciente fiscalización del Grupo Móvil coordina-

do por el MTE, la Destilería Araguaia fue blanco de 40 autos de infrac-

ción y sufrió cuatro interdicciones, motivadas por: falta de dispositivo 

de apertura interna en la cámara frigorífica, ausencia de control de pre-

sión en las ollas industriales, aislamiento inadecuado del generador de 

energía eléctrica e irregularidades en el camión de abastecimiento. Los 

55 trabajadores esclavizados que fueron liberados en esa ocasión eran 

sometidos a jornadas exhaustivas, sin el descanso semanal garantizado 

por ley y estaban bajo riesgo de accidentes. Había larvas en el recipien-

te que conservaba el agua consumida por ellos. Uno de los espacios de 

alojamiento que la empresa mantenía fue definido por los fiscales como 

“sucio, poblado por insectos posiblemente venenosos y con una estruc-

tura deteriorada”. Para completar, el Fondo de Garantía por Tiempo de 

Servicio (FGTS) no se estaba   depositando debidamente y los agrotóxi-

cos utilizados en los cultivos eran almacenados sin ningún tipo de cui-

dado extra.

	 “El trabajador inventa que está en situación de trabajo escla-

vo para obtener el seguro desempleo”, atacó Domingos. “Si las condicio-

nes aquí fuesen tan malas, ¿cómo explicar cortadores que van y vuel-

ven de Maranhão desde hace 15 años?”, argumentó. 

	 La antigua Gameleira 

está en manos del Grupo EQM des-

de 1987. Durante la zafra, de mayo 

a octubre, llega a tener mil trabaja-

dores. Los cortadores de caña son 

traídos desde otros Estados, espe-

cialmente de Maranhão. “Como pro-

medio, 600 migrantes se alojan 

aquí. Nosotros los mandamos a bus-

car sin ver el currículo, entonces lle-

ga de todo. A cada rato la policía en-

tra en la hacienda buscando a algún 

forajido”, acusó Domingos, que no 

por casualidad es primo de Eduardo 

Queiroz Monteiro.

Ollas industriales no tenían el 
debido control de presión
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	 El argumento del empresario, además de prejuicioso, se 

vuelve todavía más frágil frente al hecho de que hay una cosechadora 

parada en el patio de la Gameleira. Las 6 mil hectáreas de cultivos de 

caña del Grupo EQM en Confresa son planas, totalmente aptas para la 

mecanización. Pese a ello, recién en las zafras del 2006 y del 2007 el 

plantío y la cosecha de la caña fueron parcialmente mecanizados, no 

superando un 40% del área cultivada. “En el 2005, cuando fuimos obli-

gados a despedir a mil trabajadores en plena zafra [la liberación rea-

lizada por el grupo móvil ocurrió en junio], nosotros alquilamos algu-

nas máquinas. Al año siguiente, compramos cuatro cosechadoras de 

un millón de reales cada una”, se jactó Domingos. Afirmó, sin embar-

go, que las máquinas agrícolas no son utilizadas porque no hay en la 

región mano de obra especializada para operarlas. Es decir: para cor-

tar caña es posible traer a centenas de trabajadores desde fuera; pero 

para operar cuatro cosechadoras, no. 

 

	 No son solamente los migrantes quienes sufren con la políti-

ca del Grupo EQM de explotación de la pobreza. Los pobladores de Con-

fresa tienen pocas alternativas de trabajo, en una región dominada por 

la pecuaria extensiva y, más recientemente, por los cultivos de soja me-

canizados, que llegan junto con el asfaltado de la carretera BR-158. Ellos 

componen el cuadro de empleados fijos de la Destilería Araguaia, y des-

de agosto están con sus sueldos atrasados. “Mi nombre está en el Se-

rasa [registro de deudores], y yo le huyo al gerente del Banco de Brasil. 

Destilería Araguaia corre para librarse de la interdicción 
del MTE. En la foto, trabajadores construyen aislamiento 
para los generadores de energía eléctrica.

Estoy hace tres años y siete meses en esta cosa. Y digo cosa porque la 

Gameleira no merece que la llamen empresa”, se desahogó Hélio Schul, 

que trabaja en el transporte y descarga de la caña. Un certificado de ju-

nio de 2009, firmado por el médico traumatólogo Hernan Fernandes Li-

zarazu, indica que el tractorista tiene secuelas en las clavículas izquier-

da y derecha, agravadas por el esfuerzo físico constante. 

	 Edinaldo Pereira dos Santos trabaja en la Araguaia como 

operador de caldera desde julio del 2007. Vino de Maranhão por su 

cuenta, buscando empleo. “Nuestra situación está muy difícil. No tengo 

dinero para pagar el alquiler, ya me cambié varias veces de casa este 

año (2009)”, se lamentó el joven.

 ¿Mercado garantizado?

	 El Ministerio Público del Trabajo (MPT) acogió una acción ci-

vil pública para que la Destilería Araguaia tuviera sus bienes bloqueados 

hasta efectuar el pago final de todos los derechos de los trabajadores y, 

hasta ese momento, que fuese impedida de realizar nuevas contratacio-

nes. En la audiencia ocurrida en São Félix do Araguaia, el último día 2 de 

diciembre, el Poder Judicial autorizó que el Grupo EQM vendiese 1.500 

bueyes que posee en Confresa. El valor de la transacción (cerca de R$ 

1,35 millón de reales) deberá ser depositado y utilizado para pagar los 

sueldos atrasados y las deudas rescisorias de 200 trabajadores, para lo 

cual el plazo máximo es el 18 de diciembre. 

	 La decisión fue celebrada por la presidenta del Sindicato de 

Trabajadores Rurales (STR) de Confresa, Aparecida Barbosa da Silva, 

“Nosotros teníamos miedo de que nos pagaran en cuotas. El resultado 

de la audiencia fue muy bueno”, se alegró la sindicalista. 

	 Además de implementar la acción civil pública, el MPT ofre-

ció a la Destilería Araguaia un Término de Ajuste de Conducta (TAC), se-

gún el que la empresa se compromete a adecuarse a las normas de se-

guridad y salud en el trabajo. Entre las medidas exigidas para que vuelva 

a funcionar están la construcción de sistemas de tierra para los genera-

Ednaldo Pereira dos 
Santos: sin dinero para 

pagar el alquiler

Cosechadora parada en el patio de la destilería 

demuestra política de explotación de la pobrezaC
A

Ñ
A

 

18



dores de energía eléctrica, la instalación de dispositivos de apertura in-

terna para cámaras frías y de sistemas de protección contra incendios 

y explosiones en áreas consideradas como de riesgo.

	 La Destilería Araguaia procesa entre 300 y 350 mil tonela-

das de caña al año, produciendo cerca de 25 millones de litros de eta-

nol. En la zafra pasada, esa cantidad quedó muy abajo del promedio: 18 

millones de litros, provenientes de 280 mil toneladas de materia prima. 

“Este año (2009) no vamos a moler nada, por culpa de la crisis, que nos 

obligó a atrasar los sueldos, y por la interdicción realizada por los fisca-

les”, reveló Domingos. También aseguró, sin embargo, que la caña que 

creció en el 2009 no será perdida: “Volveremos a funcionar en abril del 

próximo año. Estamos trabajando para eso”, afirmó el gestor. 

	 En el periodo en que constaba de la lista sucia del trabajo es-

clavo, la entonces Gameleira no lograba vender su producción a grandes 

distribuidoras, comprometidas con el Pacto Nacional por la Erradicación 

del Trabajo Esclavo. Al salir del registro oficial de esclavistas, sin embar-

go, la ahora Destilería Araguaia volvió inmediatamente a ser proveedo-

ra de la Petrobrás. “La región del Araguaia es importadora de alcohol, 

entonces la Petrobrás compra primero de nosotros, porque el precio del 

flete es menor. Lo que logremos producir, tiene mercado garantizado”, 

declaró Domingos.

	 En nota, la Petrobrás afirmó que “repudia el trabajo esclavo e 

incluye en todos sus contratos una cláusula en la que sus proveedores 

se comprometen a no utilizar mano de obra en condiciones análogas a 

la  esclavitud”. La empresa es signataria del Pacto Nacional por la Erradi-

cación del Trabajo Esclavo desde que éste fue lanzado, en el 2005. “Ac-

tualmente, el nombre de la Destilería Araguaia, antigua Gameleira, no 

consta de la lista [sucia del trabajo esclavo], y por eso la empresa toda-

vía figura como proveedora de la Petrobrás Distribuidora - BR”, justificó 

el texto. 

	 La actualización de la lista sucia es semestral. El registro 

en la lista sólo ocurre después de la conclusión de un proceso admi-

nistrativo del MTE, basado en los datos presentados por el equipo de 

fiscalización.

Caso | “Eitos y Talhões”

	
En medio a una inmensidad continua de caña, entrecorta-

da por canales de vinaza, surgen minúsculos cortadores de caña, el 

azul del uniforme del pecho hacia arriba, el negro del hollín del pe-

cho hacia abajo. Hoy van a rendir más, porque está nublado, a pesar 

de que la caña está acostada por su propio peso, del viento y del ca-

lor de la quema, que reducen la productividad.

	 Estamos en terrenos de una usina que puso como condi-

ción para aparecer en este trabajo, en texto e imagen, la no publica-

ción del nombre de la empresa o de sus empleados. Estas cosas del 

periodismo son complicadas.

	 En la usina, trabajan siete grupos (correspondientes a sie-

te autobuses rurales, con cerca de 40 trabajadores cada uno, prove-

nientes de ciudades de la región), de los cuales dos vienen de Ibitin-

ga. Estoy observando la 53. Su rutina es la siguiente:

• El chofer del autobús recoge a los primeros trabajadores en la para-

da a las 5h15, en Ibitinga. Llega a la usina a las 6h30. En algunas em-

presas de la región, antes de empezar la jornada, los cortadores pa-

san por quince minutos de gimnasia laboral, pero no en este caso. El 

trabajo comienza a las 7h.

• A las 9h, el capataz aprieta largamente la bocina del auto-

bús para indicar la primera pausa obligatoria, de 10 minutos. 

Todos los cortadores tienen que soltar el machete, bajo pena 

de sufrir una advertencia - la pausa es exigida por el Ministe-

rio del Trabajo. La mayoría de ellos se quedan donde están, 

sentados. Otros se levantan para beber agua. Una pausa se-

mejante es hecha a las 13h.

• De las 10h a las 11h, la mitad del grupo almuerza, según 

quienes tuvieron que “abrir la caña”, es decir, aquellos que 

empezaron a cortar para dejar espacio al compañero del 

lado. La otra mitad almuerza de las 11h a las 12h. Detienen el 

trabajo a las 15h, para limpiarse el sudor de la cara y sacar-

se el hollín de las ropas, y suben al autobús para ir hacia las 

pesas a las 15h20.

	 El fiscal general de la usina, tipo joven, delgado y alto, me 

hace ver que todos los cortadores están usando el conjunto completo de 

equipos de protección individual (EPI): botas con punta de fierro, panta-

lones jeans, perneras de cuero con estructuras de acero hasta la rodilla, 

camisa de mangas largas, mangote, toca, anteojos de protección y guan-

tes. Una verdadera armadura medieval, bajo la cual derraman unos ocho 

litros de sudor todos los días. Para contener toda esa pérdida de agua 

y evitar calambres, un problema constante, algunas usinas, incluso esta, 

distribuyen un suplemento hidratante, que algunos dicen ser también 

energético, pero que no es estandarizado ni rigurosamente fiscalizado.

	 Además de la armadura completa, cada cortador recibe el 

machete, con la punta roma y una lámina de medio metro, la funda y un 

recipiente térmico del tamaño de una olla pequeña para la comida.

	 La geografía de la caña tiene su vocabulario propio: la plan-

tación se divide en talhões, un área determinada sin medida específica. 

Un talhão se divide en eitos. Eito quiere decir “tierra de trabajo del ne-

gro”. Sí, en el corte de caña, persiste el vocabulario de la esclavitud.
 

En el 2009, no hubo 
cosecha ni molienda en la 

Destilería Araguaia
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	 El fiscal de grupo, una pieza más en la larga y rígida jerarquía 

de trabajo que tiene al machetero en la base, es el responsable por dis-

tribuir cada eito a un cortador. En la región, predomina el eito formado 

por cinco calles: filas de caña con un metro y medio de distancia entre 

ellas. Cada trabajador corta un rectángulo de seis metros de ancho por 

el largo que logre alcanzar ese día. 

	 Observar algunos pirulitos, comprobantes de cuánto cada cor-

tador produjo en un día, nos muestra la variación: algunos lograron me-

nos de 90 metros, muchos cortaron entre 100 y 180 y unos pocos llega-

ron o sobrepasaron 200 metros. Llama la atención un pirulito que marca 

que un machetero, sólo uno, logro cortar 300 metros, es decir, más de 

20 toneladas de caña en un día. Lo que cobró por eso fueron R$ 70.

	 - ¡Caramba, este tipo gana más que yo! - se sorprende un 

empleado del sector responsable por los comprobantes.

	 La caña debe ser cortada muy pegada al suelo, porque la sa-

carosa queda concentrada cerca de la raíz. También es necesario cortar 

la punta superior, donde en general resisten restos de paja que sobrevi-

vieron a la quema. 

	

	 El fiscal explica que el trabajador siempre debe tirar la caña 

perpendicular a la tercera calle, con el máximo de cuidado posible. De lo 

contrario, la máquina que levanta los montones de caña tiene que irse 

en zigzag para recogerla - explica el fiscal. Hay dos maneras de orga-

nizar la caña: por pilas, montones de caña separados por más o menos 

dos metros, o por carreras, donde la caña se dispone continuamente. 

Escoger una de esas maneras depende del tipo de caña.

	

	 Como en un teléfono inalámbrico, el fiscal general avisa al 

fiscal de grupo para que pida a un cortador que sea más cuidadoso con 

la distribución de las cañas en las pila. Este cortador estaba más cerca 

del fiscal general que del fiscal de grupo, pero el ritual jerárquico tiene 

que ser cumplido.

	

	 La división de los eitos no impide que los cortadores se 

ayuden cuando es necesario. A veces queda sólo un peón, más débil 

que el resto, sin terminar su eito mientras los otros ya se cruzaron de 

brazos. En ese caso, es común que todos ayuden al colega para que 

complete su cuota. También ocurre que un cortador exhausto deje 

una parte de su eito a otro con más energía, y que después dividan el 

valor correspondiente.

	 El fiscal general muestra un papelito con los valores acorda-

dos entre la usina y el sindicato en el último acuerdo colectivo. El va-

lor mínimo que cada cortador recibe, independientemente de la produc-

ción, son R$ 18,87 al día. La caña de 18 meses vale R$ 3,3077 la tonelada. 

Los demás cortes, R$ 3,1806. El vale alimentación son R$ 120. La caña 

caída rinde 10% más que el precio base. La caña torcida vale 25% más.

	 En una misma ciudad, como Ibitinga, viven cortadores de 

caña de diversas usinas en un núcleo común de convivencia: muchos 

son parientes o migrantes de la misma región, y suelen vivir en los mis-

mos barrios. También van a los mismos bares, donde conversan sobre 

fútbol, sobre la vida ajena y el trabajo - incluso los reajustes negociados 

entre las fábricas y el sindicato para ese año.

	

	 Leila, del sindicato de los empleados rurales de Ibitinga, 

utiliza esta imagen para explicar por qué las usinas de la región sue-

len entrar en acuerdo con el mismo porcentaje: si cortadores de una 

usina se sienten estafados en comparación con sus colegas... seguro 

que hay huelga.

	

	 En general, en las campañas anuales los sindicatos empie-

zan solicitando un 10% de aumento y terminan aceptando algo cercano 

a un 7%. Basta con que una fábrica dé por finalizadas las negociaciones 

para que se inicie el efecto cascada: difícilmente los sindicatos lograrán 

un valor mucho mayor al negociar con las otras.

	

	 El año 2009, el reajuste en la usina Santa Fé fue de un 5,43%. 

Fabiane, funcionaria del sindicato de los empleados rurales de Nova Eu-

ropa, principal negociador con esta usina, se sorprendió con el valor: el 

menor negociado desde el 2002, cuando ella empezó a trabajar en la 

entidad. Pero como otras usinas de la región ya habían establecido va-

lores cercanos a ese, se trataba de tomarlo o dejarlo.

	

	 Cuando las empresas están en apuros financieros, el prime-

ro que se ve amenazado es el trabajador: el bajo reajuste es uno de los 

indicios, además del elevado índice de despido de mano de obra.

 	

	 Informe elaborado por el Centro de Monitoreo de Agrocom-

bustibles, de la ONG Repórter Brasil, proporciona una explicación para 

las dificultades del sector: por un lado, la crisis financiera que estalló en 

el segundo semestre del 2008 redujo la cantidad de crédito disponible 

en el mercado; por otro, las usinas tuvieron un periodo de endeudamien-

to, motivadas por el deseo de expansión para acompañar la creciente 

demanda por alcohol, ge-

nerada principalmente 

por el éxito de los vehícu-

los flex (que utilizan tanto 

alcohol como gasolina).

	

	 Fabiane cree 

que en el 2008 y el 

2009 las paralizaciones 

y huelgas en el sector 

fueron más fuertes que 

en los años anteriores; 

por una parte, debido a 

la crisis, y por otra, por-

que los trabajadores es-

tán más conscientes de 

sus derechos.

	

La dureza del trabajo en la caña en Ibitinga
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	 Sin embargo, con la biblia en las manos, después del cul-

to dominical en la Iglesia Bautista, el tímido Valmir, uno de los 17 ibi-

tinguenses de un grupo formado también por 23 baianos, en la usina 

Zanin desde 1989, cuenta con entusiasmo sobre la huelga del año pa-

sado. Estuvieron 17 días sin trabajar, insatisfechos con la oferta de re-

ajuste de la empresa. Toda la fábrica se paró, 1.500 hombres. Él subra-

ya: toda la usina. Contando sólo a Ibitinga, fueron los cuatro autobuses 

(en 2009 quedan sólo dos), además de otros de Nova Europa, Dobrado, 

Tabatinga, Matão.

	

	 Los cortadores de la Santa Fé no llegaron a entrar en huel-

ga, pero el 2009 pararon durante un día, porque no estaban satisfechos 

con el precio de la caña. Dicen que hacía doce años que no había para-

lizaciones de ese tipo en la usina.

	

	 A pesar de las movilizaciones más intensas en el Estado, 

una huelga general en São Paulo es una posibilidad más remota. La úl-

tima vez que hubo tal movilización fue en 1986, cuando, en Leme, una 

trabajadora fue muerta por la policía durante un protesto. Dos años an-

tes, ocurría la histórica huelga de Guariba, en la cual los cortadores re-

sistieron contra la implantación del sistema de siete calles por eito y 

denunciaron, con repercusión en todo el país, las pésimas condiciones 

de trabajo en la tradicional región cañera de Ribeirão Preto, la triste-

mente famosa California Brasileña.

	

	 En 1986, las agitaciones huelguistas reverberaron en la usina 

Santa Fé. Abelo, actual propietario de un bar en Ibitinga, se acuerda de 

correr detrás de los compañeros, empuñado el machete, para forzarlos 

a parar. Medio avergonzado al contar la historia, dice que ya no recuer-

da las reivindicaciones, sólo que eran salariales. Debido a la huelga, la 

fábrica despidió a un par de baianos - él incluido. Se fue a Zanin, retor-

nando a la Santa Fé después de cinco años.

	

	 En esa ocasión, pululaban en todas las regiones de cañave-

rales del país denuncias de robos cometidos por las usinas contra los 

trabajadores. Una de las reivindicaciones era que las empresas fija-

sen el precio de la caña en metros - propuesta posteriormente aban-

donada por trabajadores y patrones. El precio de la caña, como se dijo 

anteriormente, es por tonelada. Y convertir el precio establecido de 

tonelada a metros cortados es una operación hecha a duras penas, re-

presentando cálculos complejos, en especial para personas con pocos 

estudios, como los cortadores.

	 Volvamos a la usina para intentar entender cómo funciona 

esa conversión. Cuando el fiscal distribuye los grupos por el talhão, al 

comienzo de la mañana, también da el precio aproximado del metro de 

caña. El día en que visité la usina, eran 24 centavos. Antes del medio-

día se pesa una muestra de la caña y se informa trabajador el valor real, 

garantiza el fiscal. También admite que el precio que revela en la ma-

ñana siempre es subestimado, para que a la hora dar el valor correcto 

pueda aumentarlo. Si hiciera lo contrario, tendría problemas con los cor-

tadores, seguro.

	

	 La muestra se comienza a recoger a las 10h. Para cada sec-

tor recogido por el camión, el fiscal pasa el compás de dos metros - el 

mismo tipo usado para contar la producción de cada cortador al final del 

día. Uno de los trabajadores, que ha sido escogido por el grupo, revisa 

la cuenta de los metros necesarios para llenar el camión. Su cuenta di-

fiere del medidor y, por eso, el compás se pasa de nuevo. El camión de 

la muestra, al que llaman campeón, se carga con caña de tres eitos de 

partes distintas del talhão, en un intento de tener una representación 

promedio del tipo de caña.

	 Un trabajador de otro grupo bromea con el medidor:

	 - Van a ser unos 30, ¿no?...

	 - Casi. 24.

	 - Hombre, ¿quieres matar a mi mujer de hambre?

 	

	 En total, el campeón es cargado con 156 metros. Entonces, se 

dirige a la pesa de la fábrica. 

	 Si las huelgas de 1986 no lograron acabar con el precio por 

tonelada, hubo al menos una conquista tardía: la posibilidad de que un 

cortador representante del grupo, o un integrante del sindicato, estuvie-

se presente cuando se pesa el campeón. En el caso de esta fábrica, al 

menos ese día, hay un trabajador acompañando la medición. Para com-

pensar lo que deja de ganar en el corte, su pago fijo mínimo es un poco 

mayor que el de sus colegas, cerca de R$ 20. Pero la mayoría de las usi-

nas, a pesar de que garantizan la posibilidad de control, no ofrecen ese 

pago mayor y, por eso, nadie se dispone a controlar el peso. 

	 Con el camión sobre la pesa, el computador acusa 27 tonela-

das. La caña se descarga y el vehículo es pesado de nuevo, en otra pesa. 

Un técnico del área explica que, por mucho que el peso del camión cons-

te en los archivos, éste siempre debe ser pesado nuevamente, porque 

sólo la cantidad de combustible puede significar una diferencia enorme 

en el precio que se le paga al trabajador.

	 El camión pesó solamente 10,6 toneladas. Por tanto, el total 

de caña fue de 16,4 toneladas. El peso se divide: 105 kg por metro. El pre-

cio base fijado para aquella caña es de R$ 3,18 reales por tonelada. Por 

lo tanto, para cada metro son 33 centavos.

	  

	 - ¡Carajo, me equivoqué mucho! Los cortadores se van a po-

ner muy contentos - dice el fiscal. 

	 Escribe los cálculos en un pedazo de papel, lo entrega al re-

presentante del grupo y lo libera.

Trabajadores y la plantación de caña:
escena común en el Estado de São Paulo
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Chapter_2
Impactos Ambientales

	 En los años 2007 y 2008, los Estados de Mato 
Grosso (MT) y Mato Grosso do Sul (MS) encabezaron la 
lista de los Estados brasileños en lo que se refiere a la de-
forestación generada por el cultivo de caña. En el 2007, la 
caña sustituyó 1.119 hectáreas de floresta en MS, y 1.892 
en MT. En el 2008, Mato Grosso do Sul no constaba en el 
índice de deforestación por la caña, pero en Mato Grosso 
el área deforestada aumentó, llegando a 2.385 hectáreas. 
Los datos son del Inpe - Instituto Nacional de Pesquisas 
Espaciales, obtenidos a través de imágenes de satélite. De 
acuerdo con el documento “Sugarcane ethanol - Contribu-
tions to climate change mitigation and the environment”, 
producido el año 2009 por la Universidad de Wageningen 
(Holanda) con apoyo del Canasat/Inpe, entre el 2002 y el 
2006 cerca de 125 mil hectáreas de caña se expandieron 
sobre tierras con uso anterior, lo que significó la incor-
poración de nuevas áreas a la producción agrícola - parte 
de ellas palco de deforestaciones como las constatadas en 
MT y MS.

	 En la división de papeles entre las entidades pa-
tronales, ha quedado con la Confederación de la Agricul-
tura y Pecuaria de Brasil (CNA), especialmente, la defen-
sa de cambios - más permisivos, claro - en la legislación 
ambiental brasileña. Mientras la CNA asume a los cuatro 
vientos esa postura, la Unión de la Industria de Caña de 
Azúcar (Unica) ha tenido una actuación discreta en los de-
bates y embates acerca del tema en el Congreso Nacional. 
En los bastidores del Parlamento en Brasília, sin embar-
go, es evidente la actuación del sector sucroalcoholero por 
alteraciones en las actuales reglas del juego. Por un lado, 
porque buena parte de los actuales emprendimiento desti-
nados al cultivo de caña no respetan las determinaciones 
de la legislación ambiental en lo que se refiere a la certifi-
cación de las áreas de reserva legal y de preservación per-
manente (APPs). Y, por otro, porque el sector defiende 
que los futuros emprendimientos sufrirán pérdidas si la 
actual legislación se mantiene. 

	 En Goiás, estudios de la Compañía Nacional de 
Abastecimiento (Conab) muestran el riesgo de la expan-
sión de la caña sobre APPs y manantiales (ver mapa). Ini-
cialmente, la Conab dedicó su atención a esa cuestión so-
lamente en la microrregión de Ceres (en la parte Noroeste 
de Goiás), pero a lo largo del 2010 debe ampliar los estu-
dios a todo el Estado, y, en el futuro, al resto del país. Se-
gún los datos del Canasat, la microrregión de Ceres pre-
sentó un aumento significativo de su área dedicada a la 
caña entre los años 2005 y 2007, periodo que fue estudia-
do primero.
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	 Y, en el mismo intervalo de años, hubo avance de 
las áreas de caña en dirección a los cursos de agua. En la 
microrregión se constató mayor indicación de ocupación 
de cultivos de caña en áreas de protección permanente en 
las localidades próximas a las usinas, sobre todo en el mu-
nicipio de Goianésia - que cuenta con dos fábricas, la Goia-
nésia y la Jalles Machado -, seguido por Barro Alto, Itapa-
ci y Nova Glória.

	 Según el estudio, Goianésia posee cerca de 238 
hectáreas de áreas de protección permanente a orillas de 
cuerpos hídricos que están ocupadas por cultivos. En el 
municipio de Barro Alto, a su vez, 63 hectáreas de esas 
APPs se encuentran afectadas por la caña. En Itapaci, son 
46 hectáreas de APPs ocupadas por los cultivos. Y, en 
Nova Glória, son 27 hectáreas. Es decir, casi 400 hectá-
reas de áreas de preservación permanente amenazadas por 
los cultivos del sector - y eso considerando solamente una 
microrregión de un único Estado. 

	 Johan Moritz Marciano, analista ambiental y fis-
cal del Instituto Brasileño de los Recursos Naturales y Re-
novables (Ibama) en Rio Verde (GO), explica que en la re-
gión de actuación de ese organismo la presión sobre las 
APPs se repite. “Actualmente, el gran problema en nues-
tra región es la evasión de las áreas de preservación per-
manente”, cuenta, agregando que en parte de los casos el 
problema se da en áreas arrendadas de otros propietarios, 
pero que también es común que las áreas de las mismas 
usinas no estén adecuadas en términos de respeto a las 
APPs y a las áreas de reserva legal que deberían poseer.

	 A lo largo del 2009, los problemas relacionados 
a las APPs en la región de Rio Verde (sudoeste de Goiás) 
le generaron multas al sector sucroalcoholero, en un to-

tal cercano a los 5 millones de rea-
les. Cada multa se refiere a un valor 
entre 5 mil y 50 mil reales por hec-
tárea, que varia de acuerdo al tama-
ño de la empresa, al área afectada, al 
nivel educacional de los emprende-
dores, etc. Según él, en el caso de las 
usinas las multas por hectárea son 
de 30 mil a 40 mil reales, lo que per-
mite una idea aproximada del nú-
mero de hectáreas en que los pro-
blemas fueron constatados. 

	 Para evitar que el problema se 
mantenga en las actuales dimen-
siones - o que se amplíe, dado que 
la región es una frontera de fuerte 
expansión de la caña - el Ibama lo-
cal pretende obtener, de cada usina, 
un mapa más preciso de las áreas 
de cultivo, que delimite las APPs y 

áreas de reserva legal, que señale si esas áreas están ocu-
padas por caña o no, etc. “Con eso, queremos identificar el 
pasivo ambiental existente, para después poder reducirlo”, 
agrega. “No es una medida con una intención sólo puniti-
va, sino también de orientación”. Según el funcionario del 
Ibama, el Ministerio Público puede contribuir en el esfuer-
zo para reducir los pasivos, a través del establecimiento de 
los términos de ajuste de conducta (TACs).

	 Y otras medidas, como la solicitación del cese de 
financiaciones, también pueden ser adoptadas para que la 
propuesta genere los efectos esperados. El Ibama de Rio 
Verde responde por una región que abarca 30 municipios. 
Quien viaja por el área se encuentra con innumerables pla-
cas de nuevos emprendimientos, así como con plantacio-
nes y usinas que ya funcionan a todo vapor. La crisis del 
2009, sin embargo, frenó parte de las inversiones e inau-
guraciones. Y cambios en la legislación ambiental del Es-
tado, que se hizo más rigurosa en cuanto a la autorización 
y licenciamiento del corte con quema de la caña, mejoró la 
situación en lo que se refiere a las quemas.

	 Además de la expansión de la caña, Rio Verde 
presenta intensa actividad agropecuaria en otras áreas, 
como el cultivo de cereales y la producción de carne de ave 
y cerdo, con el sacrificio diario de miles de animales en las 
grandes fábricas existentes en el municipio.

	 Alegando problemas de presupuesto, la actual 
prefectura lanzó la propuesta de extinguir la superinten-
dencia de medio ambiente, pero luego se retractó frente a 
la movilización de parte de la sociedad local. Para Tony 
Parreira Braz, presidente de la Fundación Rioverdense del 
Medio Ambiente (Furma), los fondos disponibles para la 
superintendencia son insuficientes considerando el tama-
ño de los emprendimientos existentes en Rio Verde. “Ni 
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siquiera hay combustible para fiscalizar la superintenden-
cia, que queda inoperante” critica él.

	 Según Pereira Braz, las personas tienen miedo de 
estar contra los líderes económicos (que coinciden con los 
políticos) locales y la prefectura municipal. Y con razón. 
“Esas personas terminan siendo perseguidas y sufren re-
presalias”, cuenta él, basado en su propia historia para es-
tar seguro de lo que dice. “Soy fiscal de tributos de la secre-
taría municipal de la hacienda. Fui contra los intereses de 
las empresas y me despidieron”. Braz explica que lo acusa-
ron de “haber sido ‘indelicado’ con contribuyentes que de-
bían millones de reales al municipio”. Después de 11 años 
ininterrumpidos trabajando en la prefectura, el despido le 
costó cuatro años de batallas judiciales para volver a su 
función, en la cual dice todavía sufrir represalias.

	 El presidente de la Furma considera que el mo-
nocultivo de caña puede crearle nuevos problemas al mu-
nicipio, sea en términos ambientales o laborales, pero des-
taca no ser contra este u otro sector. “Soy a favor, sí, de 
que se cumpla la ley, y de que los vereadores (concejales) 
tengan el valor de fiscalizar a las empresas y de ir contra 
intereses mayores”, afirma Braz, que dejó de tener teléfo-
no fijo después de sufrir diversas amenazas relacionadas 
con su despido y su actuación frente a la Furma.

	 En caso de que los relatos que vienen del interior 
de Goiás le suenen muy específicos al lector, vale el registro 
de Daniel Aguiar, investigador becado del Laboratorio de 
Sensoriamiento Remoto en Agricultura y Floresta del Inpe 
(LAF) a respecto de la situación observada en São Paulo en 
cuanto a las áreas de preservación permanente. Aguiar in-
tegra un grupo de investigadores que ha desarrollado estu-
dios importantes sobre el sector sucroalcoholero, tanto en 
términos del uso de quemas en el corte de caña, como de la 
existencia de deforestaciones realizadas por el sector o de 
amenaza a cultivos alimentarios por la caña. Los estudios, 
realizados en un diálogo con la Unica y con el gobierno del 
Estado de São Paulo, se están configurando como una de 
las principales referencias nacionales cuando el asunto es 
caña, y pueden ayudar al establecimiento de mejores prácti-
cas por parte de los sectores privado y público.

	 El año 2010, el LAF debe dedicar especial aten-
ción a las APPs, mapeando todas las regiones paulistas 
y elaborando informes mensuales a ese respecto. Los pri-
meros resultados obtenidos, sin embargo, permiten que 
Aguiar afirme que ya es posible adelantar “que existen 
muchas áreas de conflicto” entre los campos plantados con 
caña y las áreas de preservación permanente. La situación 
de conflicto en el mayor Estado productor - y que afirma 
poseer las mejores prácticas de producción - le suena con-
tradictoria a quienes leen el artículo “Caña de azúcar - el 
nuevo paradigma de la energía limpia y renovable”, del 
presidente de la Unica, Marcos Sawaya Jank, disponibi-
lizado en el sitio web de la entidad. “Nuestro tercer desa-

fío es transformar a la Unica en ejemplo a ser seguido en 
el área socioambiental, en el País y en el exterior. Nues-
tra agenda ambiental es enorme: eliminación de la que-
ma de caña, licenciamientos y autorizaciones ambientales, 
preservación de las APPs, balance de carbono, emisiones 
de gases de efecto invernadero, uso racional del agua, de 
los agroquímicos y de nuevas variedades transgénicas, zo-
neamiento edafoclimático, certificaciones y sellos ambien-
tales”, registra el artículo, cuyo contenido remite al dis-
curso de Jank en la apertura de la Sugar Week 2007.

	 Artículo publicado por el presidente de la Unica 
en diciembre del 2009 en el diario “O Estado de São Pau-
lo” parece, sin embargo, registrar realmente un cambio en 
la visión y en el discurso de la entidad en lo que se refiere 
a las cuestiones ambientales. El presidente de la Unica re-
gistra que no faltan ejemplos en Brasil “de disputas irracio-
nales entre agricultura y medio ambiente” y que “la mayor 
de ellas es la interpretación que se viene dando al concep-
to de ‘reserva legal’ previsto en el Código Forestal”.

	 En su análisis referente a la determinación de re-
servar a la vegetación nativa un 80% del área de la propie-
dad agrícola en la floresta amazónica, un 35% en el bioma 
de Cerrado de la Amazonía Legal y un 20% en la mayo-
ría del territorio nacional, Jank afirma que “en los Estados 
con larga historia de ocupación de su territorio (Sur, Su-
deste y Nordeste) ya no existen remanentes de vegetación 
nativa suficientes para atender a los 20% de reserva legal”. 
Para el presidente de la Unica, tal situación “obliga a los 
productores a que abandonen parte de sus áreas planta-
das para recomponer en ellas ‘islotes’ de vegetación nativa 
dentro de cada propiedad”. 

	 El entendimiento de Jank es que “se trata de una 
exigencia que no encuentra paralelo en ningún país del 
planeta, incluso porque no tiene ningún sentido ambien-
tal, económico o jurídico. La irracionalidad vendría del he-
cho de que esos ‘islotes’ jamás formarán ecosistemas in-
tegrados y, por otra parte, reducirán tremendamente la 
eficiencia económica de las propiedades agrícolas”.

	 La estimativa presentada por Jank en el texto 
es de que la actual interpretación dada a la aplicación del 
concepto de reserva legal puede comprometer 3,7 millo-
nes de hectáreas de tierras fértiles en territorio paulista y 
llevar a pérdidas de R$ 5,6 mil millones al año. Para el pre-
sidente de la Unica, “dependiendo de como este asunto se 
encamine, estará en juego la mayor destrucción de valor 
de la historia de la agricultura brasileña, incomparable-
mente superior a las pérdidas causadas por las persisten-
tes barreras tarifarias y no tarifarias que hemos enfrenta-
do en el exterior”, agrega que es “triste ver una legislación 
anacrónica con tamaña capacidad de transferir renta, divi-
sas y empleos a otros países, a los que con toda seguridad 
les va a encantar esa modalidad sorprendente de autofla-
gelación que nos estamos imponiendo”.
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	 La postura presentada en el artículo 
aproxima el discurso de la entidad al de la CNA, 
en que el matiz nacionalista es utilizado para de-
fender intereses particulares y sectoriales. En ar-
tículo del 15 de diciembre último, que trae en su 
título la opinión de la presidenta de la CNA, Ká-
tia Abreu, sobre el tema, el sitio web de la entidad 
destaca que “sólo Brasil desiste de producción a 
favor de la preservación” y que “al contrario de 
informaciones equivocadas que algunas ONGs 
insisten en diseminar, la presidenta de la CNA explicó que 
Brasil va muy bien en la defensa del ambiente y en la pro-
ducción de alimentos”.

	 A mediados de enero del 2010, la CNA volvía a 
la carga en su defensa de cambios en el Código Forestal, 
destacando en la página de apertura de su página web que 
el “Gobierno [federal] retoma código forestal”, además de 
publicar artículo con los puntos que deben ser alterados en 
la legislación ambiental según la visión de los ruralistas.

	 En el Congreso Nacional, fue creada una Comi-
sión Especial destinada a analizar las decenas de proyec-
tos elaborados con vistas a cambios en el Código Forestal. 
Contando con plazos razonablemente flexibles, la comi-
sión no es terminativa (no aprueba en su ámbito la legisla-
ción), dando parecer sobre las propuestas en términos de 
mérito. En caso de que la comisión logre llegar a una con-
clusión - de consenso o que consolide las propuestas anta-
gónicas - las propuestas van a votación en sesión plena de 
la Cámara y del Senado. El hecho de que sea un año elec-
toral debe dificultar la conclusión de los trabajos de la co-
misión antes del fin de la actual legislatura. Pero la pos-
tura adoptada por las entidades patronales demuestra que 
existe el deseo de superar tal dificultad.

 El Cerrado en la mira

	 Aunque que no haya cambio alguno en la le-
gislación ambiental que hoy está en vigor en el país, 
el Cerrado brasileño debe perder grandes extensio-
nes de su biodiversidad para el cultivo de caña en los 
próximos años. Según datos del profesor Nilson Cle-
mentino Ferreira, del Instituto de Estudios Socioam-
bientales de la Universidad Federal de Goiás (IESA), 
hasta el año 2035 el Cerrado puede perder cerca de 
600 mil hectáreas para la caña en términos de nuevas 
deforestaciones. En lo que se refiere a áreas del bioma 
ya destinadas a otros fines (agricultura, pastos y refo-
restación), es posible que más de 10 millones de hec-
táreas sean convertidas al cultivo de caña (ver tabla). 
En total, el área de caña presente en la región del Ce-
rrado aumentaría de 3,13 millones de hectáreas (nú-
mero del 2007) a 14,56 millones de hectáreas el año 
2035, una expansión de un 365%.

Uso del Suelo (2002) Caña 2007 (km2) Caña 2035 (km2) Expansión

 Agricultura 22.863 74.077 224%

 Cerrado 1.044 7.145 584%

 Pastos 7.223 63.049 773%

Reforestación 194 1.304 572%

 Total 31.324 145.575 365%

EXPANSIÓN DE LOS CULTIVOS DE CAÑA EN LA REGIÓN

Fuente: Lapig-UFG - Professor Nilson Clementino Ferreira

DEL CERRADO - 2007>2035

	 Para Ferreira, los números refuerzan la ne-
cesidad de medidas que reviertan la actual tendencia 
de destrucción del Cerrado, debido a la cual aproxi-
madamente la mitad del bioma (cerca de 1 millón de 
km2) ya han sido intensamente ocupados y deforesta-
dos. “Debe haber, urgentemente, recuperación de la 
vegetación nativa, en al menos 30% del área, si con-
sideramos la legislación actual”, defiende, agregando 
que, “si consideramos aspectos ecológicos, entonces 
un área mayor a 30% debe ser preservada, con la in-
tención de aumentar las unidades de conservación del 
Cerrado, que son muy pocas”.

	 Según el entendimiento del profesor, del Pro-
grama de Pesquisa y Post-Grado en Geografía de la 
UFG, “el cultivo de caña de azúcar puede compro-
meter gravemente procesos ecológicos importantes”. 
Además, Ferreira cuestiona cuánta agua exactamen-
te será destinada a la irrigación de las nuevas áreas 
de caña de azúcar. El docente se preocupa con el efec-
to que las grandes áreas destinadas al plantío podrán 
generar sobre la migración de especies del Cerrado, 
y, por fin, con el efecto indirecto de la caña sobre el 
bioma. “Áreas con vegetación remanente, en el futuro 
pueden ser ocupadas por áreas de pastos y  por culti-
vos que fueron anteriormente convertidos en caña de 
azúcar”, evalúa.

	 El documento “Sugarcane ethanol - Contri-
butions to climate change mitigation and the environ-
ment”, de la universidad holandesa de Wageningen, 
refuerza las preocupaciones trazadas por el profesor. 
El estudio prevé que “la rápida expansión de la caña 
que se espera en Brasil, seguirá ocurriendo a costa de 
áreas actualmente ocupadas por cultivos y pecuaria 
extensiva en el Cerrado. Esa expansión podrá afectar 
directa o indirectamente partes del Cerrado con vege-
tación nativa desprotegida, donde condiciones biofísi-
cas, infraestructurales y socioeconómicas son favora-
bles al cultivo de caña. Las áreas más amenazadas son 
las adyacentes a los cultivos existentes. Consecuen-
cias ambientales de la expansión de la caña pueden 
variar de ‘aceptables’ (conversión de áreas de agricul-
tura o pecuaria) a muy negativas, donde la caña se ex-
pande directa o indirectamente en áreas desprotegi-
das que todavía mantienen vegetación nativa con alta 
biodiversidad o florestas primarias”.
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 Otros biomas

	 La situación de expectativa constatada en el Ce-
rrado presenta paralelos, en mayor o menor grado, tam-
bién en los otros biomas del país. Estudio exclusivo hecho 
por el CMA a partir de datos de la Fundación SOS Mata 
Atlántica identificó los municipios que más deforestaron 
el bioma entre aquellos que figuran en la lista de las 250 
primeras posiciones en el ranking del área de caña plan-
tada en el país. El estudio intentó analizar en los datos de 
la SOS Mata Atlántica, municipio a municipio, la cantidad 
de hectáreas deforestadas en los municipios, que planta-
ron de 114 mil hectáreas (Morro Agudo, mayor área plan-
tada el 2008 según el IBGE) hasta 10 mil hectáreas. 

	 En 51 de ellos, hubo deforestación del bioma en-
tre el 2005 y el 2008 -  37 de los cuales se encuentran en 
São Paulo. En total, fueron 699 hectáreas de Mata Atlánti-
ca deforestadas en ese periodo. Olímpia (SP), con 79 hectá-
reas; Itaquiraí (MS), con 73 hectáreas; Passos (MG), con 51 
hectáreas; Arealva (SP), con 42 hectáreas; Itumbiara (GO), 
con 35 hectáreas; y Rio Brilhante (MS), con 34 hectáreas, 
están a la cabeza de la lista de los principales deforestado-
res; seguidos por Iturama (MG), con 22; Itapira (SP), con 
20; Mococa (SP), 18; Nova Andradina (MS), 15; Canápolis 
(MG), Ituiutaba (MG), Maracaí (SP), Capivari (SP) y Fer-
nandópolis (SP), con 14; Pederneiras (SP), con 13; Rancha-
ria (SP), Santa Barbára D’Oeste (SP) e Iguatama (MG), con 
12; y Barretos (SP), Araras (SP), Qurinópolis (GO), Iacan-
ga (SP) y Martinópolis (SP), con 10 hectáreas.

	 También en São Paulo se registra el caso de mu-
nicipios que ya deforestaron a lo largo de su ocupación 
prácticamente toda la Mata Atlántica existente en su perí-
metro, pero siguen dándose el lujo de derribar fracciones 
del bioma. Es el caso, por ejemplo, de Limeira, que cuen-
ta con sólo 122 hectáreas (2%) de su cobertura original de 
Mata Atlántica y deforestó 3 hectáreas. Santa Bárbara do 
Oeste, con sólo un 1% de la vegetación original, deforestó 
12 hectáreas en el periodo analizado, casi 10% de las 159 
hectáreas remanentes a fines del 2008.

	 Evidentemente, no es posible 
señalar una relación directa entre la de-
forestación en los municipios campeo-
nes de cultivo de caña y la actividad en 
sí. Pero no hay duda de que la situación 
merece una mirada más atenta de las 
entidades y del poder público, que, en 
algunos casos, puede indicar problemas 
del sector que deben ser enfrentados.

	 Marcelo Goulart, promotor 
del Ministerio Público Estadual de São 
Paulo, está en vías de concluir un in-
forme sobre el funcionamiento de las 
usinas en la principal región produc-
tora del Estado - y de Brasil. Goulart 
ya destacó junto al CMA, sin embargo, 

“que los problemas causados por los cultivos de caña en la 
región de Ribeirão Preto son gravísimos. Los problemas 
guardan relación con APPs, reserva legal y quemas”.

	 En ese sentido, son bastante bienvenidos los estu-
dios citados anteriormente, realizados por parte del Inpe, 
Ibama y Conab dando cuenta de la presión de los cultivos 
de caña sobre APPs y áreas de reserva legal. Se trata de 
material que puede generar mejores prácticas futuras y co-
rrecciones en las prácticas actuales. La misma SOS Mata 
Atlántica estudia establecer un diálogo más próximo con 
el sector sucroalcoholero en el sentido de mapear los ac-
tuales remanentes del bioma localizados en áreas cañeras 
y protegerlos - por ejemplo, estructurando posibles corre-
dores ecológicos entre las áreas identificadas.

	 Ya en el bioma de la Caatinga, en el municipio 
de Barra, Bahia, la mera posibilidad de instalación de una 
usina de alcohol victimó en forma fulminante parte de la 
vegetación local. Y transformó la vida de decenas de fa-
milias de pequeños agricultores: en el área en que el gru-
po surcoreano anunció la posibilidad de implantación del 
emprendimiento, los conflictos relacionados con la tierra 
se agudizaron. 

	 En dicha región, cercana a la sierra de Boquei-
rão, conviven lado a lado - no siempre pacíficamente - an-
tiguas (y grandiosas) haciendas e innumerables comuni-
dades de pequeños agricultores. Las comunidades viven 
en el régimen conocido como “fondo de pasto”. En ese mo-
delo, las familias utilizan colectivamente la tierra, desti-
nándola a pastos para animales y al cultivo de hortalizas 
como maíz, frijol, mandioca, arroz, calabaza y sandía, en-
tre otras. En la región de Boqueirão, pobladores de las co-
munidades afirman que los grupos más antiguos remon-
tan al siglo XIX, al paso que otras comunidades fueron 
formadas a partir de la década de 1930.

	 Ahora, con la noticia de la posible llegada de 
la usina del grupo Celltrion, los herederos de la hacien-

Municipio Área deforestada (ha) Área plantada (ha) Vegetación remanente (ha)

Olímpia (SP) 79,0 36.367 (27*) 5.833 (11%**)

Itaquiraí (MS) 73,0 16.906 (121) 9.967 (5%)

Passos (MG) 51,0 13.100 (184) 4.095 (12%)

Arealva (SP) 42,0 20.000 (93) 715 (4%)

Itumbiara (GO) 35,0 14.830 (158) 2.984 (3%)

Rio Brilhante (MS) 34,0 63.958 (3) 12.891 (7%)

Iturama (MG) 22,0 21.500 (79) 3.588 (5%)

Itapira (SP) 20,0 13.703 (180) 2.533 (9%)

Mococa (SP) 18,0 16.500 (127) 2.727 (13%)

Nova Andradina (MS) 15,0 12.285 (202) 7.048 (7%)

* Posición en el ranking nacional de los 250 mayores plantadores de caña en Brasil

** Porcentaje de Mata Atlántica remanente en relación a la original

Fuente: Fundación SOS Mata Atlántica e IBGE

DEFORESTACIÓN DE MATA ATLÁNTICA EN LOS PRINCIPALES
MUNICIPIOS PLANTADORES DE CAÑA (2005-2008)
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da Boqueirão trabajan preparando la propiedad 
para una eventual venta a los surcoreanos. En 
este sentido, se habla de transferir la propiedad 
de hasta 70 mil hectáreas al grupo, montante 
que engloba incluso el área ocupada por las co-
munidades, estimada por la Comisión Pastoral 
de la Tierra (CPT) de Barra en cerca de 60% de 
ese total. Las comunidades resisten a la idea de 
dejar el área en que viven, y cuestionan la pro-
cedencia de los documentos que supuestamente 
comprueban el área de la hacienda Boqueirão y 
de su respectiva propiedad.

	 Helder Rocha da Conceição, de la CPT 
de Barra, afirma que la comunidad no cuestio-
na que cerca de 30 mil de las 70 mil hectáreas 
involucradas puedan realmente componer la hacienda, “a 
pesar de que nadie sabe con certeza que esas tierras sean 
de propiedad legítima de la familia”. Según Conceição, las 
tierras griladas (tierras con títulos de propiedad forjados) 
son, históricamente, muy comunes en la región. Para él, la 
situación actual remite a episodios anteriores de la histo-
ria. Por ejemplo, el conflicto por la tierra en Bahia, que fue 
conocido como el “Escándalo de la Mandioca”, así como a 
la sustitución de la producción de algodón, café, añil y ta-
baco, en las colonias inglesas de las Antillas, en el siglo 
XVII, por la caña de azúcar. El caso de que se trata hoy, 
tiene como telón de fondo el incentivo gubernamental a la 
producción de agrocombustibles, a través del programa 
Bahiabio, del gobierno del Estado.

	 De acuerdo con Conceição, debido al actual con-
flicto personas de la comunidad “están siendo llamadas a 
la comisaría, donde han sido intimidadas. Los abogados de 
los propietarios de la hacienda formalizan quejas, sin sen-
tido alguno, hablan de amenazas a empleados, ocupacio-
nes, cosas así, y las personas son intimadas a ir a la comi-
saría, por esas falsas acusaciones”. 

	 Por otro lado, personas de la comunidad están 
recibiendo supuestas escrituras de sus tierras, pero con 
la recomendación de que sólo las registren dentro de al-
gunos años. “¡Pero la escritura sólo es válida con el regis-
tro!”, cuestiona Conceição, colocando en duda, también, la 
posibilidad de que las familias sigan utilizando colectiva-
mente la tierra en medio a un vasto cañaveral. Dos pro-
puestas, según todo indica, realmente irreconciliables.

	 La tierra en la región es de buena calidad y “la 
gente planta casi de todo sin tener que fertilizar. El nom-
bre de las comunidades se refiere a eso, son baixões, tierra 
de mucha fertilidad”, explica Conceição. La fauna y la flo-
ra locales también son bastante ricas. “A cada rato encon-
tramos en la sierra del Boqueirão animales como el teiú, el 
tatú (armadillo), algunos tipos de felinos, onça, suçuara-
na, jaguatirica”. Para delimitar las tierras que serán ven-
didas, hubo supresión de Caatinga, a través de la apertu-

ra de variantes (foto). “Sólo con ese trabajo pudimos tener 
una noción de la dimensión de la tierra que ellos pretenden 
reivindicar: kilómetros y kilómetros”. La vegetación, de-
rribada con el uso de tractores por parte de los empleados 
de los presuntos propietarios, queda próxima al río Gran-
de, uno de los principales afluentes del São Francisco.

	 En el caso de la Pampa, datos del Ministerio del 
Medio Ambiente indican que el bioma ya ha perdido prác-
ticamente la mitad de su vegetación original. Marcelo Du-
tra da Silva, profesor visitante de la Universidad Federal 
de Pelotas, estudia el bioma y evalúa que “la transfor-
mación de los paisajes del Sur es notable, en algunos ca-
sos impresionante”. Para Silva, “vivimos aquí en un gran 
agroecosistema. Estamos perdiendo tiempo e invirtiendo 
en un modelo económico equivocado”.

	 Silva explica que la Pampa gaúcha abarca un es-
pacio de gran heterogeneidad, cubriendo ambientes con di-
ferentes características y tipos de cobertura vegetal - cam-
pos, florestas, mosaicos de campos con florestas, campos 
húmedos y pantanos. Entre esas regiones, algunas se mues-
tran más alteradas que otras, y algunos sistemas se encuen-
tran bajo fuerte amenaza. Es el caso de los campos natura-
les que fueron históricamente ocupados por la pecuaria. 

	 Otro ejemplo en ese sentido son las enormes can-
tidades de campo que están siendo transformados en plan-
taciones de eucalipto. A pesar de tal panorama, Silva regis-
tra que, por otro lado, “la Pampa todavía no está perdida 
y sus áreas naturales presentan un gran potencial para la 
conservación, pero tenemos que ser inteligentes”. Según 
su evaluación, hay un gran atraso en cuanto al uso y ocu-
pación del espacio y en lo que se refiere al zoneamiento 
ambiental. “Deberíamos tener un zoneamiento agrícola, o 
ambiental, que permitiese evaluar el potencial de los re-
cursos, cómo podrían ser utilizados, etc. Tenemos que co-
nocer el espacio en su totalidad, cuáles son los usos que le 
son dados y cuáles podrían ser otros usos”, defiende él.

En Barra (BA), perspectiva de construcción de usina 
causó conflictos por la tierra y deforestaciones

Foto: Luiz Henrique Parahyba (Fetaeg) El
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	 Silva afirma que los efectos del cultivo de caña en 
la Pampa todavía son muy localizados, “sin embargo, no de-
jan de ser un tipo más de cultivo que exige, en su práctica, 
la transformación del ambiente natural en extensas áreas 
cultivadas”. El investigador agrega que, en el norte gaúcho, 
en los alrededores de São Luiz Gonzaga, existen proyectos 
destinados a conocer el potencial productivo de la caña en 
la región Sur de Brasil y el comportamiento de las princi-
pales variedades. “Algunos estiman que el cultivo de caña 
puede llegar a sustituir el de soja y otros granos, pero yo lo 
veo diferente. Creo en la diversificación de los cultivos. Una 
economía fuerte es una economía diversificada”.

	 Según evalúa el investigador, la posibilidad de 
que sean implantadas vastas extensiones de caña en la re-
gión, siguiendo el modelo actualmente utilizado para los 
otros cultivos, “es sólo una amenaza que viene ganan-
do terreno, otras ya están hace más tiempo establecidas, 
como es el caso de la soja, del arroz y también de la pecua-
ria, además del cultivo de eucaliptos sobre las tierras de la 
Pampa, que está alterando su condición de área abierta”.

	 En cuanto a la eventual relación - directa o indi-
recta - entre la degradación de la Pampa y los problemas 
climáticos que la región Sur de Brasil viene enfrentando 
(como sequías, fuertes lluvias e incluso tornados), Silva en-
tiende que “estamos sufriendo mucho más efectos desde el 
punto de vista global que de las cosas que son hechas aquí”. 
Por otro lado, considera que si se producen cambios ma-
yores, de aumento de temperatura y de precipitaciones, las 
actividades que sean promovidas de manera muy intensa, 
que generen ahora alteraciones más drásticas, podrán lle-
var a que las consecuencias sean aún más graves.

	 En sus investigaciones, Silva ha tratado de cono-
cer la fragilidad ambiental de los terrenos a partir de un 
análisis que relaciona diferentes composiciones temáticas. 
“El análisis de fragilidad intenta conocer las pérdidas o la 
cualidad de perder, donde la forma más común es por la 
fuerza erosiva y el volumen de lluvias”. Explica también 
que, entre las variables utilizadas, está el valor de precipita-
ción erosiva “que puede repercutir en efectos catastróficos si 
otras variables no compensan esa importante fuerza física”.

	 Lo que ha sido constatado en 
los últimos años en la región es un au-
mento gradual de los volúmenes pre-
cipitados, debido a las sensibles alte-
raciones del clima.

	 “Entonces, si lo que se viene 
previendo se confirma, mis resultados 
de fragilidad ambiental para los am-
bientes de la Pampa mostrarán gran-
des posibilidades de pérdidas o de 
ambientes con mayor sensibilidad (fra-

gilidad ambiental)”. En otras palabras, el modelo de análisis 
adoptado puede permitir, desde que contando con las infor-
maciones adecuadas, “modelar situaciones futuras y situa-
ciones extremadas, posibilitándonos evaluar, con cierta an-
ticipación, eventuales transformaciones de los terrenos y/o 
condiciones de uso frente a las situaciones de fragilidad del 
ambiente”. Al mismo tiempo, tales modelados pueden ayu-
dar en el empleo de prácticas conservacionistas y manejo 
adecuado de ocupación del suelo, tanto en el ambiente rural 
como en el perímetro urbano de grandes ciudades.

	 Según el investigador, “necesitamos planear más, 
planear mejor. Ya existe un modelo, tecnología y conoci-
miento suficientes para que modelemos situaciones futu-
ras. Necesitamos invertir en recursos humanos que sepan 
hacer ese tipo de modelo, invertir en  investigación, y re-
unir lo que se ha estudiado sobre eso”. En el entendimien-
to de Silva, la inversión en esa área todavía es baja. “Te-
nemos que invertir más en eso, para emprender en esa 
dirección”. La receta, así, sería: manejo adecuado, investi-
gación y desarrollo, respeto a la legislación y mucha pla-
nificación, para lograr superar las dificultades y enfrentar 
los problemas.

 Quemas  

	 En lo que se refiere a las quemas, recientes me-
didas adoptadas por los gobiernos estaduales y por el go-
bierno federal, así como por el sector productivo, vienen 
acelerando la sustitución del corte manual por el mecani-
zado, disminuyendo la incidencia de esa práctica y buscan-
do, no eliminarla, pero al menos reducirla más rápidamen-
te. En São Paulo, por ejemplo, entre el 2006 y el 2009 el 
porcentaje de corte sin quema abarcó entre un 30% y un 
54% de la caña cortada, de acuerdo con datos del LAF-
Inpe. En Mato Grosso do Sul, a su vez, el promotor Paulo 
Zeni, del Ministerio Público Estadual, presentó frente a la 
Justicia Federal de Dourados una acción civil pública con 
el objetivo de exigir que el licenciamiento de la quema de 
la paja de la caña sea antecedido por un EIA/RIMA (Es-
tudio de Impacto Ambiental e Informe de Impacto sobre 
el Medio Ambiente). El pedido de recurso aún no ha sido 
apreciado por el Poder Judicial.

En Goiás, quemas de caña han 
ocurrido incluso en áreas no 
licenciadas para esa práctica
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	 Por otro lado, en algunas regiones ha ocurrido 
práctica clandestina de quema de caña para el corte. Es 
decir, las usinas, aún sin tener licenciamiento para rea-
lizar la quema, utilizan esa práctica, contando para eso 
con la falta de capacidad del poder público en fiscalizar 
el corte. Trabajadores del corte de caña en Goiás, por 
ejemplo, vienen denunciando que usinas que poseen el li-
cenciamiento para el corte mecanizado y sin quema es-
tán haciendo vista gorda a esa limitación en parte de sus 
áreas. Así, primero queman la caña, y después utilizan las 
máquinas para hacer el corte. Una falta de respeto tanto 
a las cuestiones ambientales como a las laborales - y, cla-
ro, a las de salud pública.
 
	 José Luís de Carvalho Sales, jefe de Educación 
Ambiental de la división de Protección Ambiental de la 
Secretaría de Desarrollo Económico de la Prefectura de 
Araçatuba, explica que el municipio, localizado en el No-
roeste paulista, enfrenta hoy diversos problemas motiva-
dos por la quema de caña, como el aumento de la tempe-
ratura, de la cantidad de gas carbónico (liberada por la 
quema) y del hollín, que invade la ciudad. 

	 José Luís afirma que en Araçatuba los problemas 
producidos por la quema de caña “afectan principalmente 
los barrios que se encuentran en la periferia del municipio, 
causando trastornos como contaminación del aire y sucie-
dad en las casas, además de problemas respiratorios a la 
población”. Biólogo y especialista en educación ambiental, 
destaca que también hay preocupación con los animales, 
que pasaron a habitar los grandes cultivos de caña, donde 
la quema y la cosecha acaban causando “una pérdida sig-
nificativa de lo poco que queda de la fauna existente”.

	 “La práctica del monocultivo de caña de azúcar 
desde siglos pasados ha causado diversos impactos (socia-
les, económicos y ambientales)”, dice, recordando que, “en 
el Estado de São Paulo, el cultivo de café también ha ge-
nerado impactos ambientales, como la deforestación y la 
extinción de parte de la fauna nativa, así como ocurrió con 
la pecuaria extensiva”. Según su evaluación, actualmente, 
“con el nuevo aliento en el cultivo de la caña, fruto de la 
propuesta de desarrollo del biocombustible, tanto las le-
yes ambientales como las mismas exigencias del mercado 
hacen con que los empresarios del sector se organicen en 
el sentido de mitigar los impactos”.

	 Según él, la actual gestión de la prefectura se ha 
preocupado con el desarrollo sostenible. En ese sentido, 
la administración del municipio ha establecido un diálo-
go muy cercano con los representantes de la Unión de los 
Productores de Bioenergía - UDOP, “para reafirmar que 
el desarrollo de la ciudad es algo imprescindible, pero, sin 
embargo, siguiendo los parámetros de la sustentabilidad 
al programar las políticas públicas en el municipio”. Para 
responder a esa cuestión, José Luís destaca que existe la 
necesidad de “ejecutar un programa de zoneamiento en el 

municipio, permitiendo que otros cultivos, como el algo-
dón, el tomate y el maní, se establezcan, para que la ciu-
dad no dependa exclusivamente del monocultivo de caña 
de azúcar”.

 Agrotóxicos y contrabando

	 Del 2004 al 2008, los gastos con agrotóxicos en 
Brasil tuvieron un crecimiento sustancial, pasando de 4,45 
mil millones de dólares a 7,13 mil millones de dólares. En 
términos de cantidad, el total pasó de 463,6 mil toneladas 
a 673,9 mil toneladas. Según los datos del Sindicato Na-
cional de la Industria de Productos para la Defensa Agrí-
cola - Sindag, entre los Estados la disputa por el primer 
lugar en la utilización de los defensivos, sigue, en general, 
la producción agrícola: Mato Grosso, São Paulo y Paraná, 
respectivamente, utilizaron 136,4 mil toneladas, 108,4 mil 
toneladas y 107,8 mil toneladas, seguidos un poco más de 
lejos por Rio Grande do Sul, Goiás, Minas Gerais, Mato 
Grosso do Sul y Bahia.

	 Entre el 2004 y el 2008, el consumo de agrotóxi-
cos por las plantaciones de caña pasó de 29,93 mil tonela-
das a 50,34 mil toneladas. Con ese salto, la caña superó al 
algodón en el total de defensivos consumidos, quedando 
atrás sólo del maíz (cerca de un 50% menos) y de la soja 
(absoluta, que, sola, responde por casi la mitad del total de 
consumo del país). 

	 En Dourados (MS), la Embrapa Agropecuaria 
Oeste inició, el 2009, el desarrollo de un proyecto de in-
vestigación con el objetivo principal de estudiar el com-
portamiento ambiental de dos agrotóxicos bastante uti-
lizados en los cultivos de caña en el Estado. De acuerdo 
con el investigador Rômulo Penna Scorza Junior, los es-
tudios están enfocados hacia la lixiviación, degradación y 
absorción de esos agrotóxicos en el suelo local. Él expli-
ca que la lixiviación se refiere al movimiento de los agro-
tóxicos junto con el agua que se infiltra en el suelo, deter-
minando hasta qué profundidad llega y, con eso, es posible 
evaluar el potencial de contaminación del agua subterrá-
nea. En cuanto a los otros aspectos analizados, se refieren 
a la evaluación de la persistencia (degradación) y capaci-
dad del suelo de retener (absorción) esos agrotóxicos, evi-
tando que sean lixiviados.

	 Con los resultados obtenidos por la investiga-
ción, el equipo integrado por el investigador espera poder 
“ayudar en la evaluación de la sustentabilidad de ese cul-
tivo en el Estado o, incluso, proponer nuevas técnicas de 
manejo de la caña, encaminadas a reducir el impacto am-
biental”. El proyecto cuenta con financiación de la Embra-
pa (Bid/Agrofuturo), CNPQ y Fundect-MS y ya inició la 
recolección de muestras de suelo para evaluar los residuos 
de agrotóxicos en las diferentes profundidades. En cuan-
to a las etapas del experimento referentes al estudio de la 
degradación y absorción, serán iniciadas en breve. 
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	 El contrabando de agrotóxicos hacia Brasil gene-
ró, el año 2007, una operación que llevó a la desestructu-
ración de cuatro organizaciones criminales, a 70 órdenes 
de prisión y a la aprehensión de 13 toneladas de produc-
tos ilegales. El delegado de la Policía Federal en Corumbá 
(MS), Mario Paulo Machado Nomoto, responsable por la 
“Operación Ceres”, explica que la acción, que tuvo una du-
ración de ocho meses, identificó los cultivos de soja, caña y 
algodón como los principales destinatarios de los produc-
tos químicos comercializados ilegalmente. De acuerdo con 
el delegado, el agrotóxico prohibido en Brasil, o el permi-
tido, pero que llega por la vía del contrabando, en su ma-
yor parte es fabricado en China, entrando al país por Guaí-
ra (PR) y Mundo Novo (MS), provenientes de Paraguay, 
y por Santana do Livramento (RS), provenientes de Uru-
guay. Nomoto explica que los productos que vienen de Pa-
raguay llegaban en grandes cantidades, siendo el país ve-
cino la principal puerta de entrada de la mercadería, que 
sería comercializada nuevamente en Brasil, al paso que los 
agrotóxicos adquiridos vía Rio Grande do Sul se destina-
ban a la venta al por menor o para uso propio.

	 El agrotóxico que llega por esas vías no posee 
el registro triple, y no hay garantías sobre su eficiencia y 
seguridad. Los compradores del producto ilegal incluso 
prueban el principio activo existente en el producto, que 
muchas veces viene en menor cantidad que en el produc-
to original. “El productor confía desconfiando en ese pro-
ducto”, dice el delegado. En lo que se refiere a los Estados 
brasileños que más se benefician de los agrotóxicos co-
mercializados ilegalmente, Nomoto afirma que el 
principal destinatario es Mato Grosso y que “eso 
se evidenció con las aprehensiones”. Citando las 
regiones de los municipios de Primavera do Les-
te, Rondonópolis y Sorriso, explica que en Mato 
Grosso el principal cultivo implicado en el nego-
cio era el del algodón. Ya en los otros dos Esta-
dos más implicados, la soja era el principal cultivo 
en el caso de Mato Grosso do Sul. Y, en São Pau-
lo, la caña era la principal destinataria de los pro-
ductos contrabandeados.

	 En uno de los diálogos interceptados a 
lo largo de la operación, fue captado un intento de 
negociación de un agrotóxico destinado a la caña, 
el Envoke, de la Syngenta. La negociación final-
mente no se concretizó, pero permite compren-
der por qué algunos productores y “comerciantes” 
se aventuran con los productos contrabandeados. 
Vendido a cerca de 3 mil dólares el kilogramo en 
Brasil, el Envoke llegaba por la frontera a cerca de 
800 dólares. “La ganancia obtenida en ese tráfico 
es la misma que en el caso de las drogas, pero las 
penas son menores”, dice Nomoto, explicando que 
una parte de los traficantes de drogas incluso ha 
cambiado de ramo por estas razones. 

	 La operación, para él, tuvo sin duda un efecto in-
hibidor y educativo. Sin embargo, otras pandillas se es-
tructuraron después de la Ceres, para ocupar el espacio 
abierto con las prisiones de los entonces responsables por 
el tráfico. Fernando Henrique Marini, del Sindag, afirma 
que la entidad estima que los productos ilegales represen-
tan cerca de un 10% del mercado brasileño, de acuerdo 
con el último estudio hecho por una consultoría interna-
cional para el Sindag. Según Marini, los productos, fabri-
cados en China y vendidos a Paraguay y Uruguay, están 
legalizados en los países vecinos, pero, cuando son comer-
cializados a los agricultores brasileños, son ilegales, dado 
que no poseen registro en el país. Marini explica que los 
organismos responsables por este trabajo son los ministe-
rios de la Agricultura, del Medio Ambiente (vía Ibama), y 
de la Salud (vía Anvisa). Según él, en la comercialización 
de los productos ilegales no son proporcionados dos docu-
mentos esenciales para la operación: la factura y la receta 
agronómica emitida por un profesional competente (por 
ejemplo, un ingeniero agrónomo).

	 Además, los envases están escritos en español (es 
obligatorio por la Ley de los Agrotóxicos que estén es-
critos sólo en portugués), y los envases vacíos de los pro-
ductos ilegales no pueden ser devueltos en las centrales y 
puestos de recolección de envases vacíos de agrotóxicos 
(por determinación del Conama), por lo que son desecha-
dos de manera totalmente inconveniente en el medio am-
biente (a orillas de carreteras, lagos, ríos, pastos, enterra-
dos o quemados).
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 ¿Riesgos para el Pantanal?

	 En este escenario, una cuestión importante es 
determinar si la combinación entre el crecimiento en el 
uso de los defensivos y la utilización de productos con-
trabandeados podría ofrecer algún tipo de riesgo para el 
bioma del Pantanal. El investigador Rômulo Penna Scor-
za Junior afirma que “todavía estamos realizando traba-
jos experimentales para responder a esas preguntas”. Sin 
embargo, agrega que la Embrapa Dourados ya ha reali-
zado un trabajo evaluando el potencial de contaminación, 
además de la posterior elaboración de un “ranking” de 
los agrotóxicos más usados en Mato Grosso do Sul y de-
terminando cuáles tendrían mayor probabilidad de con-
taminar los recursos hídricos. “Ahora, tendremos algu-
nos proyectos de investigación para realmente recolectar 
muestras de agua y analizar residuos de los agrotóxicos”, 
análisis que sólo ahora son posibles, con la estructura-
ción, el año 2009, del laboratorio de análisis de residuos 
de agrotóxicos.

	 El artículo “Dinámica Espacio-Temporal y Caracte-
rización Ambiental del Cultivo de Caña de azúcar en la Cuen-
ca Pantanera”, de investigadores de la División de Senso-
riamiento Remoto del Inpe1, levanta algunas cuestiones 
importantes referentes a los riesgos causados al Pantanal 
por la expansión de la caña.

	 El estudio destaca que en los últimos años “la 
caña de azúcar tuvo altas tasas de expansión en la Cuenca 
Pantanera”, de donde proviene buena parte del agua que 
alimenta la vida en el Pantanal. Para los investigadores, 
“cabe alertar, principalmente, sobre la expansión de ese 
cultivo en áreas de mayor riesgo ambiental, como áreas 
próximas al Pantanal (0 a 10 km) y en suelos menos aptos 
para la producción, por ejemplo, suelos arenosos más pro-
pensos a la erosión y a la lixiviación”. 

	 De acuerdo con el estudio, el área que presentó 
mayor expansión en sus cultivos de caña fue aquella loca-
lizada a entre 25 y 50 km del borde del Pantanal, que tuvo 
un crecimiento anual de 27% entre las zafras 2005/06 y 
2007/08. Una cifra más de dos veces mayor que el creci-
miento anual constatado en las fajas que van de 0 a 10 km 
(12,6%), de 10 a 25 km (12,4%) y de 50 a 100 km (12,3%). 
Ya la faja que va de 100 a 200 km presentó un retroceso 
anual de un 4,3%.

	 En el artículo, los mecanismos de protección del 
Pantanal, a ejemplo de la Ley Estadual nº 1.581/1982 de 
Mato Grosso do Sul, (que prohíbe la instalación de nue-
vas usinas en la Cuenca Pantanera-CP, pero asegura el 
funcionamiento de las que ya existen), son considerados 
como de “eficiencia cuestionable”. En el entender de los 
investigadores, “un escenario adecuado de protección se-
ría dado por trabajos que investiguen los impactos efecti-
vos de la caña de azúcar, así como otros usos antrópicos, a 

los ecosistemas de la CP, objetivando el zoneamiento eco-
lógico de este paisaje”.

	 La conclusión del trabajo va en el sentido de que 
“los datos presentados muestran la expansión continua 
del cultivo de caña de azúcar, lo que significa que las usi-
nas que ya existen son suficientes para absorber y generar 
demanda de producción de caña en la CP. Así, la Ley Es-
tadual nº 1581, que se propone la protección del Pantanal 
de los posibles impactos producidos por la caña de azúcar, 
tendría que ser revisada. Este instrumento legal debe ser 
revisado con base en estudios que evalúen el real impacto 
del plantío de caña en este bioma”. Una consideración bas-
tante importante, incluso a ser tomada en cuenta en la tra-
mitación del Zoneamiento Agroecológico de la Caña en el 
Congreso Nacional.

	 Frente a irregularidades constatadas en el fun-
cionamiento de parte de las usinas existentes en Mato 
Grosso do Sul, integrantes del Ministerio Público Esta-
dual emprendieron negociaciones con algunas de ellas. 
Según el promotor Paulo Zeni, de Dourados, las nego-
ciaciones fueron establecidas inicialmente en las comar-
cas de Sidrolândia, Naviraí, Dourados y Batayporã, pero, 
por ahora, solamente en Batayporã fue posible firmar un 
término de ajuste de conducta (TAC). “En Sidrolândia no 
fue posible firmar un acuerdo y en los demás casos las ne-
gociaciones todavía no han sido concluidas. Pero es im-
portante subrayar que existen otras comarcas donde los 
promotores están investigando los hechos y eso podrá im-
plicar en negociaciones futuras”, dice él. Zeni agrega que, 
en ese periodo, también se mantuvieron negociaciones di-
rectas con el poder Ejecutivo del Estado, “objetivando 
contribuir para perfeccionar la actuación del organismo 
ambiental licenciador”. 

	 En el caso específico de Sidrolândia, no fue po-
sible llegar a una solución consensual, vía TAC, frente a 
los problemas con la fábrica de la Compañía Brasileña de 
Azúcar y Alcohol (CBAA), del grupo José Pessoa. Por ese 
motivo, el promotor Fernando Zaupa presentó acción ci-
vil pública. Zeni explica que el juez de primer grado, en 
Sidrolândia, difirió una sentencia previa, “determinando 
que fuesen inmediatamente cesadas las actividades de la 
empresa en las áreas de preservación permanente y de re-
serva legal, y, además, ordenó gestionar la comprobación 
de regularización de las licencias necesarias, con presen-
tación del EIA/RIMA al organismo ambiental”. La sen-
tencia previa, sin embargo, fue cuestionada en el Tribu-
nal de Justicia, que acogió el recurso de la usina en parte, 
concediendo otros 90 días de plazo para la presentación 
del EIA/RIMA.

	 Estudio preliminar realizado por el CMA jun-
to a datos de la Conof - Coordinaduría de Normatización 
de Fiscalización del Ibama, demuestra que los problemas 
constatados en Mato Grosso do Sul presentan, en otras 
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regiones del país, algunas situaciones con características 
semejantes. 

	 Los datos, referentes a irregularidades cometidas 
por compañías cañeras y sucroalcoholeras del país en los 
últimos años, abarcan tanto los mayores grupos del sec-
tor como algunos con largo historial de irregularidades y, 
también, aquellos que integran la denominada “lista sucia” 
del trabajo esclavo.

	 Entre los problemas más recurrentes se encuen-
tra la utilización de la quema de caña - y de vegetación 
del entorno - sin seguir la legislación sobre el tema. Otra 
irregularidad bastante presente, tanto en pequeñas usinas 
como en algunos de los mayores grupos, se refiere a la fal-
ta de informaciones requeridas por el Ibama sobre temas 
ambientales. En ese sentido, hay de todo un poco: desde 
no entregar los informes anuales de actividades de la em-
presa junto al Registro Técnico Federal - inclusive duran-
te varios años seguidos -, hasta funcionar sin el exigido 
registro en la categoría de industria química, producción 
de alcohol etílico, metanol y similares. 

	 La lista trae otros casos más graves. Por ejem-
plo, de empresas intimadas por desechar agrotóxicos de 
manera irregular, almacenamiento inadecuado de produc-
tos nocivos a la salud humana e irregularidades en la li-
cencia para el funcionamiento de la usina - inclusive con la 
inexistencia de licencia.

	 Como se ve, por lo tanto, hay avances importantes 
en las prácticas del sector, pero también problemas y gran-
des desafíos que deben ser enfrentados efectivamente. Eso 
en caso de que la propuesta de “combustible verde” - aquí y 
en los mercados (y foros) internacionales - sea seria.

Caso | Científicos tienen divergencias sobre real 
                 contribución del etanol en el combate a los 
                 cambios climáticos

	 Es consenso entre los investigadores que el combustible 

de caña de azúcar emite menos gases del efecto invernadero que la 

gasolina. Está en debate, sin embargo, de cuánto es esa reducción, lo 

que puede influenciar las exportaciones de etanol a los Estados Uni-

dos y Europa. 

	 La política brasileña de mezclar alcohol anhidro a la gasoli-

na y el crecimiento en las ventas de automóviles flexpower en el país 

debe evitar que sean emitidos de 92 millones a 203 millones de tone-

ladas de gas carbónico en la atmósfera hasta el año 2035. Esa es una 

de las conclusiones presentes en el informe “Economía de los Cam-

bios del Clima en Brasil”, divulgado en noviembre de 2009. El estu-

dio fue desarrollado conjuntamente por 11 instituciones brasileñas de 

investigación científica: la Universidad de São Paulo (USP), la Univer-

sidad de Campinas (Unicamp), la Universidad Federal de Minas Ge-

rais (UFMG), la Universidad Federal de Rio de Janeiro (UFRJ), el Ins-

tituto Nacional de Pesquisas Espaciales (INPE), la Empresa Brasileña 

de Pesquisas Agropecuarias (Embrapa), la Fundación Instituto de Pes-

quisas Económicas (FIPE), el Instituto de Pesquisas Económicas Apli-

cadas (IPEA), la Fundación Oswaldo Cruz (Fiocruz), la Fundación Brasi-

leña para el Desarrollo Sustentable (FBDS) y el Instituto de Pesquisa 

Ambiental de la Amazonía (IPAM). 

	 Conocida como Informe Stern Brasil2, la investigación elabo-

ró una proyección de los impactos económicos de los cambios climá-

ticos en Brasil hasta el 2050, trabajando con dos escenarios desarro-

llados por el Panel Intergubernamental de Cambios Climáticos (IPCC, 

en la sigla en inglés)3. En ambos, las principales commodities produci-

das en el país deben sufrir una reducción de áreas aptas para el plan-

tío (ver tabla). La excepción es la caña de azúcar: mientras las tierras 

propicias para la producción de soja se redujeron entre un 30 y un 34%, 

por ejemplo, las áreas con potencial de transformarse en cultivos de 

caña aumentarían entre un 139 y un 147%. 

	 La relación entre cambios climáticos y agrocombustibles no 

se detiene ahí. Las expectativas de crecimiento de la producción y ex-

portación de etanol están íntimamente vinculadas al hecho de que la 

sustitución de combustibles fósiles por etanol puede ser considerada 

una estrategia de combate al llamado calentamiento global. No por ca-

sualidad la Embrapa publicó, en abril de 2009, una circular técnica titu-

lada “Mitigación de las emisiones de gases de efecto invernadero por 

el uso de etanol de caña de azúcar producido en Brasil”. En ese docu-

mento, investigadores calcularon la emisión de CO2 equivalente a una 

Jackson Schneider, Presidente 
Anfavea: ranking favorable al etanol

Agricultura % variación del área de bajo riesgo (2050)

Arroz - 12% en los dos escenarios

Algodón - 14% en los dos escenarios

Café - 17% ó - 18% (A2 ó B2)

Frijol - 10% en los dos escenarios

Soja - 34% ó - 30% (A2 ó B2)

Maiz - 15% en los dos escenarios

Caña + 139% ó + 147% (A2 ó B2)

Fuente: Economía de los Cambios del Clima en Brasil

IMPACTO DE LOS CAMBIOS CLIMÁTICOS SOBRE
LOS CULTIVOS AGRÍCOLAS EN BRASIL
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Foto: Roosewelt Pinheiro/Abr
camioneta S10 cabina simple en un viaje de 100 kiló-

metros, utilizando cuatro tipos de combustible: die-

sel, gasolina pura, gasolina mezclada y etanol de 

caña. Además de las emisiones del automóvil, el cál-

culo consideró el balance de las emisiones de Gases 

de Efecto Invernadero (GEI) en todo el ciclo de pro-

ducción de los mencionados combustibles: extrac-

ción, proceso de refinado y transporte, en el caso 

del diesel y de la gasolina; plantío, transformación 

industrial y transporte del etanol.

	 La tabla muestra los resultados de esa 

comparación, los cuales confirman que el uso de 

etanol de caña (sea mezclado a la gasolina o puro) 

de hecho reduce la cantidad de GEI lanzada a la at-

mósfera.

 Controversias metodológicas 

	 A pesar de ser casi un consenso entre los 

científicos el hecho de que el etanol de caña ayuda 

a mitigar los cambios climáticos, hay mucha diver-

gencia sobre la real dimensión de esa contribución. 

Las dificultades para llegar a un resultado común se hicieron eviden-

tes en el workshop “Impactos Socioeconómicos, Ambientales y de Uso 

de la Tierra”, organizado en mayo de 2009 por el Programa Fapesp de 

Pesquisa en Bioenergía (Bioen). En esa ocasión, fueron discutidas tres 

investigaciones sobre balance de gases de efecto invernadero que se 

concentraron en un sólo aspecto de la cadena productiva del etanol: la 

ocupación de las tierras con cultivos de caña. En el estudio realizado 

por la Universidad de Illinois, a partir de cultivos localizados en diversos 

países (incluso Brasil), el saldo fue negativo: es decir, el plantío de caña 

de azúcar agravó el calentamiento global. En la investigación del Cen-

tro de Energía Nuclear en la Agricultura de la Universidad de São Paulo 

(Cena/USP), el resultado fue opuesto: las tierras que abrigan caña se-

cuestraron gas carbónico de la atmósfera, una conclusión semejante a 

la de los investigadores de la Embrapa Agrobiología, con la diferencia 

de que ellos ponderaron que la acumulación de carbono en los suelos 

depende del grado de degradación de los mismos. 

	 “Quedó patente, aquí, la incertidumbre y la variabilidad que 

rodean a los números con los que trabajamos”, evaluó el coordinador 

de la División de Impactos del Bioen, Heitor Cantarella. “Necesitamos 

estandarizar las metodologías. Nuestra intención es crear un grupo de 

trabajo para discutir con calma esa armonización”, reafirmó la coordi-

nadora del programa, Gláucia Souza. 

	 Esas incertidumbres tal vez ayuden a explicar por qué en 

la última reunión de la Mesa Redonda de los Biocombustibles Sosteni-

bles (Roundtable for Sustainable Biofuels - RSB), en noviembre, en Sui-

za, surgió la propuesta de excluir la exigencia de que los agrocombus-

Rendimiento GEIs emitidos Emisión 
Km/l Kg CO² eq Evitada (%)

S10 cabina simple 2.8 turbo Diesel 14 30 _

S10 cabina simple 2.4 flexpower Gasolina pura 10 35 0

S10 cabina simple 2.4 flexpower Gasolina mezclada (23% etanol) 10 28.62 18

S10 cabina simple 2.4 flexpower Etanol (caña de azúcar) 7 7 80

Fuente: Circular técnica 27 de la Embrapa

Modelo Motor Combustible 

COMPARACIÓN DE LAS EMISIONES DE GEIs CON USO DE COMBUSTIBLES FÓSILES Y ETANOL

tibles tengan un porcentaje mínimo de reducción de emisiones de GEI 

en relación a los combustibles fósiles. Los principales defensores de la 

moción fueron miembros de las cámaras de los productores, especial-

mente los plantadores de soja de Argentina y los productores de maíz 

de los Estados Unidos. Frente a la amenaza de que representantes de 

la cámara ambiental se retirarían del proceso, se llegó a una solución 

de compromiso: por ahora, la RSB no tiene principios ni criterios defini-

dos para la mitigación de los cambios climáticos, pero llegó al acuerdo 

de que adoptará una metodología suiza como estándar para pruebas 

de campo con tres escenarios de reducción relativa de las emisiones: 

10%, 40% y 70%.

	 Otro ejemplo que ilustra bien la disputa entre metodolo-

gías se refiere a la clasificación de los vehículos fabricados en Brasil 

en el 2008 de acuerdo con el nivel de emisión de contaminantes. En 

El sector de transportes es responsable por aproximadamente 

25% de las emisiones mundiales de CO2, según el Programa de 

las Naciones Unidas para el Medio Ambiente

CÁLCULO DE LAS EMISIONES DE GEIS REALIZADO POR LA AGENCIA
DE PROTECCIÓN AMBIENTAL DE LOS ESTADOS UNIDOS

Uso Directo

Uso Indirecto

30

46

27
69

Etanol de Maíz

Etanol de Caña

Gramos de CO2/MJ
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septiembre, el Ministerio del Medio Ambiente (MMA) divulgó un ran-

king mostrando que automóviles que utilizan alcohol como combusti-

ble pueden contaminar tanto como aquellos que utilizan gasolina. La 

llamada Nota Verde del Programa de Control de Contaminación del 

Aire por Vehículos Automotores, sin embargo, considera solamente las 

emisiones de monóxido de carbono, hidrocarburos y óxido de nitróge-

no. La Asociación Nacional de Fabricantes de Vehículos Automotores 

(Anfavea) reaccionó y divulgó un ranking propio, que incluyó las emi-

siones de gas carbónico y, por lo tanto, favoreció a los vehículos que 

utilizan etanol.

 Estándar norteamericano  

	 En mayo, el presidente Barak Obama anunció el Estándar 

Nacional de Combustibles Renovables (Renewable Fuel Standard - 

RFS), que crea mecanismos para aumentar el consumo de agrocom-

bustibles en los Estados Unidos. La demanda norteamericana por bio-

diesel y etanol debe llegar a los 136 billones de litros hasta el 2022, 

pero para tener acceso a ese mercado, los combustibles verdes de-

berán cumplir algunas exigencias, entre ellas reducciones mínimas de 

emisión de GEI. En la clasificación oficial norteamericana, el etanol de 

caña de azúcar aparece como siendo el ambientalmente más eficien-

te: lograría reducir un promedio de 44% de las emisiones de gases de 

efecto invernadero en comparación a la gasolina, mientras el etanol las 

reduciría en sólo un 16%. 

	 A pesar de ello, investigadores y empresarios brasileños se 

mostraron insatisfechos con el resultado, porque el cálculo hecho por la 

Agencia de Protección Ambiental de los Estados Unidos (Environmental 

Protection Agency - EPA) incluye el denominado uso indirecto de la tie-

rra: la estimativa de la deforestación ocurrida debido a la migración de 

la actividad agropecuaria empujada por los cultivos de caña y de maíz. 

La emisión indirecta responde por 46 de los 73 gramos de gas carbóni-

co por megajoule estipulados para el etanol de caña. En el caso del eta-

nol de maíz, de un total de 99 gramos de CO2/MJ, sólo 30 gramos se-

rían provenientes de la deforestación (ver gráfico siguiente). 

	 “El modelo utilizado para estimar el uso indirecto de la tie-

rra no refleja la realidad, porque tuvo como base datos antiguos, que 

no consideran la generación de energía utilizando el bagazo de caña, 

la mecanización de los cultivos ni el aumento de la productividad”, 

protestó el presidente de la Unión de las Industrias de Caña de Azú-

car (Unica), Marcos Jank. El investigador del Núcleo Interdisciplinario 

de Planificación Energética de la Universidad de Campinas (Nepi/Uni-

camp), Isaías de Carvalho Macedo, estuvo de acuerdo con la crítica: “He 

participado en conference calls con científicos norteamericanos para 

intentar ajustar el modelo a nuestra realidad. Hasta el 2002, los culti-

vos de caña en São Paulo crecieron en función de la producción de azú-

car y la expansión reciente se dio sobre pastos y cultivos que ya exis-

tían. Entonces, no es justo traspasarle a nuestro etanol una deuda que 

éste no tiene”, argumentó el investigador. 

	 Existe la posibilidad de que los índices del gobierno norte-

americano sean revisados, dado que la EPA abrió una consulta públi-

ca con la intención de que organizaciones e institutos de investigación 

de todo el mundo manifestasen su reacción ante los números divulga-

dos en mayo. En Brasil, por ejemplo, el Instituto de Estudios de Comer-

cio y Negociaciones Internacionales (Icono), una organización no guber-

namental creada el año 2006 por asociaciones del agronegocio, envió 

un cálculo basado en metodología propia, desarrollada en colabora-

ción con el Centro para Agricultura y Desarrollo Rural y con el Institu-

to de Pesquisa de Políticas Agrícolas de la Universidad de Iowa (Card/

Fapri). Esa metodología recibió el nombre de Brazilian Land Use Chan-

ge - Blum (o Modelo de Uso de la Tierra para Agricultura Brasileña), por 

ser más adecuada a la realidad nacional. 

	 Según los datos del Icono, la reducción relativa en las emi-

siones de GEI con el uso de etanol de caña asciende a un 64% (ver ta-

bla abajo). El gobierno norteamericano aún no se ha manifestado sobre 

las sugerencias y datos presentados en la consulta pública.

Fuente Resultado

Análisis original de la EPA -44%

Resultados generados por el modelo Blum -64%

PORCENTAJE DE REDUCCIÓN DE EMISIÓN GEIs DEL ETANOL
DE CAÑA DE AZÚCAR EN RELACIÓN A LA GASOLINA
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Capítulo_3
Zoneamiento 
Agroecológico
de la Caña 

	 Ampliar la producción de etanol de caña de azú-
car y conquistar el mercado internacional son dos metas 
estrechamente vinculadas del sector sucroalcoholero en 
Brasil, que ha recibido apoyo casi incondicional del go-
bierno federal. Para alcanzarlas, el gobierno y el sector 
sucroalcoholero evalúan que es necesario mostrar a los 
potenciales compradores externos que el etanol brasile-
ño de hecho contribuye para la mitigación de los cambios 
climáticos globales. En otras palabras: que la expansión 
de los cultivos de caña no destruirá vegetación prima-
ria, especialmente la floresta amazónica, liberando gases 
de efecto invernadero hacia la atmósfera. Es en este con-
texto que el presidente Lula lanza, el día 17 de septiem-
bre de 2009, el Zoneamiento Agroecológico (ZAE) de la 
Caña de Azúcar.

	 El ZAE fue oficializado a través de la publica-
ción del Decreto Presidencial 6.961/2009 y también pasó 
a ser proyecto de ley (PL 6.077/2009). Su lanzamiento era 
aguardado hacía un año, desde que el estudio técnico co-
ordinado por la Empresa Brasileña de Pesquisa Agrope-
cuaria (Embrapa) Agroenergía estuvo listo. En la disputa 
interna entre representantes del medio ambiente (Minis-
terio del Medio Ambiente) y del sector ruralista (Minis-
terio de la Agricultura) en el gobierno, el primer grupo 
venció: la propuesta federal prohíbe la expansión de culti-
vos de caña y la implantación de nuevas usinas de etanol 
o azúcar en la Amazonía, en el Pantanal y en la Cuenca 
del Alto Paraguay. También establece que áreas de vege-

Presidente Lula en la 
ceremonia de lanzamiento del 

ZAE de la Caña, en Brasília

Foto: Wilson Dias/Agência Brasil

El
 B

ra
si

l d
e 

lo
s 

A
gr

oc
om

bu
st

ib
le

s

35



tación primaria no pueden ser deforestadas para el culti-
vo de caña y que éste no puede expandirse en terrenos con 
declividad igual o superior a 12% (en los cuales la meca-
nización no es viable). Y, por fin, crea la necesidad de que 
nuevos emprendimientos del sector obtengan un certifica-

do del Ministerio de la Agricultura, Pecuaria y Abasteci-
miento garantizando que no habrá riesgos para la seguri-
dad alimentaria. 

	 Son avances importantes, que deben ser recono-
cidos como conquistas, puesto que ya condicionan la con-
cesión de crédito rural y agroindustrial. Siguiendo las di-
rectrices del zoneamiento, el Consejo Monetario Nacional 
publicó, el día 26 de noviembre, dos resoluciones (de nú-
meros 3.813 y 3.814) que impiden que bancos públicos y 
privados financien nuevos cultivos de caña y usinas en la 
Amazonía, Pantanal, Cuenca del Alto Paraguay, en tie-
rras indígenas, en áreas con declividad superior a 12% o 
en aquellas ocupadas por vegetación nativa y reforesta-
ción. La medida ya empezó a valer a partir de la fecha de 
publicación, pero no afecta a cultivos de caña y usinas ins-
talados antes del 28 de octubre de 2009.
                                          

 Medición de fuerzas en el Congreso Nacional
    y en Mato Grosso do Sul

	 Para que las reglas del ZAE pasen a ser obliga-
torias de manera más amplia, más allá de la financiación 
bancaria, sin embargo, es necesario que sean transformadas 
en ley. En otras palabras, el PL 6.077/2009 tiene que ser 

Zoneamiento de la caña excluye 
Amazonía, Pantanal y Cuenca del Alto 

Paraguay de las áreas de expansión
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aprobado por los diputados federales y senadores. Y a juz-
gar por las primeras reacciones de los representantes del 
sector ruralista y del gobernador de Mato Grosso do Sul, 
André Pucinelli (PMDB), la tramitación del proyecto da 
muestras de que será morosa y turbulenta. 

	 El presidente licenciado de la 
Federación de la Agricultura y Pe-
cuaria de Mato Grosso (Famato), di-
putado federal Homero Pereira (PR), 
por ejemplo, afirmó que hará lobby 
para modificar la propuesta original 
del PL. Postura semejante adoptó 
el gobernador Pucinelli, que criticó 
duramente el ZAE e hizo declara-
ciones violentas contra el ministro 
del Medio Ambiente, Carlos Minc. 
De acuerdo con datos de la Secreta-
ría Estadual del Desarrollo Agrario, 
de la Producción, de la Industria, del 
Comercio y del Turismo (Seprotur), 
Mato Grosso do Sul tenía, hasta sep-
tiembre de 2009, 21 usinas de azúcar 
y alcohol instaladas en su territorio. 
La expectativa del gobierno del Es-
tado es que esa cantidad se triplique 
en pocos años, pues otras 21 usinas 
ya poseen licenciamiento ambiental 
para construir y hay otros 48 pedi-
dos de instalación de nuevas usinas 
en proceso de evaluación. 

	 Eso ayuda a explicar por qué el último día 15 de 
diciembre, casi tres meses después de que la propuesta fe-
deral para el zoneamiento de la caña fuese enviada al Con-
greso Nacional, la Asamblea Legislativa de Mato Grosso 
do Sul aprobó la ley estadual que instituyó el Programa de 
Gestión Territorial del Estado. Fruto de la primera eta-
pa de discusión del zoneamiento ecológico económico de 
Mato Grosso do Sul (ZEE-MS), en la práctica el mencio-
nado programa permite la instalación de usinas sucroal-

Foto: Walter Campanato/Agência Brasil

Gobernador André Pucinelli (al lado del 
ministro de Hacienda, Guido Mantega): 
críticas al ZAE de la Caña
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coholeras en algunas áreas del Pantanal y, especialmente, 
de la Cuenca del Alto Paraguay. Para el coordinador del 
ZEE-MT, Sérgio Yonamine, la medida no entra en con-
flicto con el ZAE de la caña: “Quien así lo quiera puede ex-
pandir la caña en esas áreas, siempre que no obtenga finan-
ciación bancaria”, desafió el gestor. “Lo más importante es 
que esa ley estadual sirve como subsidio para la revisión 
del PL de la Caña en el Congreso”, completó Yonamine. El 
director de la organización no gubernamental Ecoa, Alci-
des Faria, no está de acuerdo con esa evaluación: “Lo que 
propusieron es un engendro. La propuesta de zoneamien-
to [ecológico económico de Mato Grosso do Sul] no tiene 
ninguna base técnica, crea zonas que nadie sabe exactamen-
te lo que son y abre la orilla del Pantanal para los cultivos 
de caña y usinas. Y todo lo que se hace allí tiene impacto en 
toda la cuenca pantanera”, criticó el ambientalista, en texto 
de protesto divulgado en el sitio web de la ONG. 

	 Hasta el momento, el PL del ZAE de la Caña ha 
avanzado poco en la Cámara de los Diputados y todavía pa-
rece lejos de llegar al Senado Federal. Fue anexado a otro 
proyecto de ley también relacionado a la producción de caña 
y de etanol: el PL 3.680/2008, presentado por el diputado 
Pedro Eugênio (PT/PE), que propone que sea posible ex-
propiar, para fines de reforma agraria, haciendas con plan-
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taciones de caña ilegales. Oficialmente, el PL 6.077/2009 y 
el PL 3.680/2008 están tramitando juntos, en régimen de 
prioridad. Pero por el momento siquiera ha sido instalada 
la comisión permanente que deberá examinar los dos pro-
yectos de ley, a pesar de que el pedido para su creación fue 
encaminado a la Coordinación de Comisiones Permanentes 
de la Cámara de los Diputados el día 2 de octubre.

 ¿Más agrícola que ecológico?

	 Los riesgos que rondan al ZAE de la Caña no se 
limitan a la dificultad de que el proyecto de ley sea apro-
bado. Al prohibir la expansión de la caña en la Amazo-
nía, Pantanal y Cuenca del Alto Paraguay, la propuesta 
del gobierno federal debe aumentar la presión del sector 
sucroalcoholero sobre los demás biomas, especialmen-
te el Cerrado. “Propuestas del tipo ´no-go` pueden de-
jar la falsa idea de que en el resto del territorio se puede 

Diputado Pedro Eugênio 
(PT/PE): reforma agraria en 
plantaciones ilegales de caña

todo”, alertó Cristiane Azevedo, gestora de proyectos de 
la ONG ambientalista Cuatro Rincones del Mundo, de 
Minas Gerais. 

Imagen: Embrapa Agroenergia

	 Goiás es una de las unidades de la federación 
donde más debe crecer la producción de azúcar y eta-
nol. El Estado posee actualmente 401,8 mil hectáreas de 
cultivos de caña, pero el ZAE de la caña establece que 
las áreas aptas para nuevos plantíos totalizan 12,6 mi-
llones de hectáreas (o 37% de todo el territorio del Es-
tado, según mapa abajo). De acuerdo con la Secretaría 
Estadual del Medio Ambiente y de los Recursos Hídri-
cos (Semarh), Goiás ya posee 32 usinas funcionando, 33 
en fase de instalación y otras 15 aguardando el licencia-
miento ambiental. 

	 En la evaluación de Nilson Clementino Ferrei-
ra, profesor del Programa de Posgrado en Geografía de 
la Universidad Federal de Goiás (UFG), el gobierno fe-
deral debería dar prioridad a la recuperación de la vege-
tación ya destruida por el agronegocio, principalmente 
en el Cerrado, que tiene pocas unidades de conservación. 
“Es mentira afirmar que es una iniciativa ecológica del 
ZAE el acto de preservar la poca vegetación remanen-
te que queda en el Cerrado, extremadamente fragmen-
tada y degradada. El plantío de la caña de azúcar en las 
áreas indicadas como aptas puede comprometer grave-
mente procesos ecológicos importantes, pues grandes 
cultivos de caña funcionan como obstáculos a la migra-
ción de especies animales endémicas, que sólo existen en 
la región”, lamentó el investigador. 

	 Ferreira alertó aún sobre el probable consu-
mo excesivo de agua para la irrigación de los cultivos de 
caña. Preocupación reforzada por el estudio “Economía 
de los Cambios del Clima en Brasil”, divulgado en no-
viembre de 2009 por 11 instituciones de investigación 

Áreas aptas para expansión de la 
actividad sucroalcoholera en Goiás
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científica brasileñas4 y coordinado por el profesor de la 
Facultad de Economía, Administración y Contabilidad 
de la Universidad de São Paulo (FEA/USP), Jacques 
Marcovitch. Entre otras proyecciones, el estudio modeló 
el impacto de los cambios climáticos sobre la agricultu-
ra brasileña. La conclusión fue un escenario desfavorable 
a las principales commodities producidas en el país, con 

excepción de la caña, cujas tierras aptas para plantío de-
ben crecer entre un 139% y un 147% hasta el 2050. “Áreas 
del Sur de Brasil, hoy con restricciones al cultivo de caña, 
pueden transformarse en regiones con potencial producti-
vo dentro de 10 o 20 años. Locales del Centro Oeste, que 
hoy presentan un alto potencial productivo, deben perma-
necer como áreas de bajo riesgo; sin embargo, serán cada 
vez más dependientes de irrigación complementaria en el 
periodo más seco”, detalló el informe “Calentamiento glo-
bal y la nueva geografía de la producción agrícola en Bra-
sil”, que compone el estudio más amplio. 

	 Otro punto crítico del ZAE de la caña se refiere 
al hecho de que no consideró el Mapa de Áreas Priorita-
rias para Conservación de la Biodiversidad. El jefe gene-
ral de la Embrapa Medio Ambiente, Celso Vainer Man-
zatto, justificó que el gobierno “optó por no utilizar” la 
lista oficial de regiones estratégicas para la conservación 
de la fauna y de la flora brasileñas porque “su escala es 
macro”. Además, el ZAE no representa una política agrí-
cola integrada, porque trata a la caña de manera aislada, 
sin tomar en cuenta la influencia recíproca de la dinámi-
ca de la pecuaria y otras culturas. Hablando claramente: 
la previsión del gobierno es que los cultivos de caña, que 
hoy ocupan 7,8 millones de hectáreas, lleguen a ocupar 
el doble de área hasta el 2017.
   

 Lógica del hecho consumado 

	 Ni siquiera para la Amazonía, el Pantanal y la 
Cuenca del Alto Paraguay el ZAE de la caña es garan-
tía de poner fin a los impactos negativos de la producción 
de azúcar y etanol. El proyecto de ley enviado al Congre-
so Nacional destaca que las nuevas reglas no valen para 

la “instalación y ope-
ración de unidades 
industriales que 
posean licencia am-
biental regularmen-
te concedida hasta el 
17 de septiembre del 
2009”. Y las resolu-
ciones del Consejo 
Monetario Nacional, 
como ya se ha visto 
arriba, exceptúan de 
las restricciones de 
financiación bancaria 
a los cultivos de caña 
y a las usinas instala-
dos hasta el 28 de oc-
tubre del 2009. 

	 Eso signifi-
ca que la usina Jayo-
ro, que funciona en 

el Amazonas sin regularidad fundiaria, no tendrá sus acti-
vidades amenazadas por el ZAE. Y que la empresa Bioca-
pital podrá obtener crédito bancario para producir etanol 
en los campos naturales de Roraima, a pesar de las graves 
fallas encontradas en su estudio de impacto ambiental. 

	 En la Amazonía, además de la Biocapital en Ro-
raima, hay por lo menos otros cuatro proyectos de nuevas 
usinas de etanol y/o azúcar: la Alcohol Verde, en Capixa-
ba (Acre), la Curtpam, en Cerejeiras, y la Santa Carmem, 
en Porto Velho (ambas en Rondônia), que ya poseen licen-
cia de instalación; y la Bioenergía, en Juara (Mato Gros-
so), sobre la cual la Secretaría Estadual de Medio Am-
biente no proporcionó detalles, por “tratarse de un asunto 
delicado y en discusión”. En Amazonas, Pará y Amapá no 
hay pedido de licenciamiento de nuevas usinas. En cuanto 
a Maranhão, no fue posible obtener la lista de eventuales 
protocolos referentes al bioma amazónico, porque, según 
un analista de la Secretaría Estadual de Medio Ambiente, 
los procesos “estaban en papel, guardados en carpetas se-
paradas por año” y “se tardaría más de mes” en reunir la 
información solicitada.
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Jacques Marcovitch: área 
apta para caña deberá crecer 
en hasta un 147% en el 2050
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Caso | Coca-Cola utiliza azúcar de usina sin
                 licencia ambiental en la Amazonía

	 El estado de Amazonas posee una sola fábrica de etanol y 

azúcar funcionando, la Agropecuaria Jayoro, en Presidente Figueire-

do - que permanecerá como la única del Estado si el Proyecto de Ley 

del Zoneamiento Agroecológico (ZAE) de la Caña es aprobado, según 

la propuesta del gobierno federal, incluyendo la prohibición de nuevas 

usinas en el bioma amazónico. A pesar de la producción relativamente 

pequeña (un promedio de 18 mil toneladas al año), el azúcar de la Ja-

yoro indirectamente llega a todo el país, además de a Colombia, Vene-

zuela y Paraguay. Eso porque, dado que es hecho en Manaus, el cara-

melo que integra la misteriosa fórmula del concentrado de Coca-Cola 

se distribuye a todas las fábricas de producción y embotellamiento de 

la gaseosa en Brasil y en los tres países vecinos. 

	 Considerada una fábrica modelo por el director de Medio 

Ambiente de la Coca-Cola Brasil, José Mauro de Moraes, la Jayoro está 

funcionando sin haber obtenido la renovación anual de la licencia am-

biental de sus 4 mil hectáreas de cultivos de caña y de sus 400 hectá-

reas de árboles de guaraná junto al Instituto de Protección Ambiental 

de Amazonas (Ipaam). Pese a ello, logró renovar las licencias ambien-

tales de las unidades industriales de producción de azúcar y etanol y 

de procesamiento de guaraná.

	 La no renovación de la licencia ambiental de los cultivos es 

motivada por irregularidades fundiarias que afectan el registro de la 

reserva legal, según explicó Eduardo Costa, analista ambiental del Ipa-

am. El área ocupada por la Agropecuaria Jayoro es de 59 mil hectá-

reas, de las cuales sólo un 13% están deforestados (4,4 mil ha con las 

plantaciones de caña y guaraná; 600 ha con caminos y construcciones 

y 2.670 ha con pastos degradados). En principio, sería un buen ejemplo 

de cumplimiento de la legislación ambiental, que permite hasta un 20% 

de deforestación en las propiedades localizadas en la Amazonía. Sin 

embargo, formalmente esas 59 mil ha son la suma del área correspon-

diente a 17 inmuebles rurales, la mayoría de los cuales son tierras pú-

blicas ocupadas irregularmente o áreas tituladas por el Instituto Nacio-

nal de Colonización y Reforma Agraria (Incra) hace menos de 10 años 

(periodo durante el cual el “posseiro” (ocupante irregular) que obtuvo 

el título de propiedad no puede vender ni arrendar la tierra). “Para con-

siderar el registro de la reserva legal en forma conjunta, considerando 

el área total de 59 mil ha, la agropecuaria necesita resolver la cuestión 

fundiaria”, explicó Costa. 

	 “La cuestión fundiaria es un problema antiguo de la región 

amazónica. La Jayoro ya tiene un plan para trabajar ese problema. Con-

sideramos esta como una irregularidad que puede ser solucionada”, de-

claró el director de Medio Ambiente de la Coca-Cola Brasil. “Cuando 

obtuvimos nuestra licencia para operar, el Ipaam no cuestionó la regu-

laridad de la documentación fundiaria que presentamos. Si nos hubie-

sen alertado antes sobre la necesidad de ajustes, eso ya estaría resuel-

to”, argumentó el superintendente de la Jayoro, Waltair Prata. Agregó 

que la empresa ya envió al Ipaam los títulos de tierra de los seis in-

muebles rurales que están en nombre de la Agropecuaria y que, para 

los demás, habrá un proceso de licenciamiento ambiental individualiza-

do, que deberá ser solicitado por los mismos “posseiros” de esas áreas 

después que obtengan los títulos de propiedad definitivos del Incra. 

	 De acuerdo con el jefe de la unidad avanzada del Incra en 

Presidente Figueiredo, Alfredo Nonato, la regularización fundiaria de 

esas áreas puede ocurrir este mismo año, dentro del Programa Tierra 

Legal, creado con el objetivo de simplificar y agilizar el ritual de titula-

ción de tierras públicas (que hoy demora cerca de cinco años). La meta 

del programa, lanzando por el presidente Lula en junio de 2009, es re-

gularizar en hasta tres años 296,8 mil posesiones de tierras de hasta 

15 módulos fiscales ocupados antes del 1o de diciembre del 2004 en la 

La Jayoro, cuya deforestación ocurrió 
en los años 70, es la única usina de 

etanol y azúcar de Amazonas
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región amazónica. Entre ellas, cerca de 58,5 mil 

están en el Estado de Amazonas. 

	 Sobre el hecho de que el gobierno del 

Estado está exigiendo de la Jayoro la regulariza-

ción fundiaria del emprendimiento recién ahora, 

la directora general del Ipaam, Aldenira Queiroz, 

justificó que “la administración pública puede re-

visar sus actos a cualquier momento”. Explicó 

que hace sólo dos años que el organismo pasó a 

contar con datos precisos de georreferenciación 

de las áreas que son blanco de monitoreo am-

biental y que fue a partir de ese momento que 

los fiscales se dieron cuenta de que “la empresa 

incorporó más tierras de las que realmente po-

seía”. En el 2007 y el 2008, la licencia ambiental 

de los cultivos de la Jayoro fue renovada gracias 

a la firma de un Término de Ajuste de Conducta 

(TAC) con el Ipaam. 

	 “Además de la cuestión fundiaria, otra cláusula que aún no 

ha sido cumplida por la empresa se refiere a la creación de una unidad 

de conservación. Por eso, este año (2009), la licencia fue suspendida”, 

declaró la directora general. El superintendente de la Jayoro reveló que 

hace cuatro meses presentó al Centro Estadual de Unidades de Conser-

vación de Amazonas el pedido para que fuese creada una Reserva Pri-

vada de Desarrollo Sostenible. En el proyecto, hay dos áreas en estudio, 

ambas dentro de la agropecuaria: una con 334 ha y otra con 304 ha. 

	 El Ministerio Público Federal (MPF) se enteró de la falta de 

licenciamiento ambiental válido de los cultivos de la Jayoro en julio - 

pero, como la procuradora responsable por el proceso entró en licen-

cia maternidad, todavía no se ha hecho la denuncia al poder judicial ni 

ha habido cualquier intento de firmar un TAC con la empresa. La agro-

pecuaria cayó en el foco del MPF el año pasado, cuando el organis-

mo abrió un Procedimiento Administrativo para investigar denuncias 

de que los agrotóxicos utilizados por la Jayoro estarían contaminando 

arroyos y canales y perjudicando agricultores familiares del entorno. 

En el 2008, el Ipaam informó a los procuradores que el emprendimien-

to estaba cumpliendo todas las exigencia legales. A inicios de 2009, 

sin embargo, cuando el MPF ofició a ese organismo del Estado para que 

enviase los resultados del análisis de los cursos de agua utilizados por 

los agricultores, obtuvo como respuesta (en mayo) que la renovación 

de la licencia de la Jayoro estaba en proceso de análisis. Dos meses 

después, el Ipaam envió un parecer informando que la licencia no ha-

bía sido renovada.

 Antiguo proyecto, nuevos inversionistas   

	 La deforestación en la Agropecuaria Jayoro ocurrió hace 

más de 30 años, a inicios de los años 70. La fábrica nació en el contex-

to del programa Pró-Álcool, con apoyo de la Superintendencia de De-

sarrollo de la Amazonía (Sudam), pero pronto entró en decadencia. En 

1995, cuando se retomó el emprendimiento, con nuevos inversionistas 

(entre ellos la Coca-Cola), eran apenas 300 hectáreas de cultivos de 

caña, destinadas a la producción de cachaza (aguardiente de caña). 

 	

	 “Actualmente, un 70% de nuestra caña se destina a la pro-

ducción de azúcar y el resto a etanol, con un promedio de 8 millones 

de litros al año, que es la capacidad máxima de nuestra destilería”, in-

formó el superintendente de la Jayoro. Ese combustible es vendido a 

pequeñas distribuidoras (como la Atem´s y la Distribuidora Nacional de 

Petróleo - DNP), que actúan en el mercado local. “Para ellos, somos una 

garantía de regularidad en el abastecimiento cuando se atrasa la balsa 

[que trae etanol del Centro-Sur del país]”, afirmó Prata. 

	 La producción de azúcar, a su vez, además de atender a 

la Recofarma (empresa del Grupo Coca-Cola, que produce el concen-

trado de la gaseosa en Manaus), se vende a pequeños empaquetado-

res de la capital de Amazonas. “Atendemos a cerca de un 10% de la 

demanda local de azúcar, nada más. Los mayores proveedores de la 

región son usinas de Mato Grosso, como la Imarati y la Jaciara”, de-

talló el superintendente.

	 La producción de guaraná también se destina a la Recofar-

ma y con ella se produce el concentrado de la gaseosa Kwait. “Hasta el 

momento, hemos vendido el guaraná en jarabe, pero estamos inician-

do el procesamiento en polvo, que facilitará exportarlo a Atlanta [sede 

de la Coca-Cola]. Eso también nos posibilitará llegar nuevos mercados, 

como el de la industria cosmética”, reveló el superintendente.

 Buenas prácticas
	

	 José Mauro Moraes, el director de Medio Ambiente de la 

Coca-Cola Brasil, subrayó que la empresa “audita regularmente” a sus 

proveedores, evaluando principalmente sus prácticas ambientales y la-

borales. “Si algún aspecto es contradictorio, es necesario un plan de 

ajuste”, declaró el ejecutivo. Cuando cuestionado sobre si esas audi-

torias periódicas ya mostraron problemas en la Agropecuaria Jayoro, 

ponderó que “correcciones” son parte del proceso industrial. “Irregula-

ridades ocurren en cualquier local, siempre hay motivos para planes de 

corrección. Si usted viene al edificio de la Coca-Cola en Rio de Janeiro, 

ahora, va a encontrar problemas”, desafió Moraes.

	 El superintendente de la Jayoro confirma que la Coca-Cola, 

más que los organismos gubernamentales, es la institución que más 

presiona a la agropecuaria por la adopción de buenas prácticas am-

bientales y laborales. “Con el incentivo de la empresa, estamos en pro-

ceso de certificación ISO 14000”, reveló Prata. El ISO 14000 es una 

serie de normas desarrolladas por la International Organization for 

Standardization y que establecen directrices sobre el área de gestión 

ambiental dentro de empresas.

El guaraná de la Jayoro integra la 
gaseosa Kuat, de la Coca-Cola
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	 Entre las denominadas tecnologías limpias ya adoptadas 

por la Jayoro está la canalización y pulverización de la vinaza (líqui-

do altamente contaminante que resulta de la producción de etanol) 

en los cultivos de caña, sirviendo como fertilizante adicional. También 

hay aprovechamiento del bagazo de caña para generar energía eléc-

trica. “En esta zafra, inauguramos un nuevo turbo generador de 5 me-

gawatts, que consume menos bagazo y produce más energía que el 

anterior. Nuestra molienda terminó el día 29 de septiembre, pero lo-

gramos abastecer la agropecuaria con energía propia hasta el día 24 

de octubre y, además, guardamos un poco de bagazo para la próxima 

zafra”, celebró el superintendente.

 Relaciones laborales

	 El cuadro fijo de empleados de la Agropecuaria Jayoro es de 

650 personas, pero en la zafra ese número llega a 980 trabajadores. 

En la reanudación del proyecto, en 1995, un 70% de los cortadores de 

caña eran traídos desde Maranhão, en aviones fletados. Actualmente, 

el porcentaje de migrantes bajó a un 10% y parte de la cosecha (40%) 

es mecanizada. 

“Cuando fui contratado por la Jayoro, en 1999, la productividad prome-

dio diaria de cada cortador era de 4,8 toneladas de caña. Actualmen-

te aumentó, llegando a 6,7 toneladas”, dice con orgullo Waltair Prata. 

“Para aumentarla, contratamos a los cortadores más productivos y con 

menos accidentes para que fuesen instructo-

res de los demás. Durante dos zafras, ellos ga-

naron sus sueldos para andar por los cultivos 

de caña, orientando a sus colegas”, se jactó 

el superintendente. Otra estrategia adoptada 

por la empresa fue el sorteo anual de un pa-

saje aéreo para el Nordeste, con derecho a un 

acompañante, entre los miembros del equipo 

con más días libres de accidentes de trabajo. 

Todos los empleados participan del concurso, 

incluso los del área industrial. 

	 “La mayor dificultad que enfrenté fue 

agarrar a esos agricultores - que sólo están 

acostumbrados a plantar mandioca, a cazar en 

la mañana para recoger en la noche - y entre-

narlos”, afirmó el director de la Agropecuaria 

Jayoro, Eduardo Camillo, que vive en São Paulo. “Cuando llegué a Pre-

sidente Figueiredo, mandé derribar los galpones en los que se aloja-

ban los cortadores y ordené construir alojamientos. En cuanto entré al 

emprendimiento, declararé que allí no tendríamos temporeros”, desta-

có el empresario.

	 Los auditores fiscales del trabajo Rômulo Machado e Sil-

va y Klênio Fábio Gomes Lima, del área de Seguridad y Medicina, es-

tuvieron en 2009 en la Jayoro. “La agropecuaria siempre entra en 

nuestra agenda de fiscalización. La condición general de la empresa 

es buena, los trabajadores utilizan EPIs [Equipos de Protección Indivi-

dual], hay baño en la plantación, la comida es razonable”, comentó Sil-

va. Lima, que fiscalizó a la empresa por tercer año consecutivo, estu-

vo de acuerdo con la evaluación positiva. Destacó que la Jayoro se ha 

adecuado a las notificaciones hechas por los auditores fiscales y citó 

como ejemplos la instalación de cinturón de seguridad en el autobús 

que transporta a los trabajadores, la remodelación del machete uti-

lizado en el corte manual de caña (para evitar accidentes) y la cons-

trucción de local apropiado para comidas en los frentes de trabajo.

	 El jefe de la fiscalización de la Superintendencia Regional 

del Trabajo y Empleo (SRTE) en Amazonas, Francisco Edson Rebouças, 

sin embargo, recuerda que la actividad de corte manual de caña es 

extenuante bajo cualquier condición climática, pero es todavía peor 

en el calor y humedad de la región. “No es posible que un trabajador 

esté feliz cortando caña bajo el sol de 40oC 

de Amazonas”, resumió. 

	 En septiembre, otro equipo de audi-

tores fiscales de la SRTE estuvo en la Jayo-

ro e impuso a la empresa cinco autos de in-

fracción. Los motivos fueron: los empleados 

hacían más que las dos horas extras diarias 

permitidas por ley; las horas extras se paga-

ban o eran compensadas, pero no eran re-

gistradas integralmente en la tarjeta; el pe-

riodo de pago o compensación de las horas 

extras, a veces excedía el plazo legal de un 

año; el tiempo de traslado de los trabajado-

res hasta la empresa no estaba incluido la 

jornada de trabajo; hubo atraso en el pago 

de los sueldos.

El superintendente de la Jayoro, Waltair Prata, 
muestra pila de bagazo de caña guardada 
para generar energía en la próxima zafra

Auditor fiscal del trabajo Rômulo 
Machado e Silva: condición 
general de la Jayoro es buena

La construcción de un local adecuado para comidas en 
los frentes de trabajo fue fruto de recomendación de la 
Superintendencia Regional del Trabajo y Empleo
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Caso | Ibama y Ministerio Público Federal luchan              
                 por cancelar licencia ambiental de usina de 
                 etanol en Roraima

	 Dos meses antes de que el gobierno federal hubiese lan-

zado la propuesta de Zoneamiento Agroecológico (ZAE) de la Caña de 

Azúcar, que prohíbe la expansión de la producción de azúcar y de eta-

nol en la Amazonía, Pantanal y Cuenca del Alto Paraguay, la empre-

sa Biocapital obtuvo, el día 15 de julio, una licencia previa para instalar 

una usina en Bonfim, en el Estado de Roraima. La autorización fue con-

cedida por la Fundación Estadual de Medio Ambiente, Ciencia y Tecno-

logía (Femact). Eso ocurrió a pesar de la acción civil pública impetrada 

desde octubre del 2008 por el Ministerio Público Federal (MPF) y por el 

Instituto Brasileño del Medio Ambiente y de los Recursos Naturales Re-

novables (Ibama), que solicita que se transfiera la competencia por el 

licenciamiento al gobierno federal y la emisión de un nuevo Estudio de 

Impacto Ambiental e Informe de Impacto Ambiental (EIA-RIMA) del em-

prendimiento. 

	 El EIA-RIMA aprobado por la Femact tiene graves fallas. Una 

de ellas es afirmar que no hay “tribus indígenas” en las proximidades 

de la usina, omitiendo el hecho de que en el área de influencia direc-

ta de la misma están parcialmente localizadas nada menos que nueve 

tierras indígenas: São Marcos, Jabuti, Canauanim, Manoá-Pium, Taba-

lascada, Malacacheta, Moskow, Serra da Moça y Raposa Serra do Sol. 

En la sección titulada “pueblos indígenas”, el RIMA adopta un discur-

so nítidamente anti-indígena, en la tradicional línea de “mucha tierra 

para poco indio”, presentando una tabla informando que en Roraima 

hay 20 mil indios, que representarían un 8,7% de la población del Esta-

do, y que éstos poseerían un 46% de las tierras y tendrían la intención 

de ampliarlas hasta llegar a un 73%. De acuerdo con el Consejo Indíge-

na de Roraima (CIR), en el Estado hay por lo menos el doble de pobla-

ción indígena que lo afirmado por la Biocapital: 40 mil personas, per-

tenecientes a nueve pueblos: Macuxi, Wapichana, Ingarikó, Taurepang, 

Patamona, Wai wai, Wamiri Atroari, Yanomami y Yekuana. “En el caso 

de la tierra indígena Raposa Serra do Sol, que provocó mayor ira a los 

latifundistas, son 1,74 millón de hectáreas para 19.025 personas, con un 

crecimiento poblacional anual de 4%, muy superior al promedio del Es-

tado y la Nación. Eso representa una densidad poblacional de 1,1 habi-

tante por kilómetro cuadrado - que puede parecer baja para los están-

dares del sudoeste, pero es casi el triple que la densidad poblacional 

de las demás áreas rurales de Roraima”, replicó Júlio Barbosa, miem-

bro del CIR.

	 El estudio presentado por la Biocapital tampoco menciona 

el hecho de que la contaminación de la usina puede desalentar, o in-

clusive imposibilitar, las visitas a un importante patrimonio histórico de 

Roraima. El Fuerte São Joaquim queda a 10 kilómetros del área en que 

la Biocapital pretende instalarse, justamente en la ruta principal del 

viento que llevará el humo de las chimeneas de la fábrica.

	 Además, el EIA-RIMA subestima los impactos potenciales so-

bre los campos naturales de Roraima, región de rica biodiversidad, según 

el biólogo Ciro Campos, del Instituto Nacional de Pesquisas de la Ama-

zonía (Inpa). Campos coordina el Colectivo Ambiental del Lavrado, mo-

vimiento que ha estado a la cabeza de la oposición pública a la usina de 

etanol. “El EIA-RIMA presentado por la Biocapital considera solamente la 

instalación y operación de la usina, sin evaluar los impactos ambientales 

causados por los cultivos de caña, como uso de insumos y agrotóxicos, 

supresión de la vegetación nativa o aumento del aporte de sedimentos 

a los ríos”, criticó él. “El Proyecto de Ley del ZAE de la Caña encamina-

do al Congreso abre camino para que usinas que ya son regularmente li-

cenciadas se instalen en los biomas prohibidos. Ocurre que no conside-

ramos que ese sea el caso de la Biocapital”, sentenció el biólogo.

 Localización estratégica

	 Si las reglas del ZAE de la Caña son aprobadas por los dipu-

tados federales y por los senadores, la Biocapital podrá realizar su pro-

yecto de transformarse en la mayor usina de etanol de la región ama-

zónica, atendiendo con poca competencia a los Estados de Roraima, 

Amazonas, Amapá y Pará. El prospecto de oferta de acciones de la em-

presa en la Bolsa de Valores de São Paulo (Bovespa), divulgado el año 

2007, ya afirmaba que la región Norte del país constituye “un mercado 

subexplotado, que ofrece oportunidades de negocios interesantes”, en 

que la mayor parte del etanol comercializado viene de las regiones Su-

deste y Centro-Oeste, a precios altos. La ciudad de Bonfim está estra-

tégicamente localizada a 50 kilómetros de la capital de Roraima, Boa 

Vista, que tiene acceso facilitado por la BR-174 hasta la capital de Ama-

zonas, Manaus. Además, todavía según el mismo documento, el munici-

pio tiene frontera con la Guyana Inglesa y está cerca de Venezuela, “lo 

que permite, eventualmente, la exportación de etanol con bajos costos 

Indígenas del CIR cuestionan estudios
formulados por la Biocapital

Lula inauguró en Bonfim 
puente que liga Brasil a la 
Guyana Inglesa

Foto: Ricardo Stuckert/PRFoto: Roosewel Pinheiro/Agência Brasil
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logísticos hacia Europa”. No por casualidad, el último día 14 de septiem-

bre el presidente Lula estuvo en Bonfim para inaugurar el puente que 

une Brasil a la Guyana, cruzando 230 metros sobre el río Tacutu.

	 La fábrica de Bonfim será la primera inversión de la Biocapital 

en el mercado de etanol. La empresa posee una gran usina de biodiesel 

en Charqueada, en el interior de São Paulo, que funciona exclusivamen-

te con sebo bovino y tiene su cadena productiva manchada por críme-

nes laborales y ambientales. En Roraima, la Biocapital pretende alcanzar, 

hasta el 2015, capacidad de moler seis millones de toneladas de caña por 

zafra, lo que demandará un área plantada de 74.565 hectáreas. 

	 “Plantar caña de azúcar en lugares en los que llueve mucho, 

como ocurre en la Amazonía, no es productivo, porque la caña crece 

demasiado y no proporciona la sacarosa necesaria para la producción 

de alcohol o azúcar”, afirmó el director ejecutivo de la Biocapital, Ro-

berto Engels. “Pero Roraima tiene aproximadamente cuatro millones 

de hectáreas de vegetación de Cerrado, que hoy es campo degradado 

y ocioso y que podría ser utilizado para el desarrollo de la región”, de-

fendió el empresario. 

	 Según la analista ambiental de la Femact, Maria de Lurdes 

Gomes, tras la obtención de la licencia previa la Biocapital tiene un pla-

zo de dos años para presentar el pedido de licencia de instalación. No 

hay, sin embargo, nuevo proceso de discusión pública: es decir, si la 

empresa se atiene a la propuesta original, ya evaluada en el proceso 

de concesión de la licencia previa, la licencia de instalación será fácil-

mente obtenida.

 Tierra y agua

	 De acuerdo con el MPF, además de no realizar las consultas 

obligatorias a la Fundación Nacional del Indio (Funai) y al Instituto del 

Patrimonio Histórico y Artístico Nacional (Iphan), la Biocapital no obtu-

vo del Departamento Nacional de Producción Mineral (DNPM) la autori-

zación de uso de agua subterránea para fines industriales. El EIA-RIMA 

elaborado por la empresa prevé el consumo de por lo menos 1,5 m3 de 

agua por tonelada de caña molida sólo en el proceso industrial (un vo-

lumen ambicioso, cinco veces menor que el de otras fábricas semejan-

tes que están en funcionamiento). Si la promesa es cumplida, el consu-

mo sería de 10 millones de m3/año en la usina, además de los casi 100 

millones de m3/año en los cultivos de caña. “Para efectos de compa-

ración, es importante mencionar que la ciudad de Boa Vista consume, 

como promedio, 90 mil m3/día, o cerca de 32 millones de m3/año. Es 

decir, el emprendimiento consumirá, considerando solamente los me-

ses de la zafra, el triple de agua que toda la población de Boa Vista 

consume durante un año”, alertó el biólogo Ciro Campos. 

	 “En lo que se refiere a la captación de agua para el empren-

dimiento, se hará mediante pozos subterráneos con las debidas con-

cesiones, lo que no influenciará la capacidad hídrica de los ríos super-

ficiales de esa región”, replicó el gerente general de la Biocapital, en 

entrevista concedida por e-mail. “Es decir, no habrá impactos sobre el 

río Tacutu y, además, todo el circuito de la industria será cerrado y los 

efluentes serán debidamente tratados, no trayendo cualquier tipo de 

riesgo de contaminación. Así, podemos decir que no existirán impactos 

al Municipio de Boa Vista, independientemente de la cantidad de con-

sumo”, completó Engels.

	 Otra denuncia hecha por los procuradores de la República 

Ludmila Bortoleto Monteiro y Osmar Pereira de Matos, que firman la 

acción civil pública, es la de que la Biocapital “invadió tierras públicas”. 

Eso porque el EIA-RIMA informa que la hacienda Arapari, en la cual la 

fábrica será instalada, fue “adquirida por los emprendedores” y posee 

1.642 hectáreas. Pero un proceso administrativo instaurado por el Ins-

tituto Nacional de Colonización y Reforma Agraria (Incra), a pedido de 

la misma empresa, dice que el área de la hacienda es, en realidad, de 

apenas 800 hectáreas. Es decir, la Biocapital habría ocupado indebida-

mente 842 hectáreas de tierras de la Unión.

	 Para Engels, la sospecha de que la Biocapital se apropió de 

áreas públicas es “infundada”. “La Hacienda Arapari consiste en una 

propiedad de 800 hectáreas, con título definitivo. El área estimada 

para las instalaciones de la usina de producción de etanol es de 182 

hectáreas, mucho menor, por lo tanto, que el área total declarada en la 

matrícula del inmueble”, argumentó el gerente general de la empresa. 

No aclaró, sin embargo, por qué el EIA-RIMA del emprendimiento infor-

ma que la hacienda posee 1.642 hectáreas.

 Acción civil pública

	 El Ibama y el MPF argumentan que el licenciamiento am-

biental de la usina de etanol en Bonfim debería ser una responsabilidad 

del gobierno federal, dado que la fábrica afecta tierras indígenas y un 

área en la cual existen estudios para crear una unidad de conservación, 

además de comportar un potencial daño a río internacional (el Tucutu, 

que une Brasil y la Guyana Inglesa). “Otra situación que demuestra la 

incompetencia de la Femact en el licenciamiento es la inexistencia de 

un Consejo Estadual de Medio Ambiente actuante, exigencia normativa 

del Artículo 20 de la Resolución 237 del Conama [Consejo Nacional de 

Medio Ambiente]”, afirma el texto de la acción civil pública. De acuerdo 

con el biólogo Campos, cuando el proceso de licenciamiento fue abier-

to en la Femac (en noviembre del 2007), el Consejo Estadual de Medio 

Ambiente de Roraima no se había reunido en más de dos años. 

	 La validad de las tres audiencias públicas realizadas por la 

Femact para discutir el EIA-RIMA (en los municipios de Bonfim, Cantá y 

Boa Vista) también es cuestionada por el MPF. Inicialmente, las audien-

cias fueron previstas para los días 13, 14 y 15 de octubre del año pasado 

y después fueron suspendidas. Las nuevas fechas (20, 21 y 22 de octu-

bre) fueron anunciadas con apenas un día útil de anticipación, no res-

petando una ley estadual que determina que el plazo entre la publica-

ción de los anuncios de convocación de las audiencias y su realización 

debe ser de por lo menos 90 días. 

	 El Poder Judicial Federal aún no ha juzgado el mérito de la 

acción civil pública abierta por el MPF, que está bajo los cuidados del 

desembargador Fagundes de Deus, del Tribunal Regional Federal de 

la 1a Región, en Brasília. El pedido de recurso de protección, sin em-

bargo, fue negado por el juez Helder Girão Barreto, de la Justicia Fe-

deral en Roraima. La Abogacía General de la Unión (AGU), a través del 

Ibama, entró con un agravo de instrumento, solicitando la revisión de 

esa decisión.
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Seguridad Alimentaria

	 En los últimos años, los trabajos de acompaña-
miento de la expansión de la caña de azúcar por parte de 
organismos del gobierno y de universidades confirmaron 
el avance del sector sucroalcoholero sobre áreas ante-
riormente ocupadas por otras actividades agropecuarias. 
Lo que aún se discute, sin embargo, es si la sustitución 
de cultivos trajo o podrá traer pérdidas a la producción 
de alimentos y, consecuentemente, si podrá amenazar la 
seguridad alimentaria del país. 

	 De acuerdo con el Ministerio de 
la Agricultura, en el cómputo general, a 
pesar del crecimiento del área de caña, 
la productividad y/o las zafras de gra-
nos mantuvieron un desempeño estable y 
por veces creciente en los últimos años, 
lo que descarta, hasta el momento, cual-
quier impacto sobre la producción de ali-
mentos. Sin embargo, según estudios de 
zafra de la Compañía Brasileña de 
Abastecimiento (Conab) de fines del 
2009, las cuentas pueden no ser to-
talmente correctas.

	 En los análisis de septiem-
bre a noviembre del 2009, por ejem-
plo, la Conab señala que, en compara-
ción con el 2008, el área plantada con 
caña aumentó un 9,5% (de 7,07 millo-
nes de hectáreas, en el 2008, a 7,7 millones, 
en el 2009). A su vez, la producción de trigo 
puede caer en hasta un 14,3% entre las zafras 
2008/09 y 2009/10; la de arroz, 4,3%; la de 
maíz, 0,1%; y la zafra de frijoles tendrá un au-
mento máximo de 2,7%. Solamente la soja de-
berá tener un buen resultado, tal vez llegando 
a una producción 11,4% mayor en esta nueva zafra.

 Avance de la caña sobre áreas de agropecuaria

	 En los últimos cuatro años, señala la Conab, el 
área plantada con caña aumentó en 4 millones de hectá-
reas. De acuerdo con el director de Política Agrícola e In-
formaciones del organismo, Silvio Porto, el área actual 
equivale a cerca de un 20% de lo que es ocupado por los 
cultivos de granos en el país, pero es importante conside-
rar que hay una concentración de la caña principalmente 
en los estados de São Paulo, Goiás, Mato Grosso do Sul, 
en el Triángulo Mineiro y en el Noroeste de Paraná. Es 
decir, subraya Porto, es importante tener en mente que 
este crecimiento se dio principalmente en cinco Estados, y 
justamente en aquellos que están entre los mayores pro-
ductores de granos del país. 

La tesis del gobierno y del sector sucroalcoholero de que 
la expansión de la caña se dará principalmente sobre pas-
tos degradados puede ser una tendencia para el futuro, 
pero de acuerdo con el Canasat, sistema de monitoreo del 
Instituto Nacional de Pesquisas Espaciales (Inpe), en los 
Estados de Minas Gerais, Goiânia, Paraná, Mato Gros-
so do Sul y Mato Grosso fueron principalmente los cul-
tivos de alimentos los que perdieron área para la caña en 
los últimos años (Mato Grosso también se destaca por 
la deforestación para abrir espacio a los cultivos de caña. 
São Paulo, que perdió parte del área de citricultura para la 
caña, es evaluado aparte).

Actividad MG GO PR MS MT

Agricultura 91.959 108.072 55.159 38.908 17.761

Pecuaria 48.284 34.514 42.336 48.465 10.555

Florestas 876 0 0 0 2.385

Total 141.190 143.255 97.719 87.434 30.735

2008 - ÁREA DE AGRICULTURA, PECUARIA
Y FLORESTAS SUSTITUIDA POR CAÑA (EN HA)

Fuente: Canasat/Inpe

Actividad MG GO PR MS MT

Agricultura 93.883 59.442 71.883 26.823 15.134

Pecuaria 25.656 25.703 35.039 18.395 8.440

Florestas 739 0 0 1.119 1.892

Total 120.306 85.559 107.350 46.446 25.524

2007 - ÁREA DE AGRICULTURA, PECUARIA
Y FLORESTAS SUSTITUIDA POR CAÑA (EN HA)

Fuente: Canasat/Inpe

Año Agricultura Pecuaria Florestas Total

2008 268.633 371.262 19.919 661.969

2007 304.625 321.119 8.997 636.814

EXPANSIÓN DE LA CAÑA SOBRE AGRICULTURA,
PECUARIA Y CITRICULTURA EN SÃO PAULO [EN HA]

Fuente: Canasat/Inpe

 El Zoneamiento y la producción de alimentos

	 La expansión cañera sobre áreas ya ocupadas 
por otras actividades agropecuarias es uno de los aspectos 
tratados en el proyecto de ley del Zoneamiento Agroeco-
lógico (ZAE) de la caña. Es decir, considerado como una 
potencial amenaza a la seguridad alimentaria del país, el 
fenómeno de la sustitución de cultivos llevó el gobierno 
federal a sugerir criterios de control. El cuaderno de pre-
sentación del ZAE, sin embargo, muestra sus contradic-
ciones desde las primeras páginas, al afirmar que Brasil 
posee 64,7 millones de hectáreas “aptas para el cultivo o 
a la expansión bajo usos agrícolas diversos” (área pasible 
de uso para la agricultura y pecuaria), y al señalar, pos-
teriormente, que es exactamente esta el área considera-
da como propicia para el cultivo de caña - aptitud esta di-
vidida en alta, mediana y baja. Hoy, del total de las 64,7 
millones de hectáreas donde la caña, en teoría, se podría 
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expandir, 19,2 millones, que son ocupadas por activida-
des agropecuarias, tienen alta aptitud para la caña, 41,2 
millones de hectáreas, con agricultura o pecuaria, tienen 
mediana aptitud, y 4,2 millones de hectáreas en estas con-
diciones tienen baja aptitud. De acuerdo con Cid Caldas, 
coordinador general de azúcar y alcohol del Ministerio 
de la Agricultura, Pecuaria y Abastecimiento (Mapa), ese 
ministerio será responsable por la autorización de la sus-
titución de áreas de otras actividades agropecuarias por el 
cultivo de caña, considerando un cálculo nacional sobre el 
impacto de la reducción de estas áreas sobre la seguridad 
alimentaria brasileña. Es decir, el avance de la soja sobre 
áreas de maíz, por ejemplo, considerará no la realidad lo-
cal o del Estado, sino la producción de granos de todo el 
país. En un ejercicio prospectivo - ya que el ZAE es, so-
bre todo, una directriz técnica para el cultivo de caña -, 
dos aspectos pueden ser considerados relevantes en este 
escenario: el impacto local de la reducción de las activida-
des de producción de alimento y el traslado de estas acti-
vidades hacia las zonas de exclusión de la caña - Amazo-
nía, Cuenca del Alto Paraguay y Pantanal.

	 De acuerdo con el zoneamiento, 34 millones de 
hectáreas actualmente ocupadas por pastos y pecuaria - 
áreas muchas veces degradadas o subutilizadas debido a la 
baja eficiencia de la actividad - pueden dar lugar a la caña. 
Este cambio, de acuerdo con el gobierno, podría estimu-
lar inversiones en el aumento de la productividad pecua-
ria (relación cabeza de ganado/hectárea), pero, tomando 
en cuenta la tendencia histórica de la relación expansión 
agrícola/pecuaria, que ha provocado una creciente ocupa-
ción de la Amazonía por el ganado, 
por ejemplo, no hay garantías de 
que este cuadro no se agravará. Ac-
tualmente, la pecuaria ocupa cerca 
de 75 millones de hectáreas en ese 
bioma. Lo mismo podrá ocurrir con 
cultivos como la soja (que ya ocu-
pa cerca de 1,6 millones de hectá-
reas en la Amazonía) y el arroz, que 
también se ha se propagado por las 
zonas de excepción de la caña.

 Posibles impactos sobre áreas 
de pecuaria y agricultura
	
	 De acuerdo con el ZAE, 
los Estados con mayor aptitud para 
la expansión de la caña son Goiás, 
Mato Grosso do Sul, São Paulo, 
Minas Gerais y Paraná, además 
de la parte de Mato Grosso que no 
compone la Amazonía Legal. En lo 
que se refiere a la pecuaria, el esce-
nario en estos Estados, de acuerdo 
con los estudios del Instituto Bra-
sileño de Geografía y Estadística 

(IBGE) del 2007, presenta rebaños de 20,4 millones de 
cabezas de ganado en Goiás, 25,6 millones de cabezas en 
Mato Grosso, 20 millones en Mato Grosso do Sul, 22,5 
millones en Minas Gerais, 13 millones en São Paulo y 10 
millones en Paraná. 

	 A pesar de la proyección del ZAE de que la caña 
debe ocupar prioritariamente pastos degradados y con 
baja producción, no existen datos o estudios nacionales y 
estaduales que midan el volumen de áreas en esa situación. 
Por otro lado, una superposición de los mapas del zonea-
miento con datos del mapeo de las actividades agropecua-
rias del Sistema IBGE de Recuperación Automática (Si-
dra) muestra que las áreas de pastos aptas para el cultivo 
de caña ocupan municipios con alta productividad pecua-
ria. Tomando el ejemplo del estado de Goiás - que posee 
32 usinas que ya están funcionando y 48 proyectos en pro-
ceso de elaboración, de los cuales 15 están en la fase ini-
cial del proceso (análisis preliminar), 17 ya poseen licencia 
previa y 16 poseen licencia de instalación -, en la faja indi-
cada por el zoneamiento como área de pastos apta para el 
cultivo de caña en las regiones sur y sudoeste del Estado 
(de Limeira do Oeste y Quirinópolis a Doverlândia, Caia-
pônia y Piranhas), los datos del Sidra del 2007 muestran 
la predominancia de municipios con alta concentración de 
ganado (85 mil a 715 mil cabezas). De la región central 
(Goiânia) al noroeste (Nova Crixás), la concentración os-
cila entre mediana (38 mil a 75 mil cabezas) y alta. 

	 En lo que se refiere a las áreas de cultivos ali-
mentarios, una comparación entre los mapas del zonea-

MAPA DE LA PRODUCCIÓN PECUARIA POR MUNICIPIO DE GOIÁS

Fuente: Sidra IBGE

620 > 37.000
37.800 > 85.450
85.890 > 715.350

Variable - Efectivo de los Rebaños (2007)
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miento y los datos del Sidra para la producción agrícola 
muestra que donde constan áreas de pastos, muchos mu-
nicipios tienen producción elevada de cultivos alimenta-
rios (entre mil y 50 mil hectáreas). Tomando nuevamente 
el Estado de Goiás como ejemplo, donde el mapa del zo-
neamiento muestra área de pastos en las regiones sudes-
te, norte, central y nordeste, se destacan municipios con 
mil a 50 mil hectáreas de arroz, de acuerdo con el Sidra. 
Municipios con mil a 50 mil hectáreas de frijoles también 
ocupan la mayor parte de la región señalada por el zo-
neamiento como de ocupación agrícola, en los municipios 
de Jussara y Santa Fé de Goiás, Rio Verde, Santa Hele-
na, Jataí, Chapadão do Céu, Santa Rita do Araguaia y Ni-
quelândia. Municipios con mil a 50 mil hectáreas de maíz 
conforman prácticamente toda el área indicada por el zo-
neamiento como viable para la caña. Serranópolis, Itaru-
ma, Quirinópolis y Gouvelândia, así como Caiapônia y la 
región de los alrededores de Goiás, señalados como co-
rrespondiendo a pastos, son grandes productores de maíz. 
A su vez, los municipios con la misma productividad de 
soja ocupan prácticamente toda el área de agricultura se-
ñalada como apta para la caña. 

	 Según el gerente de alimentación básica de la 
Conab, Wellington Teixeira, como el cultivo de caña es 
directamente relacionado a la presencia de usinas - la mo-
lienda de la caña debe ocurrir como máximo 36 horas des-
pués del corte -, es un hecho que las cercanías de una usi-
na, independientemente del tipo de actividad anterior, 
serán convertidas en cultivos de caña. 

	 Como la producción de soja en las últimas zafras 
mantuvo un ritmo ascendente, así como la producción de 
caña, el traslado de cultivos es un fenómeno que ya está 
ocurriendo, ya está ocupando áreas de la agricultura fa-
miliar y ya está generando impactos en biomas más sen-
sibles. Por otro lado, la adopción de un cálculo nacional 
para medir posibles impactos de la caña sobre cultivos ali-
mentarios puede generar un encarecimiento considerable 
de los alimentos en las regiones que pierdan sus cultivos 
para la caña, dado que el transporte de los alimentos des-
de localidades distantes es uno de los principales costos 
embutidos en el precio final, evalúa Teixeira. Según él, en 
caso de que se confirme que el ZAE indicará áreas de alta 
producción agropecuaria como aptas para la caña, queda-
rá claro que su objetivo ha sido totalmente distorsionado.

Cruce de los datos del IBGE
con los del ZAE, por Estado 

 Pecuaria

Mato Grosso | De acuerdo con el IBGE, en el 2007 el Es-
tado poseía cerca de 25,6 millones de cabezas de ganado. 
En el área de pastos indicada como apta para el cultivo de 
caña - mancha que se extiende desde el sudeste (Alto Ta-

quari) hasta el noroeste (São Félix do Araguaia) del Es-
tado, adentrando en dirección a la región central por los 
municipios de Água Boa, Paranatinga y Nova Mutum -
, hay un equilibrio de municipios con alta productividad 
(203 mil a 840 mil cabezas), mediana productividad (79 
mil a 203 mil cabezas) y baja productividad (13 mil a 78 
mil cabezas).

Mato Groso do Sul | De acuerdo con el IBGE, en el 2007 
el Estado poseía cerca de 20 millones de cabezas de gana-
do. En la región indicada por el zoneamiento como área 
de pastos apta para el cultivo de caña, que ocupa práctica-
mente toda la faja entre el sur y el noroeste del Estado (de 
Iguatemi a Chapadão do Sul), predominan municipios con 
alta productividad pecuaria (275 mil a 1,8 millón de ca-
bezas). En segundo lugar quedan los municipios con pro-
ductividad mediana (160 mil a 270 mil cabezas).

Minas Gerais | De acuerdo con el IBGE, en el 2007 el Es-
tado poseía cerca de 22,5 millones de cabezas de ganado. 
En la región de pastos indicada por el zoneamiento como 
apta para la producción de caña, que ocupa toda la par-
te oeste del Estado (de Carneirinho a Patrocínio), predo-
minan municipios con alta productividad bovina (21 mil 
a 353 mil cabezas). Lo mismo ocurre en la región noroes-
te (de João Pinheiro a Cabeceira Grande) y en la faja que 
corta el Estado en sentido latitudinal (de Machado a Mon-
tes Claros).

São Paulo | En el 2007, el Estado poseía cerca de 13 mi-
llones de cabezas de ganado. En la región de pastos indi-
cada por el zoneamiento como apta para la producción de 
caña al oeste del Estado (en el triángulo formado por Ilha 
Solteira, Teodoro Sampaio y Paraguaçu Paulista), predo-
minan municipios con alta producción (21,5 mil a 135 mil 
cabezas). En la región central (una mancha que abarca los 
municipios entre Tupã, Promissão, Iacanga y Botucatu), 
varían municipios de baja producción (32 a 8 mil cabezas), 
mediana (8 mil a 21 mil) y alta productividad.

Paraná | Paraná tiene cerca de 10 millones de cabezas de 
ganado. En la región de pastos indicada por el zoneamien-
to como apta para la producción de caña, entre las regio-
nes oeste y norte del Estado (entre Altônia, Cianorte y 
Santo Inácio), predominan municipios con alta producti-
vidad bovina (26 mil a 172,6 mil cabezas).
 

 Agricultura

	 En una comparación entre los mapas del zonea-
miento y los datos del Sidra para la producción agrícola, 
es posible constatar que donde constan áreas de pastos, 
muchos municipios tienen producción elevada de cultivos 
alimentarios (entre mil y 50 mil hectáreas). Pero lo más 
importante, en esta comparación, es el indicio de que una 
posible expansión de la caña en áreas consideradas aptas 
debe afectar regiones de alta productividad alimentaria.
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Goiás | Donde el mapa del zoneamiento señala área de 
pastos en los municipios de Doverlândia, Caiapônia, Rio 
Verde, Minerba, Aparecida do Rio Doce y Santa Helena, 
en el sudoeste del estado; Porangatu, en el norte; Goiás y 
Goiânia, en la región central, y Catalão, en el noroeste, se 
destacan municipios con mil a 50 mil hectáreas de arroz, 
de acuerdo con el Sidra. Municipios con mil a 50 mil ha 
de frijoles también ocupan la mayor parte de la región se-
ñalada por el zoneamiento como de ocupación agrícola, en 
los municipios de Jussara y Santa Fé de Goiás, Rio Ver-
de, Santa Helena, Jataí, Chapadão do Céu, Santa Rita do 
Araguaia y Niquelândia. Municipios con mil a 50 mil ha 
de maíz conforman prácticamente toda el área indicada 
por el zoneamiento como viable para la caña. Serranópo-
lis, Itaruma, Quirinópolis y Gouvelândia, así como Caia-
pônia y la región de los alrededores de Goiás, señalados 
como siendo de pastos, son fuertes productores de maíz. 
Los municipios con la misma productividad de soja, a su 
vez, ocupan prácticamente toda el área de agricultura se-
ñalada como apta para la caña.

Mato Grosso | Toda el área agrícola en la región centro-
oeste del estado señalada como apta para el cultivo de 
caña es compuesta por municipios con mil a 50 mil hectá-
reas de arroz. Lo mismo ocurre en las regiones señaladas 
como áreas de pastos en el sudoeste, como Primavera do 
Leste, Água Boa y Canarana. Igual área del centro-oeste 
- Campo Novo dos Parecis, Diamantino y Sapezal - tiene 
alta producción de frijoles, así como las áreas aptas para 

la caña en la región central - Lucas do Rio Verde y Sorri-
so, grandes campeones también en la producción de soja. 
Los municipios con mil a 50 mil hectáreas de maíz, a su 
vez, conforman prácticamente toda el área de agricultu-
ra del Estado. 

Mato Grosso do Sul | Gran parte del área de agricultura 
apta para el cultivo de caña en el Estado - región de Ponta 
Porã, Dourados y Rio Brilhante - es compuesta por muni-
cipios con mil a 50 mil hectáreas de arroz. Lo mismo ocu-
rre con la región de Chapadão do Céu (identificada en el 
zoneamiento como región de pastos). Sidrolândia, en la 
región central, Ponta Porã, Aral Moreira y Vicentina, en 
el sudoeste, y Naviraí y Querência do Norte, en el norte 
del Estado, también considerados favorables para el cul-
tivo de caña, son grandes productores de frijoles. Toda la 
región sur y sudoeste, parcialmente señalada en el mapa 
del zoneamiento como correspondiente a pastos, es com-
puesta por municipios con alta productividad de maíz. Lo 
mismo ocurre en la región noroeste - Águas Claras, Cas-
silândia, Chapadão do Sul, Costa Rica y Chapadão do Céu 
(identificadas como áreas de pastos por el zoneamiento ). 
Un cuadro muy parecido describe los cultivos de soja, que 
ocupan una ancha faja de norte a sur del Estado, entre los 
municipios de Pedro Gomes y Mundo Novo.

Minas Gerais |La región entre Sítio d’Abadia, Arinos, Unaí 
y João Pinheiro, en la parte noroeste del estado, predo-
minantemente señalada por el zoneamiento como área de 
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pastos, con un poco de agricultura, concentra los principa-
les municipios productores de arroz. La mancha entre Sí-
tio d’Abadia, Buritizeiro e Ibiá, también considerada como 
predominantemente de pastos, comporta parte de los ma-
yores productores de frijoles. Prácticamente todos los mu-
nicipios listados como aptos para la caña tienen alta pro-
ducción de maíz (mil a 50 mil hectáreas), siendo que los 
municipios con la misma producción de soja ocupan toda 
la región oeste y noroeste del Estado, predominantemente 
identificada por el zoneamiento como área de pastos.

São Paulo | Las áreas de arroz, al este del estado, son bas-
tante insignificantes y no deben ser afectadas por la pro-

ducción de caña. Lo mismo no ocurre, sin embargo, en los 
principales municipios productores de papas y frijoles - 
región de Paranapanema, Capão Bonito e Itapetininga, en 
el sudoeste del Estado, apta para la expansión de la caña. 
El principal cultivo amenazado por la caña, sin embargo, 
es el maíz, que ocupa de mil a 50 mil hectáreas en prácti-
camente todos los municipios considerados buenos para el 
cultivo de caña. Por fin, la soja también ocupa gran parte 
de los municipios en estas condiciones en las regiones oes-
te y sudoeste del Estado de São Paulo.

Paraná | Los pocos municipios con cultivos de arroz en 
el noroeste del Estado -Querência do Norte y Santa Mô-

nica - y en Londrina son 
considerados aptos para 
la caña por el zonea-
miento. Lo mismo ocu-
rre con los mayores mu-
nicipios productores de 
mandioca en el sudoes-
te, oeste y noroeste. Ya 
el frijol, que ocupa prin-
cipalmente las regiones 
central, este y noroeste, 
no debe ser tan afectado. 
En relación al maíz y a 
la soja, que ocupan prác-
ticamente las mismas 
áreas, los grandes muni-
cipios productores en la 
faja que se extiende en-
tre el oeste, el norte y el 
noroeste del Estado pue-
den ser afectados.
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Impactos indirectos

	 Todavía es difícil evaluar si la expansión de la 
caña en el sudoeste y centro-oeste ha empujado activida-
des agropecuarias - en especial la soja y el ganado - hacia 
otras regiones, como las zonas de exclusión de la caña es-
tablecidas por el Zoneamiento Agroecológico (Amazonía, 
Pantanal y Cuenca del Alto Paraguay). El hecho es que 
la región norte tuvo un aumento de 7,9% de área planta-
da con soja en la zafra 2009/2010 en comparación con la 
zafra 2008/2009, según el último levantamiento de gra-
nos de la Conab, de enero del 2010 (en el noroeste el au-
mento fue de un 8,9%, en el centro-oeste de un 5%, en el 
sudoeste de un 8,2% y en el sur de un 6,4%).

	 De acuerdo con el Sidra, del IBGE, el rebaño bo-
vino también tuvo un aumento significativo en la región 
norte entre los años de 2007 y 2008, pasando de cerca de 
37,8 millones de cabezas a cerca de 39,1 millones de cabe-
zas de ganado. En el mismo periodo, el crecimiento de la 
pecuaria en la región centro-oeste fue menor, pasando de 
68,08 millones de cabezas a 68,9 millones; y en el sudoes-
te hubo una reducción: de 38,5 millones de cabezas, en el 
2007, a 37,8 millones de cabezas, en el 2008.

	 Como ya se ha dicho, el zoneamiento de la caña 
es uno de los mecanismos de la estrategia oficial de es-
tampar un “sello verde” en el etanol brasileño frente al 
mercado internacional, cohibiendo la deforestación, la 
extracción de vegetación nativa y otros impactos en áreas 
y biomas sensibles. De hecho, la deforestación de vegeta-
ción nativa en Mato Grosso para plantar caña ha sufri-
do una reducción entre el 2007 y el 2008, tendencia que 
debe reforzarse en el próximo periodo. Sin embargo, fal-
ta saber si los impactos ambientales no serán traspasados 
a otras áreas, en la medida en que actividades agropecua-
rias desalojadas por la caña migren hacia zonas de excep-
ción, o, inclusive, asuman el papel de extraer la cobertura 
vegetal de áreas que posteriormente podrían ser dedica-
das a la actividad cañera.
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Capítulo_4 
Impactos sobre 
Poblaciones Indígenas

	 Como se ha señalado en el capítulo sobre el Zo-
neamiento Agroecológico de la Caña de Azúcar, Mato 
Grosso do Sul, a pesar de que parte de su territorio (Pan-
tanal y Cuenca del Alto Paraguay) se considera zona de 
exclusión de caña, está invirtiendo pesadamente en la ex-
pansión del sector sucroalcoholero, en especial en el cono 
sur del Estado. En el “Proyecto Estratégico de Desarro-
llo” del gobierno del Estado, publicado el año pasado, 
Mato Grosso do Sul fue presentado como el “mejor lugar 
para producir etanol en Brasil”, con disponibilidad de tie-
rras a valor competitivo, facilidad de mecanización, cerca-
nía a los centros consumidores y apoyo institucional del 
gobierno del Estado (desde 1999, el gobierno del Esta-
do ofrece incentivos en el Impuesto sobre Circulación de 
Mercaderías y Servicios (ICMS) para operaciones relati-
vas al sector de azúcar y alcohol. Desde el año 2006, cuan-
do se dio la aprobación del proyecto MS Emprendedor, el 
incentivo puede llegar a 67% del ICMS, por un plazo de 
hasta 15 años). 

	 Según el mapeo de la Secretaría de Desarrollo 
Agrario, de la Producción, de la Industria, del Comercio y 
del Turismo (Seprotur), el Estado cuenta actualmente con 
14 usinas implantadas y 28 en fase de implantación, y es-
tán pendientes de evaluación, además, 48 pedidos de ins-
talación de nuevas unidades.

	 A pesar del apoyo del gobierno del Estado, sin 
embargo, dependiendo de los resultados de los estudios 
antropológicos para detección de áreas indígenas, reini-
ciados por la Funai (Fundación Nacional del Indio) a fines 
del 2009, el avance de la caña en Mato Grosso do Sul po-
drá enfrentar, dentro de poco, algunos obstáculos.

	  Entre las 42 Tierras Indígenas (TIs) ya recono-
cidas en el Estado, gran parte de ellas se concentra en la 
región de la expansión cañera en el cono sur (entre Do-

Usinas de azúcar y alcohol 
en Mato Grosso do Sul
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urados y la frontera con Paraguay), y de acuerdo con el 
Ministerio Público Federal5 (MPF), 16 fábricas están lo-
calizadas en los municipios donde hay tierras ya identifi-
cadas y delimitadas por la Funai.

	 Con el agravamiento de problemas como conflic-
tos fundiarios y desnutrición de niños guaraní-kaiowás en 
los últimos años, resultado principalmente de la morosi-
dad del proceso de demarcación de las TIs en el Estado, 
el MPF y la Funai firmaron, en noviembre del 2007, un 
Término de Ajuste de Conducta (TAC) para retomar los 
estudios antropológicos de áreas reivindicadas como tra-
dicionalmente indígenas, pero en septiembre del 2008 los 
trabajos fueron suspendidos después de un fuerte lobby del 
sector del agronegocio y del mismo gobierno del Estado. 

	 En el segundo semestre del 2009, la Funai anun-
ció que retomaría los trabajos, lo que generó una fuer-
te reacción del gobernador André Puccinelli (PMDB). En 
oficio enviado al ministro Tarso Genro (Justicia), el 6 de 
noviembre del 2009, Puccinelli argumenta que la desti-
nación de tierras no puede ser considerada como una so-
lución a los problemas enfrentados por la población indí-
gena, que necesitaría, sobre todo, políticas de asistencia, 
escuelas y salud, “propiciándoles ocupación y dignidad, 
con la explotación correcta y eficiente de las tierras de 
que ya disfrutan”.

	 “Esa aclaración tiene como objetivo restablecer 
la verdad y solicitar que el Ministerio de la Justicia esté 
al lado con el Gobierno en el sentido de atender a la so-
ciedad de Moto Grosso do Sul (compuesta por indígenas 
y no indígenas) con isonomía, proveyendo al indio aque-
llo que efectivamente necesita y asegurando al no indio 
el respeto al acto jurídico perfecto y al derecho a la pro-
piedad (...). En ese contexto, frente al reiterado incumpli-
miento por parte de la Funai de los entendimientos con 
ella establecidos, solicito a Vuestra Excelencia que deter-
mine a aquella Fundación la suspensión de los trabajos de 

los grupos técnicos instituidos, de todos los procesos de 
demarcación, incluso manteniendo en vigencia los actua-
les decretos, hasta que una nueva ronda de negociaciones 
sea establecida y los trabajos sean reanudados observando 
la reciente decisión del STF”.

	 Puccinelli también afirmó que el gobierno se ne-
gará a acompañar el trabajo de la Funai, porque no quie-
re ser un “mero coadyuvante en un proceso de demarca-
ción que legitime una acción que reputo contraria a los 
intereses de la población (indígena y no indígena) que este 
Gobierno representa”. No obstante las posiciones del go-
bernador, en diciembre del 2009 los Grupos de Trabajo 
de la Funai volvieron al Estado para reanudar los estu-
dios antropológicos, que abarcarán seis cuencas hidrográ-
ficas (ríos Dourados, Amambaí, Iguatemi, Apa, Brilhante 

MUNICIPIOS COM ÁREAS INDÍGENAS EN ESTUDIO POR LA FUNAI

Antônio João

Amambai

Aral Moreira

Bela Vista

Bonito

Caarapó

Caracol

Coronel Sapucaia

Dourados

Douradina

Fátima do Sul

Iguatemi

Japorã

Jardim

Juti

Laguna Carapã

Maracaju

Mundo Novo

Naviraí

Paranhos

Ponta Porã

Porto Murtinho

Rio Brilhante

Sete Quedas

Tacuru

Vicentina

e Ivinhema), en un total de 3,5 millones de hectáreas en 26 
municipios de la región sur del estado. Los estudios deben 
ser finalizados hasta mediados del 2010.

	 De acuerdo con Marcos Homero Ferreira Lima, 
analista perito en antropología del MPF/MS, a pesar de 
la probable extensión de plazos para finalizar los procesos 
de demarcación que definirán los límites de las tierras in-
dígenas, la existencia de comunidades cercanas entre sí, 
con fuertes vínculos culturales, familiares y económicos, 
que deberán ser consideradas como macrocomunidades, 
podrá, en el futuro, generar problemas a productores cu-
yas áreas se sobrepongan a los territorios indígenas. De 
cualquier forma, como ya se ha señalado anteriormente, 
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la financiación pública del sector sucroalcoholero sufrió 
una restricción por parte del Consejo Monetario Nacio-
nal tras el decreto del zoneamiento de la caña. Con base 
en el ZAE, están prohibidos créditos públicos a la caña en 
el Pantanal, la Cuenca del Alto Paraguay y la Amazonía, 
así como en áreas indígenas. En caso de que el proyecto de 
ley del ZAE se apruebe en el Congreso sin alteraciones, el 
establecimiento de zonas de exclusión de caña no sólo ser-
virá como referencia para la política de créditos públicos, 
sino que tendrá valor de ley.

Cuestión fundiaria:
conflictos en aumento

	 La disputa de tierras involucrando a indígenas y 
hacendados en Mato Grosso do Sul es uno de los principa-
les vectores de los conflictos agrarios con empleo de vio-
lencia y existencia de víctimas en el Estado.

	 El confinamiento de las poblaciones indígenas en 
pequeñas áreas por falta de demarcación de los territorios 
ha estimulado la violencia en varios niveles, evalúan an-
tropólogos y especialistas en salud. Campeón absoluto de 
casos de violencia contra indígenas en el 2008, según el 
informe de conflictos indígenas del Consejo Indigenista 
Misionero (Cimi), Mato Grosso do Sul fue palco de 42 de 
los 60 asesinatos de indios ese año, motivados por ataques 
externos y disputas internas. De acuerdo con el documen-
to, debido al confinamiento de las poblaciones en peque-
ños espacios de tierra, “la violencia entre los mismos in-
dios es el indicativo más importante para evaluar el grado 
de tensión y profundo malestar dentro de las aldeas indí-
genas, siendo, incluso, una de las causas de los desalojos 
de muchas familias hacia las orillas de carreteras o hacia 
centros urbanos”.

	 El año anterior, de acuerdo con el diario Campo 
Grande News, un estudio de la Fundación Nacional de Sa-
lud (Funasa) mostró que “el número de asesinatos en las 
reservas indígenas de Mato Grosso do Sul creció un 150% 
en el 2007 en comparación con el 2006. Entre enero y oc-
tubre del 2007, 35 indígenas fueron muertos en conflictos 
fundiarios o en episodios relacionados al consumo de alco-
hol y drogas. En todo el año 2006, fueron 14 homicidios”.

	 Según el coordinador técnico del Distrito Sani-
tario Indígena de la Funasa, Zelik Trajber, “los indios es-
tán confinados en áreas minúsculas, esa es la raíz del pro-
blema, que se suma a la cercanía con las ciudades de donde 
vinieron el alcoholismo y las drogas”.

	 Además de los asesinatos de indígenas, la violen-
cia sufrida como consecuencia de acciones para retomar 
territorios tradicionales se ha se intensificado. El 18 de 
septiembre del 2009, un campamento guaraní-kaiowá en 
Dourados (MS) fue atacado por hombres armados de la 

empresa de seguridad Gaspem. Las pertenencias y carpas 
de los acampados fueron incendiadas y el indígena Eugê-
nio Gonçalves, de 62 años, fue herido a bala. Documen-
tos del MPF y de la Funai indican que empleados y fun-
cionarios de seguridad de la Hacienda Serrana, al lado de 
la cual se encontraba el campamento, estaban involucra-
dos en esos hechos. La propiedad fue arrendada para culti-
var caña de azúcar por la Usina São Fernando, que perte-
nece a la Agropecuaria JB, del Grupo Bumlai, y al Grupo 
Bertin, hoy incorporado por el JBS-Friboi, uno de los ma-
yores frigoríficos de América Latina. De acuerdo con el 
Cimi, otros casos de violencia ocurridos en el 2009 - no 
necesariamente relacionados a áreas cañeras - fueron re-
gistrados en al menos cinco ocasiones:

• Cerca de 20 personas del pueblo guaraní- kaiowá de 
las aldeas de Sassoró y Porto Lindo fueron heridas el 
día 8 de diciembre, en un confronto con agentes de se-
guridad particulares de hacendados de la región del 
municipio de Iguatemi. Cinco indígenas tuvieron heri-
das más graves y fueron internados en el hospital de la 
ciudad de Tacuru. Una señora de 73 años tuvo su bra-
zo fracturado.

• Un grupo de hacendados y sus agentes de seguridad 
particulares amenazaron con varios tiros y con perros 
a los cerca de 250 guaraní-kaiowás que retomaron, 
el día 25 de noviembre, parte de su tierra tradicional 
(Kurussu Ambá), cerca del municipio de Coronel Sapu-
caia. El área ocupada queda a 5 km de la Hacienda Ma-
dama, donde, durante un desalojo, en enero del 2007, 
agentes de seguridad particulares asesinaron a la re-
zadera Julite Lopes, de 70 años. Hasta ahora, los res-
ponsables por el crimen siguen impunes. La comuni-
dad de Kurussu Ambá está viviendo desde hace cuatro 
años a orillas de la carretera MS-289, que une Amam-
baí a Coronel Sapucaia. En ese periodo, además de Ju-
lite, fueron asesinados Ortiz Lopes, en julio del 2007, 
y, en mayo del 2009, Osvaldo Lopes.
 
• El 19 de noviembre, un grupo de hacendados acom-
pañados por agentes de seguridad particulares arma-
dos desalojó sin orden judicial a una comunidad de 300 
indígenas terenas que había retomado parte de la tie-
rra Buriti, en el municipio de Sidrolândia. Un batallón 
de cerca de 50 policías participó en la acción. La ha-
cienda ocupada, Querência São José, se localiza en la 
tierra Buriti, identificada en el 2001 como tierra tra-
dicional indígena.

• El 29 de octubre, un día después del retorno a su 
tierra actualmente ocupada por la hacienda São Luiz, 
en el municipio de Paranhos, un grupo de indios fue 
sorprendido por un camión de pistoleros, que “lle-
gó disparando”. Según relato del cacique Irineu Verá, 
“todos los que estaban allá fueron agredidos con ar-
mas, balas de goma y con los puños”. Dos profesores, 
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Olindo y Genivaldo Verá, fueron asesinados duran-
te esa acción.

• En la noche del 14 de septiembre, personas no iden-
tificadas quemaron cerca de 35 casas de indígenas gua-
raní-kaiowás, de la aldea Laranjeira Ñanderu, cercana 
al municipio de Rio Brilhante. Los indígenas no esta-
ban en la aldea, pues desde el día 11 habían sido obli-
gados a salir de la tierra por orden judicial y estaban 
acampados a orillas de la carretera BR-163. Los cer-
ca de 130 guaraní-kaiowás de la comunidad Laranjei-
ra Ñanderu presenciaron como el fuego consumía sus 
casas y el resto de sus pertenencias. Durante la no-
che, los causadores del incendio siguieron intimidando 
a los indígenas, vigilando las cosas quemadas con au-
tomóviles y apuntando los focos de los vehículos con-
tra las carpas que estaban a orillas de la carretera6.

	 De acuerdo con un estudio del MPF, actualmen-
te corren procesos administrativos y/o judiciales referen-
tes a 13 conflictos más graves involucrando indígenas de 
áreas no demarcadas y propietarios de tierra, ocurridos 
entre el 2000 y el 2009 (a pesar de que parte de las áreas 
en cuestión no tienen relación con actividades cañeras, los 
conflictos relacionados ocurrieron en las regiones de ex-
pansión de ese cultivo).

Caña en áreas indígenas

	 El cultivo de caña en áreas propias o arrendadas 
que inciden sobre territorios indígenas en fase de recono-
cimiento ha hecho de las usinas de Mato Grosso do Sul 
uno de los blancos del Ministerio Público Federal en lo 
que se refiere a la defensa de los derechos de las poblacio-
nes indígenas. Actualmente, según estudio del Centro de 
Monitoreo de Agrocombustibles, al menos cuatro usinas 
se estarían abasteciendo de caña proveniente de territo-
rios reconocidos como indígenas o reivindicados y en pro-
ceso de estudio antropológico por la Funai. En Dourados, 
Ponta Porã y Caarapó, las usinas Dourados Azúcar y Al-

cohol, Nova América, Monte Verde y São Fernando ten-
drían relaciones con plantaciones que inciden en la TI Ja-
tayvary (en Ponta Porã, área donde 64 familias guaraníes 
residen en 180 hectáreas, pero que tiene 8.800 hectáreas 
reconocidas como área indígena por la Funai y ocupadas 
por haciendas) y en la TI Guyraroca (en Caarapó, donde 
128 familias viven en 58 hectáreas, pero que tiene 11.400 
hectáreas reconocidas por la Funai y que están ocupadas 
por haciendas,), y en las áreas de la Hacienda Serrana, en 
Dourados, antigua ocupación de indígenas guaraníes que 
hoy están acampados a orillas de la BR-463 (entre Doura-
dos y Ponta Porá), y de la hacienda Campo Belo, en la re-
gión conocida como Porto Cambira, de la cual 40 de las 
cerca de mil hectáreas están ocupadas por los guaraníes 
de Paso Piraju.

Usina São Fernando, Dourados | Entre las 
cuatro usinas citadas, sólo la São Fernan-
do ha dado señales de reconocer como indí-
genas áreas bajo disputa judicial, aceptan-
do el veto al cultivo de caña en esas tierras. 
En este sentido, la usina debe firmar con 
el MPF un Término de Ajuste de Conduc-
ta (TAC) inédito, a través del cual se com-
promete a rescindir un contrato de arrenda-
miento con la Hacienda El Shadai, localizada 
en el área de la TI Jatayvary. De acuerdo con 
el abogado de la empresa, Clelio Chiesa, la 
rescisión se dio a pesar de las pérdidas que 
devinieron del cese del plantío de caña que 
debería abastecer a la usina por los próximos 
cinco años. En cuanto al cultivo en la hacien-
da Serrana, palco de conflictos entre agentes 
de seguridad contratados por la empresa e 
indígenas que están reivindicando la reocu-

pación de una parte del área, la São Fernando asumió el 
compromiso de no renovar el contrato de arrendamiento 
después que éste finalice. En abril del 2009, sin embargo, 

Municipio Tierra indígena Nombre de la hacienda

Ponta Porã Kokue'y Fazenda Mosquiteiro

Paranhos Ypo´i. Fazenda São Luiz - soja

Rio Brilhante Laranjeira-Ñanderu Fazenda Doinho - soja

Rio Brilhante Laranjeira-Ñanderu Fazenda Santo Antonio da Nova Esperança - soja e gado

Ponta Porã Kokue'y

Ponta Porã Kokue'y

Amambai Kurussu Ambá Fazenda Madama

---

---

Dourados Passo Pirajú Fazenda Campo Belo - cana

Dourados Pacurity Fazenda Cruz de Malta - soja

Dourados Apyka'y Fazenda Serrana - cana

Itaporã Karumbé Fazenda Santa Terezinha

Itaporã Karumbé Fazenda Dom Pierino - cana

Maracaju Karumbé Fazenda Dom Fabrizio

Dourados Karumbé Fazenda Figueira - cana

Dourados Karumbé Fazenda Dal Lago - cana

CONFLICTOS - PROCESOS ADMINISTRATIVOS Y/O JUDICIALES

Fuente: MPF/MS

El indígena Eugênio Gonçalves, 
62, herido en ataque de 
agentes de seguridad privados 
de la São Fernando

Foto: Marcos Homero Ferreira Lima (MPF-MS)
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según testimonios de indígenas que trabajaron en el culti-
vo de caña para esa usina, ésta dio la orden de destruir los 
cultivos de un campamento guaraní establecido en la Se-
rrana, después de desalojar al grupo, a pesar del acuerdo 
firmado asegurando que las familias tendrían tiempo para 
cosechar sus huertas.

Usina Nova América, Caarapó | La unidad de Caarapó del 
grupo Nova América, empresa paulista dueña de la mar-
ca Açúcar União, que se asoció al Grupo Cosan el 2009 (a 
fines de ese año, la Cosan fue incluida por el Ministerio 
del Trabajo y Empleo en la “lista sucia” del Trabajo Es-
clavo, de la cual salió a inicios de enero gracias a un re-
curso ante la Justicia), es arrendataria de la hacienda San-
ta Claudina, propiedad del diputado estadual, agricultor 
y ganadero José Teixeira (DEM), y que incide en la tie-
rra indígena Guyraroca (el área ya ha sido inspeccionada 
por la Funai y tuvo el resumen de identificación y delimi-
tación publicado en el Diario Oficial). El grupo de Guyra-
rocá está reivindicando el área donde se encuentra la ha-
cienda de Teixeira desde 1990. En 1999, sufrió violenta 
represión policial que victimó fatalmente a un niño duran-
te la fuga de su madre. En julio del 2005, la Justicia per-
mitió la permanencia de las actuales 128 familias en un 
terreno de 58 hectáreas que pertenece a la hacienda Ypui-
tã, propiedad de Saulo Oliveira, que también incide sobre 
el área indígena. Actualmente, los cultivos de caña de la 
Nova América rodean a las familias de la aldea de Guyra-
rocá, que, según el líder Ambrósio Vilhalva, pese a la au-
sencia de quemas de caña en las cercanías de las casas, tu-
vieron problemas de salud debido al humo que venía de 
áreas cercanas, traído por el viento. Otro problema, señala 
Vilhalva, son las constantes fumigaciones de veneno, que 
ya afectaron el canal que separa a la aldea de la plantación 
de caña, y del cual ellos se abastecen de agua. De acuer-
do con nota técnica del Ministerio Público Federal, la ac-
ción de los hacendados en el territorio de Guyrarocá tam-
bién ha causado una acelerada degradación ambiental, en 
especial deforestaciones de la vegetación ciliar de canales 

y ríos. La depredación contribuiría para que minas y cur-
sos de agua se sequen y sufran de sedimentación.

Usina Dourados Açúcar e Álcool, Dourados | Propiedad del 
empresario Celso Dal Lago, la empresa es señalada por 
los indígenas de Paso Piraju como receptora de la caña 
producida en la hacienda Campo Belo, propiedad de Es-
malte Chaves, cuñado de Dal Lago7. La Campo Belo ocu-
pa las cerca de mil hectáreas reivindicadas por los indíge-
nas, que hoy están confinados en 40 hectáreas dentro de 
la propiedad. De acuerdo con nota técnica del antropólogo 
del MPF en Dourados, Marcos Homero Ferreira Lima, 
los indígenas aguardan el Grupo de Trabajo de la Funai 
para efectuar el reconocimiento del territorio reivindicado 
como tierra indígena, el cual ha sido palco de varios con-
flictos violentos en los últimos seis años. Según el docu-
mento, la primera reocupación de la hacienda Campo Belo 
por los indígenas, que hasta entonces vivían a orillas de la 
carretera que une Dourados a Caarapó, ocurrió a inicios 
del 2004 y fue seguida de rápido desalojo. En octubre del 
mismo año, una nueva acción sobre la hacienda resultó en 
la autorización judicial de ocupación de 40 hectáreas, que 
es donde el grupo permanece. De acuerdo con la nota téc-
nica del MPF, a partir de este periodo, “se intensificaron 
las investidas del hijo del propietario contra los indios. En 
cierta ocasión, atropelló con su vehículo a una india tran-
seúnte; en otra, intentó adentrarse en el área ocupada de-
rribando el portón de acceso con su camioneta; en otra, 
invadió el área ocupada, y desde su camioneta lanzó fue-
gos artificiales contra los indios”. Estos ataques constan-
tes llevaron a una tragedia el año 2006, cuando, según los 
indígenas, un vehículo sin identificación ocupado por po-
licías a la paisana entró en la aldea y provocó un enfrenta-
miento que acabó con la muerte de dos militares y la pri-
sión de nueve indígenas.

Agua para consumo sufre contaminación de agrotóxicos
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Usina Monte Verde, Ponta Porã | Con 60% de las acciones 
en poder de la empresa multinacional Bunge (los otros 
40% pertenecen al empresario Flávio Sergio Wallauer), la 
usina Monte Verde es arrendataria de al menos tres ha-
ciendas que inciden sobre el área indígena de Jatayvary 
(haciendas Santa Luzia, Guarida y Tres Marias). La Funai 
publicó el resumen del reconocimiento de la tierra indíge-
na (8.800 hectáreas) en el Diario Oficial el año 2004, pero 
el proceso administrativo de demarcación fue suspendido 
poco después de eso, siendo reanudado recién en el 2009. 
A diferencia de la usina São Fernando, la Monte Verde no 
se ha mostrado abierta a la discusión del arrendamiento 
de áreas en tierras indígenas, afirma el MPF.

Trabajo: compleja relación
entre usinas e indígenas 

	 A pesar de los conflictos involucrando la disputa 
por tierras entre hacendados e indígenas en Mato Grosso 
do Sul, el sector sucroalcoholero desarrolló una estrecha 
relación laboral con las comunidades guaraní-kaiowás. Es 
difícil mensurar el número de indígenas que anualmente 
trabajan en el plantío, manejo y corte de caña en el Estado, 
pero la Funai y el Ministerio Público del Trabajo estiman 
que hasta ocho mil indios estén implicados en la actividad. 

	 De acuerdo con el antropólogo Antonio Brand, 
con el crecimiento de la agricultura mecanizada en el Esta-
do los cultivos de caña terminaron constituyéndose como 
el último nicho para absorber la mano de obra indígena. 
En este sentido, el sector ha atraído cada vez más a los jó-
venes de las aldeas, y casos de falsificación de documentos 
para permitirles conseguir empleo en las usinas son comu-
nes. De la misma forma, evalúa Brand, el trabajo en la caña 
ha llevado a innumerables familias a abandonar las aldeas. 
“Las Tierras Indígenas de Caarapó, Dourados y Amambaí, 
que juntas tienen cerca de 9 mil hectáreas, abrigan a cerca 

de 28 mil personas. Es decir, cerca de 70% de la población 
guaraní de Mato Grosso do Sul está en esas tres áreas. No 
hay ninguna posibilidad de que estos indígenas trabajen en 
actividades de subsistencia en ese espacio, inclusive porque 
la tierra está muy degradada, no hay recursos para el cul-
tivo, las semillas no brotan”, explica el antropólogo. Según 
él, en esa situación la expectativa de los jóvenes no es la de 
tener tierra, sino la de tener empleo.

	 A pesar de un rechazo brutal a la presencia de los 
indígenas y de un fuerte racismo vigente en el sector pro-
ductivo agrícola de Mato Grosso do Sul, evalúa Brand, la 
mano de obra de los indios todavía es bastante valoriza-

da en la caña, ya que son con-
siderados “más ágiles”. Según 
líderes indígenas de la región 
de Dourados, actualmente la 
mano de obra en los cultivos 
de caña se divide entre indí-
genas y migrantes nordesti-
nos, con poca utilización de la 
fuerza de trabajo local (no in-
dígena). En la aldea Te’yikue, 
en Caarapó, diariamente cer-
ca de 14 autobuses llegan en 
la madrugada para llevar tra-
bajadores indígenas hacia los 
cultivos de caña de las usinas 
São Fernando y Nova Améri-
ca. Los hombres son organi-
zados por reclutadores inter-
nos, llamados cabezantes, que 
inspeccionan los trabajos en el 

campo y reciben, además de un sueldo mínimo, 7,5% sobre 
la producción de sus compañeros. Según Zenildo Isnardo, 
uno de los cabezantes de la Te’yikue, las usinas movilizan 
a los reclutadores por teléfono y solicitan un determinado 
número de trabajadores. Dependiendo de la usina, el cabe-
zante asume la función de fiscal de campo, controlando a 
los trabajadores (es el caso de la São Fernando). Cuando la 
tarea es asumida por empleados de la propia usina, como 
en el caso de la Nova América, muchas veces ocurren pro-
blemas y disputas, dice Zenildo.

Placa de la usina Monte Verde
en área de la TI Jatayvary

Zenildo Isnardo, cabezante 
en la TI Te’yikue
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	 En la Te’yikue, los trabajadores parten a los cul-
tivos de caña entre las 2h30 y las 5h00 de la mañana, y 
vuelven normalmente cerca de las 16h30 (hay épocas en 
que los hombres vuelven después de las 19h, o trabajan 
durante toda la noche, afirman las mujeres de la aldea). 
Este sistema fue adoptado después de innumerables de-
nuncias de problemas generados por la manutención de 
los indios en los locales de trabajo, a veces durante 70 días 
o más. De acuerdo con la profesora indígena Renata Ri-
cardo, la ausencia de los hombres por períodos prolonga-
dos causa gran desestructuración del núcleo familiar, dado 
que las mujeres, en la cultura guaraní, tienen su status y 
su papel fuertemente definidos por el matrimonio. “Sin los 
hombres en casa, la crianza de los hijos ha sido perjudica-
da, muchas mujeres fueron rechazadas por el núcleo fami-
liar del marido, aumentaron los casos de prostitución in-
fantil, violencia y abuso sexual contra niños, de abandono 
del hogar y otros problemas”, explica la profesora.

	 Por otro lado, los hombres que pasaban (o pasan) 
largos períodos en alojamientos en las usinas han traído 
una serie de enfermedades a las aldeas, como sífilis y tu-
berculosis. En el 2009, relata la especialista en salud pú-
blica Estela Scandola, coordinadora de la ONG Ibiss, el 
puesto de salud de Amambaí registró cerca de 25 casos de 
mujeres embarazadas infectadas con sífilis. “El índice de 
infectación es mucho mayor, puesto que sólo fueron eva-
luadas las embarazadas que se presentaron a los servicios 
prenatales. Si tomamos a las mujeres - embarazadas y no 
embarazadas - que no fueron al puesto de salud, y a los 
hombres, tenemos un cuadro extremadamente complicado 
que no es tratado por la salud pública”, afirma Scandola.

	 En Amambaí, la usina Naviraí, del grupo ameri-
cano Infinity Bio Energy, aún mantiene alojamientos que, 
según la Fundación Nacional de Salud (Funasa), han sido 
uno de los principales vectores de contaminación de tu-
berculosis entre los indígenas que trabajan en la caña - en 
el 2008, fueron registrados nueve casos de tuberculosis y, 
en el 2009, otros siete. 

	 En cuanto a los problemas de cuño laboral, és-
tos todavía ocurren en la región, a despecho de la crecien-
te regularización (carné de trabajo y contratos legales) de 
la actividad en la mayoría de las usinas, denuncian los in-
dios de la Te’yikue. De acuerdo con el cabezante Zenildo, 
los 150 trabajadores contratados por la usina Debrasa, en 
Brasilândia, están hace más de siete meses sin recibir sus 
sueldos. Lo mismo ocurre con los indígenas contratados 
por 70 días por la usina Santa Olinda, en Sidrolândia. Am-
bas usinas pertenecen a la Compañía Brasileña de Azúcar 
y Alcohol (CBAA), que en el 2009 solicitó recuperación ju-
dicial. En el 2007, la Debrasa fue palco de una mega opera-
ción de liberación de trabajadores esclavizados - 810 indí-
genas fueron rescatados por el grupo móvil del Ministerio 
del Trabajo y Empleo. En el 2009, la Santa Olindo sufrió 
una ola de huelgas por falta de pago a los trabajadores.

	 Cuestionado sobre las diferencias entre las diver-
sas usinas de la región, el cabezante Zenildo es categórico: 
“no tenemos opción, cuando hay empleo, tenemos que aga-
rrarlo, independientemente de la usina”. De acuerdo con 
él, la mejor empleadora de las cercanías todavía es la usina 
São Fernando, “respetadora de los horarios y de la forma 
en que el indio trabaja. Ya en la Nova América sufrimos 
bastante, los fiscales no nos dejan descansar, tomar tererê 
(mate helado), patean y golpean a los trabajadores”. 

	 Con todo, cuenta Zenildo, la construcción de la 
Nova América, anunciada el 2006 y que empezó a funcio-
nar en el 2009, atrajo a Te’yikue un gran número de nue-
vos pobladores, lo que aumentó los problemas de confina-
miento de las familias y empezó a generar innumerables 
conflictos internos. “En el 2005, teníamos cerca de 3 mil 
personas en la aldea. Hoy, son casi 4,5 mil. Vinieron mu-
chos hombres solteros que empezaron a crear problemas 
con las mujeres de la comunidad, hasta que tuvimos que 
exigir que sólo vinieran familias completas”, explica Zeni-
ldo, que fue capitán (jefe) de la aldea hasta el 2008. 

	 Actualmente, la gran preocupación de la Te’yikue 
es el rápido avance de la mecanización en los cultivos de 
caña, que ya ha tenido impacto en la demanda de mano de 
obra en la aldea. “Con el fin del empleo en la caña, la si-
tuación aquí se va a poner insoportable. Casi nadie tiene 
huerta, por falta de tiempo y de espacio, y por falta de cré-
dito, ya que, sin el título de las tierras (las áreas indígenas 
son colectivas y pertenecen a la Unión), no conseguimos 
dinero con el banco”, explica Zenildo.

	 Situación diferente es la de la aldea de Guyraro-
cá, en Dourados, que tiene como líder a Ambrósio Vilhal-
va. Él encabezó las acciones de lucha por la tierra en la dé-
cada de los 90 - episodio retratado en la película “Tierra 
Roja”, del director chileno Marco Bechis, que cuenta con 
el propio Ambrósio como actor principal -, y hoy garanti-

Ambrósio Vilhalva garantiza la agricultura en la TI Guyrarocá
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za la manutención de la agri-
cultura como única fuente de 
subsistencia de la aldea.

	 En las 58 hectáreas 
ocupadas por la aldea y cer-
cadas por la caña de la usina 
Nova América, las familias de 
Guyrarocá siembran arroz, 
frijoles, maíz, mandioca, ca-
labaza, pepino y una gran di-
versidad de hortalizas, y la 
producción excedente se co-
mercializa con un comprador 
de Cristalina. Ex trabajador 
de la usina Debrasa a fines de 
la década de 1980, Ambrósio 
critica duramente la opción de otras aldeas por el trabajo en 
la plantación de caña. “Aquello es trabajo de esclavo. Viene 
la usina, habla con el capitán, y él vende todo para trabajar 
en la caña. Explota a sus compañeros y termina perdiendo 
todo, mujer, hijos y familia. Y ya nadie quiere saber de lu-
cha por la tierra, el trabajo en la caña estorba la demarca-
ción de tierras. La gente de la Te’yikue, que en los años 80 
tenía huertas lindas, hoy día trabaja para la Nova América 
en los fines de semana. Muchas veces, ellos pasan las no-
ches poniendo veneno en la caña, para que nadie los vea”. 

	 Según Ambrósio, la comunidad de Guyrarocá 
ha sido asediada tanto por gerentes de la Nova América 
como por el cabezante Zenildo, de la Te’yikue, que inten-
tan reclutar trabajadores. “La usina vino dos veces, tra-
tando de pagarme 15% sobre la producción de los trabaja-
dores que yo consiguiese. Usted puede vivir a costa de sus 
parientes o, si no, hacer lo que nosotros hacemos: vivimos 
de la huerta. ¿Le parece que yo me voy a ir a enriquecer 
empresario mientras nosotros, en la aldea, no nos queda-
mos con nada?”, se desahoga él.

Impactos del sector 
sucroalcoholero en la 
agricultura

	 Después de una crisis aguda de desnutrición de 
niños guaraní-kaiowás en Mato Grosso do Sul, en el 2005, 
que adquirió dimensiones internacionales debido a las más 
de veinte muertes, los indígenas del Estado pasaron a re-
cibir sistemáticamente cestas básicas de la Funai y del go-
bierno del Estado, como forma de minimizar el problema 
del hambre. 

	 A pesar de reconocer esa medida como solución 
de emergencia para el grave problema de la desnutrición, 
varios líderes indígenas han manifestado divergencias so-
bre los métodos adoptados en la construcción de las polí-
ticas asistenciales, argumentando que no hubo discusión 

más profunda sobre la naturaleza del abastecimiento de 
alimentos y de políticas estructurales para romper la de-
pendencia de las cestas básicas. Según el profesor indíge-
na Otoniel Ricardo, electo vereador (concejal) de Caara-
pó en las últimas elecciones, culturalmente los guaraníes 
siempre han trabajado con la agricultura como forma de 
subsistencia, práctica que se está perdiendo con el estre-
chamiento de las relaciones laborales con las usinas y con 
la consecuente reducción de la organización de la lucha 
por la tierra. “Este año (2009) hice una encuesta en las al-
deas y 100% de las familias afirmaron que les gustaría tra-
bajar en la agricultura, si hubiese tierra y políticas públi-
cas de incentivo. 

	 “La huerta es uno de los principales factores de 
agregación familiar, mantiene a las familias unidas. Creo 
que la inevitable reducción de la oferta de empleos en la 
caña, debido a la creciente mecanización del sector, a pe-
sar de traumática va a llevar a las comunidades a que se 
dediquen nuevamente a la búsqueda de soluciones dentro 
de sus propias áreas”, evalúa. Desde el punto de vista del 
perfil productivo de la región de Dourados, los indígenas 
señalaron que la caña ha sustituido rápidamente cultivos 
como la soja y el maíz. 

	 “La caña se está comiendo todo. La hacienda El 
Shadai tenía soja y maíz, hoy tiene caña. La Campanário, 
la Paquetes y la Ponta Porã, tenían soja y ganado. Hoy tie-
nen caña”, afirma Zenildo Isnardo, de la aldea Te’yikue.

	 Ya en el municipio de Rio Brilhante, donde la 
multinacional Louis Dreyfus Commodities (LDC Bioe-
nergy) posee las usinas Passa Tempo y Rio Brilhante, la 
caña ha tenido impacto en áreas de asentados y agriculto-
res familiares de diversas formas. De acuerdo con peque-
ños agricultores del asentamiento Taquara, cercado por 
la caña de la usina Passa Tempo, las familias han sufri-
do principalmente con la fumigación de herbicidas en los 
cultivos de caña, que afectan sus propios cultivos, y con la 
quema de la caña antes del corte.

Agricultura en la TI Guyrarocá ayuda a mantener estructura familiar
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	 El lote de Artur Josemar da Silva, que cultiva 
maíz, arroz, frijoles, frutas y hortalizas, además de criar 
algunas cabezas de ganado lechero y de plantar una pe-
queña parcela con eucaliptos para abastecimiento de leña 
y madera, es fronteriza con la plantación, que dista cer-
ca de 10 metros de su corral. Según el agricultor, las fu-
migaciones ya causaron daños a buena parte de su cultivo 
y casi mataron los eucaliptos. “Muchas familias perdie-
ron sus hortalizas, y los árboles de mango y papaya ya no 
producen. El eucalipto se quemó entero”, afirma. El pas-
to para el ganado también fue perjudicado, y un drenaje 
de las áreas de pantano un poco abajo de su propiedad (lo 
que, según la legislación ambiental, constituye crimen) re-
dujo sensiblemente el volumen de agua de la propiedad. 

	 Pese a haber adoptado la mecanización de la 
cosecha de la caña, la usina Passa Tempo no eliminó la 
práctica de las quemas. De acuerdo con los asentados de 
Taquara, muchos de los cuales prestan servicios como 
tractoristas de la usina, la empresa argumenta que la paja 
verde daña las máquinas, lo que justificaría el fuego.

	 De acuerdo con el asentado Manoel José, la que-
ma de caña, que queda a menos de 20 metros de su casa, ya 
ha tomado a su familia por sorpresa y casi provocó un de-

Artur Josemar da Silva:
caña de la Dreyfus

amenaza huertas

sastre. “Era en la mañana temprani-
to cuando empezó el fuego. El humo 
que vino para dentro de la casa era 
tanto que tuve que huir con mi hijo 
para no morir sofocado”, cuenta el 
agricultor. Así como Artur, Manoel 
también tuvo su huerta y su peque-
ño bosque de eucaliptos dañados por 
la aplicación aérea de agrotóxicos.

Inversiones 
internacionales

	 El creciente interés del capital 
internacional por el sector agroe-
nergético brasileño es especialmen-

te visible en Mato Grosso do Sul. De acuerdo con Thaine 
Regina Bakes, que tiene una maestría en Geografía por la 
Facultad de Ciencias Humanas de la Universidad Federal 
Grande Dourados, de los 25 emprendedores con partici-
pación en 38 usinas en el Estado, 20 tienen en su compo-
sición accionaria grupos y/o accionistas extranjeros. Es 
decir, un 60% del capital invertido en el Estado por el sec-
tor sucroalcoholero hasta el 2008 posee directa o indirec-
tamente participación de capital extranjero8.

	 Acompañando las inversiones en usinas, crece 
también la movilización por negocios con tierras. En fe-
brero del 2009, la casa de remates inglesa Sotheby’s Inter-
national Realty abrió una oficina en Mato Grosso do Sul, 
buscando participar en la venta de tierras para la produc-
ción de granos y caña. Según reportaje del portal de inter-
net Terra, la dirección de la empresa se interesa por “dos 
tipos principales de inversionistas: los que buscan activos 
libres de manutención, que arriendan las tierras a escala 
industrial, y las empresas de alimentos o de energía, que 
buscan tierras para ampliar sus cultivos o para pastos ”.

	 Esta movilización ha preocupado al Ministe-
rio Público Federal, que ya envió cuestionamientos a la 
empresa sobre el abastecimiento de informaciones a po-

sibles compradores referen-
tes a las disputas de tierra en-
tre indígenas y hacendados en 
el Estado. De acuerdo con el 
MPF, la especulación inmobi-
liaria con participación de em-
presas extranjeras puede afec-
tar los precios de las tierras y 
crear problemas futuros para 
la demarcación de las áreas in-
dígenas. A pesar de cierta ex-
pectativa de que la presión in-
ternacional por parámetros y 
criterios socioambientales para 
el etanol brasileño venga a in-

Mecanización en área de la Dreyfus no extingue quema de caña
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fluenciar las prácticas de las usinas con capital extranjero, 
varios emprendimientos siguen implicados en problemas 
laborales y fundiarios:

• Clean energy Brazil (Inglaterra) | 33% de la Unialco, due-
ña de las usinas Alcoolverde, Dourados Azúcar y Alcohol 
y Canavale, en Aparecida do Taboado, Dourados y Ponta 
Porã: la usina Dourados Azúcar y Alcohol, como ya se ha 
señalado, está relacionada con la producción de caña en el 
área indígena Guyrarocá, en Dourados.

• Louis Dreyfus Commodities, LDC (França) | Usinas Es-
meralda, Brilhante II, Passa Tempo y Maracaju, en Sidro-
lândia, Rio Brilhante y Maracaju: además de los impac-
tos causados a los cultivos de asentados en Rio Brilhante, 
como ya se ha expuesto, la LDC es acusada por el Sindi-
cato de los Trabajadores en la Industria del municipio de 
haber despedido sumariamente a un 70% de los trabaja-
dores de las usinas Passa Tempo y Maracaju después de 
comprarla. Actualmente, de acuerdo con el sindicato, la 
empresa contrata casi exclusivamente trabajadores pres-
tadores de servicios, y traen a la mayoría de los cortadores 
desde el Nordeste mediante empresa vinculada a la usina.
 
• Infinity (EUA) | Naviraí y Usinav II, en Naviraí e Igua-
temi: mantiene trabajadores indígenas en alojamientos y 
hay varios casos relatados de tuberculosis.

• Brenco (EUA) | Usina Brenco, en Costa Rica: en febre-
ro del 2008, el grupo móvil de fiscalización del gobierno 
federal sorprendió en flagrante a 133 trabajadores aloja-
dos en condiciones degradantes en los emprendimientos 
de la Brenco, en las ciudades goianas de Campo Alegre de 
Goiás y Mineiros. De estos, 17 fueron considerados tra-
bajadores esclavos.

• Bunge (EUA) | La Usina Monte Verde, en Ponta Porã: 
arrienda hacienda que incide sobre el área indígena de Ja-
tayvary.
	
	 Para el gobierno brasileño y para el sector su-
croalcoholero, ávidos por conquistar los mercados inter-
nacionales y “commoditificar” el etanol nacional, las viola-
ciones a derechos humanos, indígenas y laborales, además 
de los impactos ambientales, continuarán siendo un fac-
tor complicador para la conquista de credibilidad junto a 
los exigentes compradores europeos, principalmente. Con 
el avance de la mecanización de los procesos productivos 
de la caña, y la consecuente reducción de la demanda de 
mano de obra, la demarcación de los territorios indíge-
nas se constituye, cada vez más, en la única posibilidad 
de sobrevivencia de una población extremadamente fragi-
lizada, y cuyos derechos, asegurados constitucionalmen-
te, han sido sistemáticamente ignorados por la ocupación 
agropastoril de sus tierras ancestrales. 

	 En este sentido, la corresponsabilización de to-
dos los actores de la cadena productiva del etanol - pro-
ductores de caña, usinas, inversionistas, financiadores, 
distribuidores y consumidores - por problemas, conflictos 
y violaciones, estará cada vez más a la orden del día, prin-
cipalmente en los foros internacionales de decisión políti-
ca. De acuerdo con el último informe de la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU) sobre las condiciones de 
las poblaciones indígenas en el mundo, publicado a me-
diados de enero del 2010, los esfuerzos para mitigar el 
calentamiento global a través de la reducción de emisio-
nes de CO2 han incluido, entre otras medidas, grandes 
inversiones en hidroeléctricas y agrocombustibles. “Mu-
chas poblaciones indígenas adoptan una postura defensi-
va frente a estos proyectos, puesto que temen que los mis-
mos lleven a la expropiación de sus tierras, a expulsiones 
y a la pérdida de su biodiversidad. (...) En la Conferencia 
de las partes de la UNFCCC, en el 2005, la Alianza Inter-
nacional de Poblaciones Tribales e Indígenas en Flores-
tas Tropicales fue crítica al hecho de que las modalidades 
y los procedimientos referentes a los Mecanismos de De-
sarrollo Limpio no respetan o garantizan los derechos de 
las poblaciones indígenas a la tierra, territorio y autode-
terminación.”

	 Por fin, el informe de la ONU también consta-
ta que “las poblaciones indígenas también denuncian un 
recrudecimiento de las violaciones de derechos humanos, 
expulsiones y conflictos resultantes de la expropiación de 
sus territorios ancestrales y florestas para la plantación 
de reforestaciones o culturas agroenergéticas (soja, caña, 
dendé (Elaeis guineensis) etc.). Esos proyectos afectan a 
todo el ecosistema, presionando los recursos hídricos, mo-
dificando los paisajes de que dependen los indígenas y co-
locando en peligro la seguridad alimentaria”.
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Capítulo_5
Consideraciones 
Finales y 
Recomendaciones

	 La sustentabilidad social y ambiental de la agroe-
nergía es un requisito fundamental para que los agrocom-
bustibles puedan cumplir un papel positivo en el proceso 
de readecuación de las matrices energéticas en el ámbito 
mundial.

	 Se entiende por sustentabilidad un conjunto de 
prácticas y medidas que, por un lado, se abstienen de pro-
ducir y, al mismo tiempo, combaten impactos sociales, am-
bientales, económicos, laborales y culturales negativos, pro-
poniendo y estimulando, por otro lado, impactos positivos 
que beneficien el medio ambiente, los trabajadores, la eco-
nomía local y regional y la sociedad como un todo. La refe-
rencia primaria (obligatoria) para prácticas productivas ade-
cuadas son las legislaciones vigentes (ambientales, laborales, 
fundiarias y la propia Constitución Federal, en lo que se re-
fiere a los derechos de las comunidades tradicionales e indí-
genas o a la función social de la propiedad, por ejemplo).

	 Así, además de ser insostenibles, cometen ilegali-
dades las actividades o propiedades que:

• Deforestan ilegalmente;
• Violan las normas referentes a Áreas de Preservación Per-
manente (APPs) y Reservas Legales;
• Utilizan productos agrotóxicos prohibidos en los cultivos;
• Contaminan cursos de agua, suelo y aire;
• Producen en áreas usurpadas;
• Invaden o ocupan áreas de comunidades indígenas, quilom-
bolas (de remanentes de esclavos) y tradicionales;
• Contratan o utilizan mano de obra en desacuerdo con la le-
gislación laboral;
• Someten trabajadores a condiciones degradantes;
• Utilizan mano de obra esclava;
• Utilizan mano de obra infantil (exceptuando actividades de 
subsistencia y no relacionadas a la cadena de producción de 
agroenergía, desde que no traigan pérdidas a los diferentes 
aspectos de la formación del niño y del adolescente);
• Cometen evasión fiscal (no pago del INSS, FGTS, ICMS, 
entre otros impuestos y contribuciones sociales).

	 Más allá de las normas legales, sin embargo, otras 
bases encaminadas a la preservación ambiental y efectiva-
ción de los derechos fundamentales y del bienestar social de-
ben ser observadas o estimuladas por actores presentes en la 
cadena productiva de agroenergía. Entre ellas: 

• Evitar la producción en áreas con nuevas deforestaciones 
en todos los biomas;
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• Evitar la superexplotación de recursos hídricos que pue-
dan volverse escasos e insuficientes para otras actividades y 
comunidades;
• Evitar actividades que puedan interferir en el bienestar de 
comunidades tradicionales e indígenas, como uso de agro-
tóxicos cerca de ríos que las alimentan, compra o expropia-
ciones de sus tierras y utilización de mano de obra precaria 
de estas poblaciones;
• Reconocer los derechos de las poblaciones tradicionales e 
indígenas sobre sus territorios, aunque estén en proceso de 
demarcación; reconocer la propiedad y la propiedad defini-
tiva de la Unión sobre áreas desapropiadas para fines de re-
forma agraria;
• Reconocer el derecho de los trabajadores a organizarse en 
sindicatos; no penalizar con despidos a líderes sociales y sin-
dicales;
• Firmar contratos de colaboración con agricultores familia-
res que no lleven a su dependencia financiera de bancos o de 
los colaboradores, no amenacen la seguridad y la soberanía 
alimentarias, no constituyan monocultivos y que remuneren 
satisfactoriamente a los productores;
• Estimular la organización de los agricultores familiares 
para que avancen en la cadena productiva de los agrocom-
bustibles;
• Estimular la reforma agraria, principalmente en regiones 
de alta mecanización y bajo uso de mano de obra;
• Estimular la producción de agrocombustibles para atender 
las demandas locales y regionales;
• Estimular la participación de las organizaciones sociales en 
la elaboración de políticas para los agrocombustibles, políti-
cas ambientales y zoneamientos económico-ecológicos.

	 En el mercado de los agrocombustibles, es reco-
mendable que las empresas y los actores implicados en todos 
y cada uno de los eslabones de la cadena productiva - pro-
ductores de caña, usinas, distribuidores de etanol y consumi-
dores - adopten criterios sociales y ambientales en sus rela-
ciones comerciales. Así, aplicar la exigibilidad de garantías 
sociales y ambientales de procedencia de productos y de ma-
nejo de cadenas productivas debe ser un criterio definitivo 
en las relaciones comerciales.

	 Se recomienda, por tanto, que usinas, distribuido-
res y consumidores, así como agentes financiadores, tengan 
como marco las siguientes premisas:

• No adquirir productos, no financiar y no asumir relación 
societaria con fuentes que consten en el registro de los que 
utilizaron trabajo análogo al de esclavo, la conocida “lista su-
cia”, organizada por el Ministerio del Trabajo y Empleo;
• No adquirir productos, no financiar y no asumir relación 
societaria con fuentes que hayan incurrido en flagrante deli-
to de trabajo esclavo o infantil;
• No establecer contratos con fuentes que estén en débito 
con el INSS y con el FGTS (seguro y fondo de garantía del 
trabajador) de sus empleados;
• Exigir de la contraparte comercial no encuadrada en la ca-

tegoría de agricultor familiar la presentación del Certificado 
de Registro de Inmueble Rural (CCIR), prueba de dominio 
(actualizada en hasta 180 días o de acuerdo con el plazo de 
validad definido por la Notaría de Registro de Inmuebles) o 
prueba de origen de posesión, con el fin de evitar relaciones 
con productores en áreas usurpadas ilegalmente; 
• Exigir de la contraparte comercial no encuadrada en la ca-
tegoría de agricultor familiar la presentación de licencia am-
biental del inmueble, con el fin de comprobar la obediencia a 
las legislaciones ambientales;
• Exigir de la contraparte comercial no encuadrada en la ca-
tegoría de agricultor familiar la comprobación de la conser-
vación de las Áreas de Preservación Permanentes (APPs) y 
el registro de la Reserva Legal, con el fin de comprobar la 
obediencia a las legislaciones ambientales;
• No adquirir o financiar productos de fuentes que posean 
áreas embargadas por el Ibama;
• No financiar o asumir relación societaria con personas fí-
sicas y jurídicas que estén ocupando tierras indígenas o qui-
lombolas en proceso de reconocimiento;
• No financiar o asumir relación societaria con personas físi-
cas y jurídicas que estén ocupando área implicada en litigio 
por la propiedad;
• Exigir de la contraparte comercial la presentación de certi-
ficados negativos de débitos junto al INSS, FGTS e ICMS;
• Garantizar la posibilidad de rompimiento inmediato de la 
relación societaria y demás contratos en caso de que ocurran 
prácticas ilegales en lo relacionado a las legislaciones am-
bientales, laborales y fundiarias.

	 El sector público (agentes financieros públicos y 
gobierno federal), en el contexto agroenergético, debe, a su 
vez, adoptar y apoyar una serie de políticas destinadas a ga-
rantizar la seguridad y soberanía energética del país y que, 
al mismo tiempo, estimulen el desarrollo regional, la justicia 
social y la sustentabilidad ambiental. Entre estas medidas, 
recomendamos:

• Inversiones en investigaciones y proyectos encaminados 
desarrollar tecnologías de producción de agrocombustibles 
que atiendan a demandas de pequeñas comunidades, aisla-
das o no;
• Inversiones en generación de empleo y renta en regiones y 
localidades de origen de trabajadores esclavizados, con espe-
cial atención a la inserción económica de los rescatados por 
el gobierno federal;
• Apoyo a la aprobación de medidas de combate al traba-
jo esclavo y degradante, como la PEC 438 (PEC del Traba-
jo Esclavo);
• Apoyo al desarrollo de medidas y legislaciones en el ámbito 
nacional e internacional que combatan los cambios climáti-
cos, como la represión a las deforestaciones, el fin de las que-
mas en el sector sucroalcoholero, entre otras;
• Apoyo al desarrollo de medidas y legislaciones que garan-
ticen medios de subsistencia a los trabajadores excluidos de 
las actividades cañeras por la creciente mecanización, como 
la reforma agraria.
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Notas

1 André Lima, Daniel Alves de Aguiar, Bernardo Friedrich Theodor Rudorff, Yosio Edemir Shimabukuro 
y Marcos Adami.

2 En referencia al estudio divulgado en el 2006 por el economista Nicholas Stern, que concluyó que las inversiones 
necesarias para atenuar los efectos de los cambios climáticos consumirían 1% del PIB mundial, al año. El mismo informe 
ponderó que, si nada fuese hecho para combatir la crisis del clima, el daño podrá costar hasta un 20% del PIB mundial.

3 El IPCC es un organismo intergubernamental abierto a los países miembros del Programa de las Naciones Unidas para 
el Medio Ambiente (PNUMA) y de la Organización Meteorológica Mundial (OMM), premiado en el 2009 con el Premio 
Nobel de la Paz. Proporciona informaciones científicas, técnicas y socioeconómicas relevantes para el entendimiento de 
los cambios climáticos. 

4 Firman el estudio “Economía de los Cambios del Clima en Brasil”: Universidad de São Paulo (USP), Universidad de 
Campinas (Unicamp), Universidad Federal de Minas Gerais (UFMG), Universidad Federal de Rio de Janeiro (UFRJ), 
Instituto Nacional de Pesquisas Espaciales (INPE), Empresa Brasileña de Pesquisas Agropecuarias (Embrapa), Fundación 
Instituto de Pesquisas Económicas (Fipe), Instituto de Pesquisas Económicas Aplicadas (Ipea), Fundación Oswaldo Cruz 
(Fiocruz), Fundación Brasileña para el Desarrollo Sostenible (FBDS) e Instituto de Pesquisa Ambiental de la Amazonía 
(Ipam). 

5 Nota técnica “La expansión del sector sucroalcoholero en el Cono Sur de Mato Grosso do Sul - impactos sobre los indios 
guaraníes”, Marcos Homero Ferreira Lima, Analista Perito en Antropología del MPF/MS. 

6 Informaciones del Consejo Indigenista Misionero (Cimi).

7 Las informaciones sobre Dal Lago y Chaves constan de el artículo “Indios invaden hacienda en MS”, diario Folha Online 
de 10/02/2004 - http://www1.folha.uol.com.br/folha/brasil/ult96u58010.shtml

8 Disertación de maestría “El capital agroindustrial cañero en Mato Grosso do Sul y la internacionalización de la producción”, 
Thaine Regina Bakes, Universidad Federal Grande Dourados, 2009.
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